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Siglas y acrónimos

AF		  agricultura familiar
AFC		  agricultura familiar campesina
AFCI		  agricultura familiar campesina e indígena
AFD 		  agencia financiera de desarrollo
AIAF 		  Iniciativa conjunta que promovió el Año Internacional de 
			   la Agricultura Familiar (2014)
AIAF +10 	 Iniciativa conjunta que promovió la continuidad del Año 
			   Internacional de la Agricultura Familiar celebrada en 2014 
			   a través del Decenio para la Agricultura Familiar 2019-2028
ALADI 		 Asociación Latinoamericana de Integración
ALC 		  América Latina y el Caribe. Los siete países selecciona dos son 	

			   aquellos en los cuales la COPROFAM tiene organizaciones 
			   nacionales representativas de la AFCI afiliadas
ANATER 	 Agencia Nacional de Asistencia Técnica y Extensión Rural
AT 		  asistencia técnica
ATER 		  asistencia técnica y extensión rural
BID		  Banco Interamericano de Desarrollo
BM 		  Banco Mundial
BNF 		  Banco Nacional de Fomento (Paraguay)
BROU 		  Banco de la República Oriental del Uruguay
C&T 		  Desarrollo/investigación científica y tecnológica (ciencia y tecnología)
CAF 		  Corporación Andina de Fomento
CAH 		  Crédito Agrícola de Habilitación
CAN 		  Comunidad Andina de Naciones
CAS 		  Consejo Agropecuario del Sur
CELAC 		 Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños
CIRAD 		 Centro de Cooperación Internacional en Investigación 		

			   Agronómica para el Desarrollo
CONADI 	 Corporación de Desarrollo Indígena
CONAPROLE	 Cooperativa Nacional de Productores de Leche
CONSEA 	 Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional
CONTAG 	 Confederación Nacional de Trabajadores de la Agricultura
COPROFAM	 Confederación de Organizaciones de Productores Familiares del 	

			   Mercosur Ampliado
CORFO 	 Corporación de Fomento a la Producción
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COSAVE 	 Comité de Sanidad Vegetal
CPLP 		  Comunidad de Países de Lengua Portuguesa
CVP 		  Comité Veterinario Permanente
DAP 		  Declaración de Aptitud para ser beneficiario por el PRONAF
DCEA		  Dirección de Censos y Estadísticas Agropecuarias
DEAG 		  Dirección de Extensión Agraria
DGDR 		  Dirección General de Desarrollo Rural
DIPROSE 	 Dirección General de Programas y Proyectos Sectoriales Especiales
DRI		  Desarrollo rural integral
DTR 		  Desarrollo territorial rural
EMATER 	 Red de Empresas de Servicios de Asistencia Técnica
EMBRAPA 	 Empresa Brasilera de Pesquisa Agropecuaria
ENAF 		  Estrategia Nacional de Agricultura Familiar
FAF		  Fondo de la Agricultura Familiar del Mercosur
FAO		  Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación
FDC 		  Fondo de Desarrollo Campesino
FIDA		  Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola
FIDA Mercosur Programa «Diálogo sobre políticas públicas en el ámbito de la 	

          CLAEH 	 agricultura familiar y la seguridad alimentaria en el Cono Sur de 	
			   América Latina»

FLACSO 	 Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
FONAF 		 Federación de Organizaciones Nucleadas de la Agricultura Familiar
FONCODES	 Fondo de Cooperación para el Desarrollo Social
FOSIS 		  Fondo de Solidaridad e Inversión Social
FRM 		  Foro Rural Mundial
GMC		  Grupo Mercado Común
GT		  Grupos temáticos
IBTA		  Instituto Boliviano de Tecnología Agropecuaria
IICA		  Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura
INC 		  Instituto Nacional de Colonización
INCRA 		 Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria
INDAP		  Instituto de Desarrollo Agropecuario
INDERT	 Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra
INIA 		  Instituto Nacional de Investigaciones Agrarias
INIAF		  Instituto Nacional de Innovación Agropecuaria y Forestal
INTA		  Instituto Nacional de Tecnología Agraria (Argentina)
MAG 		  Ministerio de Agricultura y Ganadería
MAPA 		  Ministerio de Agropecuaria, Pesca y Abastecimiento, Brasil
MDA 		  Ministerio de Desarrollo Agrario
MDRyT		 Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras
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MDS 		  Ministerio de Desarrollo Social
Mercosur	 Mercado Común del Sur
MEVIR 		 Movimiento para la Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre
MGAP 		  Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca
MIAGRO	 Fondo de créditos (conversión de AgroBanco)
MIDIS		  Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social
MMA 		  Ministerio de Medio Ambiente
ODS		  Objetivos de Desarrollo Sostenible
OECAS		  Organizaciones económicas campesinas indígenas originarias
OECOM	 Organizaciones Económicas Comunitarias, para la Integración  

			   de la Agricultura Familiar Sustentable y la Seguridad Alimentaria
OMC 		  Organización Mundial del Comercio
ONG		  Organización no gubernamental
PAC		  Política Agrícola Comunitaria
PBI		  Producto bruto interno
PP 		  Políticas públicas
PRONAF	 Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar
PROSAP 	 Programa de Servicios Agrícolas Provinciales
REAF		  Reunión Especializada en Agricultura Familiar del Mercosur
REDPA 		 Red de Coordinación de Políticas Agropecuarias
RIMISP 	 Centro Latinoamericano de Desarrollo Rural
SADC		  Southern Africa Development Community
SAG 		  Servicio Agrícola y Ganadero
SAGPYA 	 Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos, Argentina
SAN 		  Seguridad alimentaria y nutricional
SANCELAC 	 Plan de Seguridad Alimentaria y Nutricional de la CELAC
SEAD		  Secretaría Especial de Agricultura Familiar y del Desarrollo 
			   Agrario, Brasil
SELA		  Sistema de Integración Centroamericana
SENAF		  Comisión de la Agricultura Familiar del SENASA, Argentina
SENASA 	 Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentario
SERCOTEC 	 Servicio de Cooperación Técnica
SERVIAGRO	 Plataforma de servicios agrarios de asistencia técnica, extensión  

			   y capacitación, focalizada en los pequeños y medianos  
			   productores de la agricultura familiar

SICA 		  Sistema de Integración Centroamericano
TIC		  Tecnologías de información y comunicación
UE 		  Unión Europea
UNASUR 	 Unión de Naciones Suramericanas
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Resumen ejecutivo

El presente estudio fue realiza-
do durante los meses de noviembre y 
diciembre de 2018 y se preparó sobre 
la base de los resultados del trabajo de 
coordinación, orientación y seguimien-
to realizado durante los estudios de los 
siete consultores contratados en común 
acuerdo entre la COPROFAM,1 cada 
una de sus organizaciones afiliadas en 
cada país y el programa FIDA Mercosur 
CLAEH. Los consultores presentaron sus 
informes intermedios los días 2 y 3 de oc-
tubre en un taller de discusión y análisis 
de cada situación en particular y luego 
sus informes finales fueron considerados 
en un seminario internacional el día 18 
de diciembre por parte de la Comisión 
Directiva de la COPROFAM, e invitados 
especiales de la REAF, los gobiernos que 
hacen parte de ella y organismos interna-
ci0nales como FAO, FIDA e IICA.

El conjunto de estudios y este infor-
me de compilación y análisis ofrecen a la 
COPROFAM: i) un panorama actualiza-
do del estado de situación de las políticas 
públicas diferenciadas para la AFCI en 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Para-
guay, Perú y Uruguay; ii) su proyección 
a nivel regional, correlacionándolas con 
la evolución de la agenda de la REAF en 
el período 2004-2015; iii) la información 

1  Consultores contratados: José Carlos Vigil (Argentina), San-
dra M. Uscamayata (Bolivia), Mauro del Grossi (Brasil), Héc-
tor Torres (Chile), Adrián Morínigo Villalba (Paraguay), Javier 
Cervera (Perú), Gustavo Cabrera (Uruguay).

sistematizada con la cual analizar, dentro 
de las limitaciones de la información dis-
ponible, los resultados de las políticas; iv) 
el conjunto de resultados del diálogo po-
lítico mantenido por casi 15 años a nivel 
de la REAF; v) e insumos para construir 
una nueva agenda de propuestas para el 
diálogo político.

Para preparar este informe y permi-
tir a través de él un uso más profundo y 
completo de cada uno de los siete estu-
dios sobre el estado de las políticas públi-
cas diferenciadas para la AFCI, por país, 
no solamente se trabajó en forma inde-
pendiente con los informes nacionales, 
sino además con los propios consultores, 
de forma presencial y virtual. El material 
preparado para cada caso y las fuentes de 
información fueron analizados en forma 
conjunta. Se revisaron además informes 
publicados por REAF, FAO e IICA respec-
to del objeto de análisis (políticas públicas 
diferenciadas para la AFCI).

Se definieron dos períodos de tiem-
po para dicho análisis: i) de 2004 a 2017, 
para la realización de un análisis general 
del estado y evolución de las políticas y la 
institucionalidad pública en cada uno de 
los siete países y ii) 2014 a 2017, procu-
rando en este período más corto llegar a 
una mayor profundidad de análisis, bus-
cando datos relevantes sobre instrumen-
tos de política, las instituciones públicas 
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responsables de su diseño y/o aplicación, 
grados de cobertura y recursos presu-
puestales asignados.

Asimismo, se debió preparar un 
marco conceptual desde el cual discutir 
las definiciones de agricultura familiar, 
agricultura familiar y campesina y agri-
cultura familiar, campesina e indígena 
como conceptos políticos, amplios e in-
clusivos, que requieren de adaptaciones 
nacionales y regionales, parametrizando 
luego los criterios utilizados para la defi-
nición con valores y coeficientes consis-
tentes y representativos de las situaciones 
agroecológicas, productivas, económicas, 
sociales y culturales. Se reconoce el carác-
ter de definición paraguas o sombrilla de 
AF, que en sí misma contiene una serie 
de tipos de agricultor/productor familiar, 
según la organización del trabajo de la fa-
milia y los factores de producción en las 
fincas y/o fuera de ellas.

Se discute luego la razón de ser de 
las políticas públicas diferenciadas en 
función del concepto de la organización 
familiar del trabajo, en un sistema de 
producción diversificado, heredero de 
conocimientos ancestrales, orientados 
hacia cierto tipo de mercados, según el 
grado de especialización productiva, el 
tipo de producto, la localización de los 
productores respectos de los centros de 
consumo o de la demanda, las políticas 
vigentes y el propio comportamiento de 
los operadores en los mercados. Esta 
razón de ser está también muy determi-
nada por la relación especial de los pro-
ductores con los factores de producción. 

También en el reconocimiento que, como 
sistema productivo, las políticas agríco-
las por rubro de producción, si bien son 
necesarias, no son suficientes. Son ne-
cesarias, al mismo tiempo, otro tipo de 
políticas transversales vinculadas al de-
sarrollo territorial, la infraestructura, el 
desarrollo organizacional y la construc-
ción de capacidades en el tejido social, 
económico y comunitario, que represen-
ta la AFCI en nuestras áreas rurales y en 
nuestras sociedades nacionales.

La AFCI convive en todos los países 
estudiados (como en todo el mundo), con 
otro modelo de organización de la produc-
ción agrícola, que es el modelo llamado 
agronegocio, agricultura comercial —o 
llamado también patronal— con el cual 
compite por los recursos naturales, por 
otros factores de producción, por los mer-
cados y por los recursos de inversión pú-
blica, que alimentan los modelos de desa-
rrollo económico y social del medio rural. 
Esta convivencia, si bien genera tensio-
nes, también puede ser complementaria 
y provechosa, aunque queda claro que, 
para que así suceda, son necesarias po-
líticas públicas orientadas a equiparar 
oportunidades, niveles de productividad y 
producción y capacidades de negociación 
en mercados con comportamientos clara-
mente asimétricos.

Este informe compila los conteni-
dos de los siete estudios nacionales para 
hacerlos comparables en al menos cuatro 
puntos, a saber: i) los modelos vigentes de 
organización de la producción agrícola en 
los territorios rurales; ii) la institucionali-
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dad responsable por las políticas diferen-
ciadas para la AFCI, su evolución y esta-
do, y también los espacios o plataformas 
de diálogo de políticas públicas; iii) el tipo 
de políticas comúnmente implementadas 
y su situación al día de hoy; iv) un análisis 
de la evolución de la agenda regional a par-
tir de los temas que han sido considerados 
por parte REAF Mercosur durante los úl-
timos quince años. En todos los casos, los 
contenidos de los estudios y de esta misma 

compilación ha tomado en cuenta la opi-
nión que sobre el estado de situación de 
las políticas públicas y su vigencia han ex-
presados dirigentes de las organizaciones 
gremiales socias de la COPROFAM.

Finalmente se presenta un conjunto 
de propuestas de políticas públicas para 
enriquecer el diálogo político que la CO-
PROFAM lleva adelante en cada uno de los 
espacios o plataformas donde participa.2

2  Espacios de diálogo político en los que participa la COPRO-
FAM: REAF Mercosur, Consejo Agropecuario del Sur, Foro 
Rural Mundial, FAO – Consejo para la Seguridad Alimentaria.
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1.1.	 Objetivos

El presente informe contiene una 
compilación, análisis y comparación sobre 
el estado y evolución de las políticas públi-
cas vigentes para la AFCI en cada uno de 
los siete países (Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Paraguay, Perú y Uruguay), que fue-
ron estudiados. También, una referencia 
comparativa, a nivel del Mercosur am-
pliado, tomando como elemento básico de 
comparación la agenda de la REAF Merco-
sur en sus veintisiete sesiones.

Sus objetivos fueron:

i.	 disponer de un panorama actua-
lizado del estado de situación de 
las políticas públicas diferenciadas 
para la AFC en los siete países don-
de la Confederación tiene organi-
zaciones afiliadas;

ii.	 su proyección y correspondencia a 
nivel regional, correlacionándolo 
con la evolución de la agenda de la 
REAF en igual período;

iii.	 ofrecer información objetiva y siste-
matizada con la cual analizar, en lo 
posible y con las limitaciones de la 
información disponible, los resulta-
dos de las políticas;

iv.	 presentar las principales recomen-
daciones surgidas a partir del diá-
logo político mantenido por casi 15 

años a nivel de la REAF con los go-
biernos de la región;

v.	 ofrecer una plataforma de conoci-
miento para discutir apropiadamen-
te una estrategia de diálogo y diseño 
de propuestas a partir de: a) aquellas 
políticas que se quieran preservar 
y/o ampliar o profundizar, b) nuevas 
políticas que se identifiquen como 
necesarias a partir de vacíos en la 
agenda o a partir de nuevas situacio-
nes y realidades a atender y c) una 
ponderación política sobre estas por 
parte de la COPROFAM que even-
tualmente permita establecer una 
estrategia para el diálogo político re-
gional de mediano plazo, ubicando 
a las políticas públicas diferencia-
das para la AFCI en el marco de una 
agenda contemporánea.

Es necesario detenerse un momento 
para analizar la íntima relación que existe 
entre la AFCI como un sistema o modelo 
de producción agrícola en particular —más 
aún como una estrategia de vida y de de-
sarrollo humano, familiar, económico de 
sus integrantes, en los territorios en los 
que habitan—y los grandes desafíos y/o 
preocupaciones de la agenda contempo-
ránea en el plano de cada uno de los paí-
ses, a nivel regional y a nivel global. Estos 
se expresan en los 17 Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS) aprobados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 

Capítulo 1. Presentación del trabajo
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y que cada uno de los estados parte se han 
comprometido a alcanzar.

Para cumplir con ellos habrán de de-
finir políticas activas de inversión pública, 
incentivos a las inversiones privadas y ge-
neración de oportunidades de ingresos y 
empleos que permitan combatir la pobre-
za multicausal y la monetaria, estimular la 
producción y el acceso a alimentos de ca-
lidad por parte de toda la población para 
eliminar el hambre y la mal nutrición, un 
manejo responsable de los recursos natu-
rales y el ambiente, reduciendo los facto-
res de agresión al ambiente y combatien-
do las consecuencias del cambio climático 
y definiendo políticas de inversión públi-
ca, en consecuencia. La mayor parte de 
ellas involucran al sector rural y a la AFCI.

A nuestro juicio, alguno de los te-
mas de esta llamada agenda contempo-
ránea, son:

i.	 Seguridad alimentaria y nutricional 
(SAN). Vinculada a los aspectos de 
la oferta, acceso, y disponibilidad 
de alimentos, la calidad de la dieta, 
vinculado con la nutrición, subnu-
trición, eliminación del hambre y al 
mismo tiempo reducir la tendencia 
de la obesidad y el impacto de las 
enfermedades crónicas no transmi-
sibles. También evitar los desperdi-
cios de alimentos por un mal uso, 
organización de la logística y facto-
res de mercado.

ii.	 Manejo responsable y sostenible de 
los recursos naturales. Preserva-
ción del medio ambiente y ecosis-
temas frágiles, servicios ambienta-

les prestados por las comunidades 
rurales de AFCI.

iii.	 Adaptación y mitigación a los efectos 
del cambio climático, construcción de 
resiliencia, en la población rural y en 
los sistemas productivos de la AFCI.

iv.	 Generación de empleo decente y 
genuino, aumento de ingresos y eli-
minación de la pobreza monetaria y 
reducción de las causas de la pobre-
za multidimensional, mediante una 
apropiada articulación de una matriz 
de instrumentos de política pública.

v.	 Estímulo y proyección del coopera-
tivismo y asociativismo como herra-
mientas claves para la inserción de 
los agricultores familiares en todo 
tipo de mercados (insumos, servi-
cios, laborales, productos agrícolas 
ganaderos, alimentos). Este tipo de 
empresas de economía social gene-
ran, por sumatoria de unidades pro-
ductivas y de esfuerzos de sus inte-
grantes, volúmenes de producción 
homogéneos y de calidad y compe-
titividad económica y comercial.

vi.	 Acceso a mercados y comercio. Aso-
ciación de intereses con organiza-
ciones sociales de consumidores. 
Inserción competitiva en cadenas 
de valor. Alianzas público-privadas. 
Compras públicas.

vii.	 Agenda de derechos y ciudadanía. 
Derechos de las mujeres rurales, 
políticas de equidad de género en 
la AFCI, eliminación de la violencia 
contra las mujeres y de la violencia 
ciudadana, construyendo capacida-
des y oportunidades.
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1.2.	 Resultado esperado

Ni los siete estudios nacionales ni 
este trabajo de compilación son producto 
de una investigación académica. Sí aplican 
una metodología objetiva de recopilación 
y análisis, basada en prácticas académicas 
generalmente aceptadas, procurando que 
la información presentada y su análisis 
respondan a evidencia empírica debida-
mente colectada y justificada y pueda ser 
debidamente analizada y comparada en 
su conjunto.

No tienen el objetivo de ampliar co-
nocimientos desde el punto de vista aca-
démico. Se busca recuperarlos y sistema-
tizarlos para que puedan ser útiles a las 
actuaciones político-gremiales de las or-
ganizaciones afiliadas a la COPROFAM en 
los diferentes espacios de diálogo político 
donde participan.

La información y los análisis resul-
tantes son de propiedad de la COPRO-
FAM y se orientan a su dirigencia a nivel 
regional y de las afiliadas en cada país. Su 
destino será enriquecer las propuestas de 
la organización en el diálogo sobre políti-
cas públicas, respecto de los gobiernos y 
así mismo, identificando brechas, caren-
cias y/o nuevas necesidades, enriquecer 
también las agendas de cooperación con 
los organismos multilaterales como la 
FAO, el FIDA, el IICA u otros.

1.3.	 Metodología aplicada

Los siete estudios por país se reali-
zaron siguiendo una metodología común 
y una pauta similar, de manera de obte-

ner resultados consistentes y sacar con-
clusiones analíticas generales válidas. 
Los estudios se basaron en la búsqueda y 
análisis de información secundaria pro-
veniente de:

a.	 Documentos oficiales disponibles 
por parte de los gobiernos e infor-
mación relevante sobre las políticas 
públicas que surge de las páginas 
web oficiales;

b.	 Posición oficial de las organizacio-
nes de la AFC respecto de las polí-
ticas, su diseño, implementación, 
resultados, expresados en comuni-
cados, plataformas reivindicativas, 
propuestas y/o documentos técni-
cos de las mismas y entrevistas a 
dirigentes de cada una de las orga-
nizaciones nacionales en forma per-
sonalizada, mediante un cuestiona-
rio orientador semiestructurado;

c.	 Trabajos existentes de compilación 
y análisis provenientes de organis-
mos de cooperación técnica multila-
terales, fundamentalmente el IICA 
y la FAO, FIDA, la REAF, así como 
del sector académico, universida-
des, ONG, grupos de pensamiento y 
redes de conocimiento.

El presente estudio de compilación 
se apoyó en un trabajo conjunto con los 
siete consultores de coordinación, orien-
tación metodológica y análisis conjunto 
de los hallazgos en cada país, a partir de 
la revisión de los estudios en diferen-
tes etapas. Se realizó un taller los días 
2 y 3 de octubre de 2018 y un semina-
rio internacional el 18 de diciembre, en 
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el cual participaron dirigentes de la CO-
PROFAM y representantes de gobiernos, 
REAF, FAO, FIDA e IICA.3

1.4.	 Contenidos de los siete  
estudios nacionales

En términos generales los estudios 
presentan el estado de situación de las 
políticas públicas para la AFCI. También 
el contexto político y la propia situación 
y desarrollo relativo de las organizacio-
nes. Esta pauta fue respetada, lo cual ha 
permitido realizar un análisis compara-
tivo de los siete informes. Se debe pre-
cisar que la mayor dificultad encontrada 
al pretender aplicar una pauta analítica 
común en los siete casos fue que se ha-
llaron características muy heterogéneas 
en cada país en cuanto a la disponibili-
dad y acceso a la información, la calidad 
y consistencia de la esta y la evolución de 
los contextos políticos. Inequívocamente 
otro factor de incidencia para el trabajo 
de los consultores fue el grado desigual 
de desarrollo y fortalezas institucionales 
de las propias organizaciones naciona-
les y su grado de incidencia en el diálogo 
político y en la historia reciente de cons-
trucción de las políticas.

En general, los contenidos presenta-
dos en los siete estudios incluyeron:4

i.	 una presentación resumida de 
los principales indicadores sociales y 
económicos que reflejan el contexto —al 

3  Estuvieron presentes representantes de los gobiernos de Ar-
gentina, Chile, Uruguay; el director general del IICA, Dr. Ma-
nuel Otero; el gerente de Operaciones de FIDA, Claus Rainer; 
el oficial de Políticas Públicas de la FAORLC, Luiz Beduschi; 
y el secretario técnico de la REAF Mercosur, Lautaro Viscay.
4  Los siete estudios finales y completos, por país, pueden ser 
consultados en las páginas web www.coprofam.org y www.fi-
damercosur.org.

momento de realizarse el estudio— de la 
situación económica, social y política de 
cada país, y un breve análisis de los mis-
mos en relación al desempeño de la AFCI.

ii.	Situación particular de la AFCI 
en el país, especialmente desde el pun-
to de vista económico, social, productivo 
y comercial y también desde el punto de 
vista de su visibilidad estadística y en la 
opinión pública, reconocimiento político 
e instancias de diálogo con las autorida-
des nacionales y/o locales.

iii.	 En los casos en que la información 
disponible lo permitió, se buscó 
abrir la presentación de la infor-
mación y su análisis por tipologías 
reconocibles de AF, dentro del con-
cepto/definición más general.

iv.	 Presentación de la focalización de 
las políticas, de modo de reflejar:

a.	 ciertas políticas o instrumentos 
como programas y proyectos 
que pueden estar focalizadas y 
ser claramente diferenciadas 
para la AFCI en general;

b.	 otras políticas o sus instru-
mentos que podrían llegar a 
estar definidas con un criterio 
de focalización, según tipos 
determinados de agricultores 
familiares. En cada país exis-
ten tipologías diferentes. Pue-
de ocurrir que el concepto de 
AFCI, si bien está definido, for-
malmente no se desglose en di-
ferentes tipologías en el diseño 
de las políticas, sus instrumen-

http://www.fidamercosur.org
http://www.fidamercosur.org
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tos y el acceso a los recursos de 
inversión correspondientes;

c.	 Políticas por rubro, sector o ca-
dena, del tipo de políticas ver-
ticales que apuntan al rubro de 
producción, su competitividad 
y su productividad y no a quien 
lo produce. Estas políticas —las 
más corrientes en nuestros paí-
ses— pueden abracar al conjun-
to de la AFCI o al menos a algu-
na de sus tipologías;

d.	 Protección social e inclusión 
productiva, es decir, identificar 
aquellas políticas de protección 
social (transferencias condicio-
nadas o no condicionadas) que, 
en su aplicación al sector rural, 
alcanzan a varias de las tipolo-
gías incluidas en el concepto de 
AFCI. Estas políticas, progra-
mas o instrumentos en general 
se aplican desde los Ministerios 
de Desarrollo Social y pueden te-
ner, aunque en la mayor parte de 
los casos no lo tienen, vincula-
ción conceptual u operativa con 
los programas de inclusión pro-
ductiva, que —cuando existen— 

se aplican desde los ministerios 
de agricultura.

v.	 Una reseña histórica de las políti-
cas públicas diferenciadas para la 
AFC, conteniendo:

a.	 caracterización general, obje-
tivos buscados por la política, 
período de vigencia, institucio-
nes y autoridades de aplicación, 
a nivel nacional, para el período 
2004 al 2017 (período extenso);

b.	 la visión que sobre ellas tiene la 
dirigencia de las organizaciones 
de la AFCI en el país: i) si fueron 
relevantes o no lo fueron; ii) per-
mitieron avances en la situación 
de la AFCI; iii) análisis cualitativo 
de su aplicación y resultados; iv) 
si se recomienda su continuidad, 
con o sin ajustes o si ya no están 
vigentes, su reimplantación; v) 
todo otro comentario relevante.

c.	 el foco más cercano. Un detalle 
más específico sobre aquellas 
políticas, institutos de aplica-
ción, cobertura y presupuesto 
entre los años 2014/2017 (perío-
do reducido).
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1.5.	 Limitantes del presente  
estudio de compilación

Las limitaciones del presente estu-
dio son las siguientes:

i.	 Los siete informes por país tuvieron 
un alcance nacional, pero no ana-
lizaron en detalle políticas locales, 
municipales, estaduales o provin-
ciales. Esta es una limitante mayor 
en países con constituciones fede-
rales y aun en aquellos con gestión 
presupuestal descentralizada.

ii.	 Hay al menos tres tipos de políticas 
que impactan en el desempeño de la 
AFCI y que no han sido fácilmente 
identificables ni cuantificables: a) 
las políticas fiscales e impositivas; 
b) las de inversión en infraestructu-
ra, especialmente si corresponden a 
Estados, provincias y/o municipios; 
c) las políticas de protección social, 

como son las de transferencias con-
dicionadas o no condicionadas.

iii.	 La revisión documental estuvo 
principalmente focalizada en los 
Ministerios de Agricultura y/o De-
sarrollo Agrario. La información 
recabada de fuentes dispersas, no 
sistematizada, presenta registros 
superpuestos e inconsistentes entre 
sí, y además los sistemas de presu-
puestación sectoriales y desarticu-
lados entre sí no facilitan una visión 
sistémica y precisa de todos los re-
cursos que eventualmente podrían 
haber llegado a la AFCI.

iv.	 Faltan evaluaciones rigurosas, pe-
riódicas de la aplicación de políticas 
e instrumentos por parte de los Esta-
dos y las autoridades de aplicación.

v.	 Persiste aún una importante invisi-
bilidad estadística / confusión / in-
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exactitud estadística sobre la AFCI. 
Inconsistencias entre censos, en-
cuestas de hogares y registros, por 
falta de coherencia en las fórmulas 
y mecanismos para levantar y pro-
cesar la información a campo y para 
su procesamiento.

vi.	 Discontinuidad institucional y de 
funcionarios responsables en los 
países.

vii.	 La fuente de información regional 
para el análisis de la proyección y 
coordinación de políticas a nivel re-
gional fueron las actas, publicaciones 
e informes púbicos de la REAF. De 
los siete países analizados, solo cin-
co de ellos han tenido delegaciones 
con participaciones permanentes y 

regulares, en este espacio. Bolivia 
ha estado cercana en varios momen-
tos, pero sin continuidad. Perú es el 
único país que prácticamente no ha 
tenido participación en la REAF. La 
REAF sí se ha abierto formal o infor-
malmente a otros países de la región 
como Venezuela, Ecuador, Colom-
bia, Surinam. Ha tenido instancias 
de acercamiento, cooperación y/o 
acogida con mecanismos similares 
del Sistema de Integración Centroa-
mericana (SELA), la Comunidad de 
Estados de Latino América y el Ca-
ribe (CELAC), la Unión de Naciones 
Sudamericanas (UNASUR), la Co-
munidad de Países de Lengua Por-
tuguesa (CPLP) y Southern Africa 
Development Community (SADC).
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2.1.	 Breve discusión de los conceptos 
de AF, AFC y AFCI

Para poder interpretar a cabalidad 
el significado de las políticas públicas di-
ferenciadas para la AFCI, identificarlas, 
analizarlas y evaluar sus cualidades, perti-
nencia y juste a los objetivos y necesidades 
de la población rural y la AF, lo primero que 
tenemos que entender son las dimensiones 
y contenidos conceptuales y técnicos, de los 
términos que utilizamos para caracterizar a 
este conjunto, particular y amplio de hom-
bres y mujeres pobladores de los territorios 
rurales y a la vez agricultores.

Esto requiere analizar dos dimen-
siones:

a) la dimensión puramente concep-
tual, contestándonos la pregunta ¿qué re-
presenta la AF?

La respuesta más frecuente es una 
combinación de conceptos. Representa 
un modo o sistema particular de produc-
ción agrícola. Se busca el sostenimiento y 
desarrollo de la vida familiar en su con-
junto y personal de cada uno de los miem-
bros de la familia, desempeñándose en el 
contexto económico, social y político, en 
el cual está inserto. Si incorporamos que 
obviamente lo anterior ocurre ajustándo-
se a pautas culturales e históricas, el re-
sultado es que aún, siendo un concepto 
eminentemente económico (organización 

de los factores de producción: trabajo y 
tierra y otros recursos naturales), es asi-
mismo una forma de vida estrechamente 
vinculada al territorio y sus significacio-
nes antropológicas.

Subrayamos lo de eminentemente 
económico, pues las palabras tienen un 
gran valor, cuando los conceptos deben 
trascender la interpretación abstracta 
y/o académica y transformarse en accio-
nes políticas, estrategias, herramientas y 
sobre todo competir por recursos de in-
versión, siempre escasos.

Entendemos entonces que en su di-
mensión conceptual cuando hablamos de 
AF o AFC o AFCI nos estamos refiriendo 
a un conjunto de actores económicos y 
sociales que hacen parte de una categoría 
económica, a los efectos del análisis y del 
diseño de estrategias y políticas. Unidades 
productivas que generan productos agríco-
las ganaderos y forestales, entre otros, para 
su autosustento y para volcar a los diversos 
mercados y que, por tanto, su actividad in-
cide en la construcción del producto bruto 
local, regional y nacional en cada país.

Esta afirmación y su proyección 
clara, sin ambigüedades y confusiones, 
en las instancias de diálogo político tiene 
importancia al momento de determinar 
el tipo de política pública e instrumen-
tos que deben definirse para consolidar, 

Capítulo 2. Marco conceptual
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promover y desarrollar la AFCI por parte 
de los Estados. Muy especialmente deter-
minar el ámbito de competencia institucio-
nal, dentro del Estado, al cual debe referir-
se la AFCI y sus organizaciones gremiales 
representativas como la COPROFAM.

b) la otra dimensión a considerar, 
es la dimensión taxonómica, contestán-
donos la pregunta: ¿Cómo tipificamos, 
para identificarles mejor a este conjunto 
de ciudadanos y ciudadanas, pobladores 
del medio rural?

Esta dimensión es muy importante 
para que —aceptada la definición concep-
tual desarrollada más arriba— se pueda fo-
calizar mejor y sin errores de apreciación y 
desvíos, los destinatarios de aquel conjun-
to de políticas económicas, de estímulo a la 
producción y productividad, promoción y 
desarrollo de las actividades agrícolas.5

Para que, al momento del diseño de 
las políticas, estas orienten con claridad 
y eficacia sus instrumentos de acción y 
sus recursos al conjunto de beneficiarios 
a quienes están dirigidas será necesario 
incorporar en la definición criterios que 
identifiquen definan con claridad y sin am-
bigüedades a esta población y a sus unida-
des productivas. Luego, a ese conjunto de 
criterios, será necesario cruzarlo con pa-
rámetros que permitan dimensionar con 
certeza, las unidades productivas agríco-
las familiares, de acuerdo a los contextos 
agroecológicos, productivos, económicos, 
sociales, comerciales y políticos, donde de-
sarrollan sus actividades de producción.

5 En el concepto o expresión actividades agrícolas, en sentido 
genérico, consideramos incluidas las actividades ganaderas, fo-
restales, pesca y piscicultura, recolección y pastoreo trashumante.

Mediante esta combinación de cri-
terios y parámetros deberíamos poder 
ubicar en la misma categoría analítica de 
AFCI a un productor de la Patagonia en el 
sur de la Argentina y a uno del semiárido 
en el nordeste del Brasil, o a un productor 
del altiplano boliviano.

En este punto llegamos a la defini-
ción más generalmente aceptada en los 
siete países analizados, que básicamente 
está apoyada conceptualmente en la defi-
nición adoptada por la REAF Mercosur en 
el año 2007,6 la cual a su vez está inspira-
da en la definición adoptada en la legisla-
ción brasileña del año 2006.7

Para la realización de este análisis so-
bre el estado del arte de las políticas públi-
cas para la AFCI, partimos considerando 
a esta como un activo económico que las 
sociedades de los países tienen acumula-
do en los territorios rurales y que aportan 
grandemente no solo a la construcción de 
PBI nacional, sino también a la construc-
ción del PBI regional o local. Aportan al 
desarrollo y organización equilibrada de 
los territorios, a la seguridad alimentaria, 
propia y de la comunidad nacional y a la 
conservación del medio ambiente, dado 
que en términos generales la AFCI organi-
za el uso del suelo y de su fuerza de trabajo 
en sistemas diversificados de producción.

Aceptando todo lo anterior y sin 
querer perder coherencia conceptual y 
transformar al concepto de AFCI en un 
cajón de sastre y para entenderlo a caba-
lidad, como categoría conceptual a ma-

6 Resolución 25/07 GMC.
7 Ley 11326 (Ley de Agricultura Familiar) del 24 de julio de 
2006.
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nejar, preparando así de mejor forma los 
argumentos y propuestas para el diálogo 
sobre políticas públicas, consideraremos 
que el concepto de AFCI es en primer lu-
gar un concepto político.

Es una convención política que re-
fleja situaciones, vínculos sociales, eco-
nómicos, culturales, cívicos y comporta-
mientos individuales y sociales.

Es así mismo un concepto inclu-
yente, pues abarca grupos de población, 
en diversas situaciones y estados, locali-
zaciones y relaciones con los factores de 
producción, el Estado y la sociedad, diver-
sos orígenes étnicos y raciales.

Es, por tanto, amplio y diverso, en 
cuanto a tipo de población rural que hace 
parte de la categoría.

Por lo que hemos podido apreciar 
en general en nuestra región, no solo en 
los últimos 20 años, sino incluso ante-
riormente, por ejemplo, durante las déca-
das de los sesenta y parte de los setenta 
—cuando se vinculaba el desarrollo rural 
integral (DRI) a la pequeña producción 
agrícola y al campesinado en América La-
tina—, es un concepto en evolución. No es 
estático y sufre alteraciones con los cam-
bios en los contextos particulares.

Todas estas características del con-
cepto que estamos manejando y que apa-
recen reflejadas en todos y cada uno de 
los siete estudios nacionales son un pro-
blema adicional que debe manejar la CO-
PROFAM, que es político y que compleji-
za los diálogos políticos.

Se vuelve especialmente engorroso 
y pierden fortalezas los argumentos si no 
somos capaces de explicar con claridad 
la consistencia del concepto, más allá de 
su complejidad. Esto es especialmente 
cierto para los interlocutores a los que se 
pretende inducir a entender y valorar las 
especificidades de la AFCI, a considerar, 
luego, este tipo de propuestas de políti-
cas diferenciadas, y a adoptar una visión 
de un Estado activo para equiparar con-
diciones de partida y oportunidades de 
desarrollo social y económico para todos 
los sectores de la sociedad. Este tipo de 
definiciones de políticas públicas activas 
que, complementando a los mercados, 
permitan orientar el desarrollo de am-
plios sectores de la población —en este 
caso rural— con un enfoque económico, 
comercial, social e integral de desarro-
llo humano, no es una conceptualización 
automática, bajo diversa orientaciones 
ideológicas o filosóficas en la dirigencia 
política de nuestros Estados.

Los mensajes tienen que ser claros 
de entender y coherentes en sí mismos, 
con el enfoque de una AFCI parte sustan-
cial del desarrollo equilibrado de los terri-
torios rurales.

Sin embargo, si somos capaces de 
explicitarlo con claridad, es posible en-
contrar puntos de contacto, donde la 
categoría AFCI se reconozca como una 
pieza importante para atender deman-
das concretas de desarrollo económico 
y social de la población rural, demanda 
de alimentos y atender una serie de com-
promisos que los gobiernos han asumido 
con la comunidad internacional en rela-
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ción a los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible (ODS) y la Agenda 2030 de las Na-
ciones Unidas.

A quienes afirman que la política 
debe ser totalmente neutra frente al po-
sicionamiento de los grupos económicos, 
sociales y productivos (en este caso agrí-
colas), frente a los mercados y su compor-
tamiento, esta visión de políticas públicas 
diferenciadas y activas, aplicando recur-
sos para generar condiciones de igualdad 
en la productividad y competencia, les re-
sulta francamente incómoda, o, al menos, 
poco confiable. Este es el muro que hay 
que derribar, con propuestas oportunas 
y pertinentes y planteos conceptualmente 
consistentes.

Cuando al concepto de AF le suma-
mos etimológicamente los conceptos de 
campesina e indígena, debemos esforzar-
nos mucho más para mantener la cohe-
rencia taxonómica en la presentación del 
concepto, y que esta coherencia y consis-
tencia permita, para los decisores públi-
cos, mantener a la categoría AFCI en los 
marcos de la política económica de inver-
sión pública para el desarrollo.

En el Anexo I se presenta un cuadro 
comparativo con las definiciones que cada 
país de los siete estudiados ha tomado so-
bre la AF/AFC/AFCI, la o las normas le-
gales que la respaldan y una información 
complementaria sobre la significación de 
la AFCI en dicho país, de acuerdo a las di-
versas fuentes consultadas.

2.2.	 La diferenciación dentro de  
la diferenciación. Tipologías

Sobre este tema de las tipologías 
dentro del concepto de la AFCI han traba-
jado mucho y de forma muy consistente 
organismos tales como FAO y el IICA. No 
es del caso ampliar en este informe estos 
trabajos, que pueden ser consultados.

La experiencia recogida en la región y 
la relevada en los siete estudios nacionales 
es que en general los gobiernos aplican al 
menos dos tipos de formas de clasificar los 
productores dentro del concepto amplio de 
AFCI (categoría conceptual). Una forma 
simple, desarrollando tres tipos de desti-
natarios de las políticas, y otra más com-
pleja. La elección de una u otra manera de 
abrir la categoría de análisis y desbrozar 
los diferentes tipos de agricultores familia-
res es necesaria al momento de entender el 
diseño y aplicación de las políticas, y sobre 
todo, al momento de entender como estas 
llegan a los destinatarios. Lo más impor-
tante: cómo los destinatarios alcanzan los 
instrumentos y los recursos. Debería estar 
claro que cuanto mayor sea la focalización, 
mayor será la eficacia en el uso de instru-
mentos y recursos de inversión.

Lo anterior está vinculado con dos 
conceptos que vamos a desarrollar más 
adelante, pero que resulta pertinente 
mencionar aquí: las brechas de acceso a 
los recursos e instrumentos, la erosión de 
recursos derivada de su uso y las oportu-
nidades que se generan por agricultores 



25

más consolidados y potentes económi-
camente, que no son necesariamente los 
destinatarios iniciales.

En el cuadro que se presenta a conti-
nuación se eligen estas dos formas de tipi-
ficar a la AFCI, ya que, por un lado, la for-

ma simple parece ser la más utilizada por 
los gobiernos de la región para atender las 
características especiales de la AFCI. Y la 
compleja es la que representativamente 
más se aproxima a las categorías de po-
blación rural que la mayor parte de las ve-
ces se considera dentro de la AFCI.

Cuadro 1. Dos ejemplos de tipologías para la AFCI

Clasificación
simple

Capitalizados

En transición

Pobres o vulnerables

Clasificación
compleja

Capitalizados con acceso frecuente a los mercados

Poco capitalizados, con acceso esporádico a los mercados, 
vendedores de excedentes de producción

De autosubsistencia, acceso a los mercados

Familias que no alcanzan a cubrir 
sus necesidades básicas de alimentación 

Pescadores artesanales, costeros, 
de aguas interiores y piscicultores

Agricultores sin tierra 

Pastores y recolectores 

Trabajadores rurales
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2.3.	 Los cambios de paradigma  
ocurridos al respecto de la 
AFCI a comienzos del siglo XXI

En la década y media que va desde 
el año 2002, pasadas las crisis comercia-
les, financieras, políticas e institucionales 
que sacudieron a los países de la región, 
se comenzó un período de recuperación y 
crecimiento económico a partir de 2004. 
Esta recuperación fue impulsada fuer-
temente por el aumento sostenido del 
precio de las commodities en general y 
las agrícolas en particular. También por 
el flujo de capitales hacia las economías 
emergentes, todo lo cual constituyó una 
combinación de procesos que impulsaron 
un crecimiento acelerado y grande de la 
demanda de alimentos y una demanda 
expandida de productos del agro, tanto 
en los mercados internacionales, como en 
los domésticos.

Asimismo, en los países de la re-
gión se impusieron una serie de políticas 
de ajuste social que orientaron recursos 
de los Estados a pagar la «deuda social» 
y sacar a mucha gente de la pobreza, y lo 
lograron con éxito. Este factor tonificó 
también la expansión de la demanda de 
alimentos. La AFCI amplió sus expectativas 
y sus oportunidades de mercados, mejoró 
los ingresos y también supo dar respuestas 
muy rápidas a la ya comentada expansión 
de la demanda. Las políticas públicas apo-
yaron este proceso, facilitando el acceso a 
asistencia técnica, a financiamiento, tec-
nologías e infraestructura necesarias para 
atender la demanda de nuevos comprado-
res, privados y del mismo Estado, que bus-
caban a la AFCI como proveedores fiables.

En el marco de este cambio en la 
realidad económica, financiera y comer-
cial para el sector agrícola y de las polí-
ticas de desarrollo rural y diferenciadas 
para la AFCI que llevaron adelante países 
como Brasil, Argentina, Chile, Bolivia, 
Uruguay y con un claro liderazgo ideo-
lógico de Brasil, comenzaron a afirmarse 
cambios de enfoque que quizás podrían 
llegar a considerarse cambios en los para-
digmas de análisis y acción para el sector 
de la AFCI. Finalmente sabremos si fue-
ron cambios de paradigmas en la medida 
que se consoliden en este nuevo período 
que estamos viviendo desde 2014 hasta 
hoy día, y que claramente es, desde todo 
punto de vista, diferente y contradictorio 
con el período mencionado más arriba.

Estos cambios conceptuales o de pa-
radigma han sido:

•	 Lo rural es más que lo agrícola. Esto 
significa que las necesidades para el 
desarrollo de los territorios rurales van 
más allá de lo que aporta la agricul-
tura, y los ministerios de agricultura, 
como responsables sectoriales. Que, 
si bien en general es la actividad más 
importante en la mayoría de los te-
rritorios rurales, no es la única (en 
algunos casos incluso es sustituida) y 
debe ser complementada (en los he-
chos esto ocurre naturalmente por la 
propia gente) con la atención de otros 
sectores de actividad económica que 
también generan ingresos, empleo y 
crecimiento económico. Los más clá-
sicos y más vinculados a las activida-
des agrícola/ganaderas son los ser-
vicios ambientales, el turismo rural, 
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las artesanías, los servicios prestados 
a la producción y la prestación de 
servicios públicos y/o la producción 
de bienes púbicos e infraestructura, 
a través de la obra pública.

•	 La AFCI es parte de la solución y no 
un problema para eliminar la po-
breza rural. Si bien, como fue dicho, 
entre 2004 y 2014 la región —al im-
pulso de las nuevas realidades de los 
mercados, el crecimiento económico 
de los países y las políticas redistri-
butivas— tuvo una performance des-
tacada en la reducción de la pobreza 
tanto monetaria como multicausal, 
desde 2015 a esta parte el proceso 
se ha enlentecido y en algún caso se 
ha invertido la tendencia. Una vez 
más, sectores de población —espe-
cialmente aquellos a los cuales las 
medidas tomadas no lograron solu-
cionar aspectos estructurales de su 
inserción social y económica— han 

vuelto a caer a niveles de pobreza y 
recomenzar el ciclo de reproducción 
de las condiciones que les llevan a 
la pobreza. No obstante, durante 
el período mencionado la AFCI dio 
respuestas muy rápidas y consis-
tentes, tanto a los estímulos de los 
mercados como a los de las políticas 
públicas. Aumentó su oferta de ali-
mentos, mejoró sus estándares pro-
ductivos, adoptó tecnologías compa-
tibles con el resguardo y control en 
el uso y manejo de los recursos na-
turales, se transformó en la mayoría 
de los países en proveedor fiable del 
Estado, a través de los mecanismos 
de compras públicas. Pudo integrar-
se (allí donde las políticas facilita-
ron el proceso), a cadenas de valor 
locales nacionales e incluso interna-
cionales. Hubo claros ejemplos de 
ello que recoge la bibliografía de los 
organismos multilaterales y de los 
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propios gobiernos en Brasil, Para-
guay, Argentina, Chile, Uruguay. La 
AFCI, tomó en sus manos el modelo 
asociativo y cooperativo, tanto para 
experiencias de producción como de 
servicios a esta y a la comercializa-
ción de los productos. No en balde la 
información oficial que proviene de 
los gobiernos de los países analizados 
ubica a la AFCI como proveedora de 
entre el 60 y el 70 % de los alimentos 
de las canastas de alimentación bási-
ca de cada uno de ellos. Por tanto, la 
AFCI, a través de la generación de in-
gresos para la familia, los excedentes 
de alimentos comercializados, una 
vez satisfecha la demanda familiar, 
la generación de empleo genuino y 
la inserción competitiva en los mer-
cados ha colaborado con la reducción 
de la pobreza monetaria y también, 
aunque en una medida más acotada, 
de la pobreza multicausal.

•	 La AFCI participa activamente en 
el desarrollo de los territorios ru-
rales. Vinculado al concepto ante-
rior, en los últimos 15 años la AFCI 
ha demostrado ser un actor clave 
para el desarrollo de los territorios 
rurales y un capital humano con un 
claro retorno en los planos econó-
mico y social, en combinación e in-
tegrada con otros sectores y actores 
económicos. Como fue dicho antes, 
es un sector de rápida respuesta a 
los estímulos, tanto del mercado 
como de las PP y a ambos si están 
inteligentemente combinados.

Los siete estudios nacionales, re-
flejan —con los obvios matices de sus si-
tuaciones particulares— lo tres conceptos 
antes mencionados, como los cambios 
de paradigmas generados en los últimos 
quince años. Es importante que las ac-
ciones que se proyecten a partir de estos 
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escenarios actuales, tan diferentes, con-
firmen que lo anterior fueron cambios 
reales de paradigmas en la consideración 
de la AFCI como actor del desarrollo de 
los países y no meros cambios coyuntu-
rales ligados a un enfoque político, filo-
sófico, ideológico y a una especial situa-
ción de los mercados internacionales. Lo 
anterior, con ser muy importante por los 
avances alcanzados, no es suficiente para 
mantener una línea de política e inversión 
pública sostenida en el tiempo.

La agenda para el diálogo sobre polí-
ticas públicas que se logre construir a par-
tir de muy temprano comenzado el año 
2019, en la región, determinará la confir-
mación o no de estos cambios de paradig-
ma mencionados.

2.4.	 Los conceptos claves  
para el diseño de las políticas

2.4.1.	 Articulación institucional  
y territorialidad

Los siete estudios nacionales con-
firman que hay una importante inconsis-
tencia en la forma de abordar las políticas 
públicas para un conjunto socioeconómico 
de población como la AFCI por parte de 
nuestros Estados. La estructura institucio-
nal y de gestión del Estado es claramente 
especializada por sectores de actividad (or-
ganización sectorial). En general las polí-
ticas, instrumentos y recursos «bajan» o 
llegan a los destinatarios y a los territorios 
en forma vertical y, la mayoría de las veces, 
encasilladas en compartimentos estancos. 
En nuestro caso es más que conocida la 

afirmación de que los Ministerios de Agri-
cultura, son necesarios, pero no suficientes 
para atender al conjunto de políticas pú-
blicas y la producción de servicios y bienes 
púbicos necesarios para el desarrollo de 
los territorios rurales y de la AFCI.

Las políticas, las intervenciones insti-
tucionales, los instrumentos y los recursos, 
deben ser articulados, llegar a tiempo y las 
intervenciones ser coherentes y consisten-
tes. Especialmente cuando estamos inter-
viniendo en sistemas productivos, que de-
penden de factores climáticos y biológicos, 
donde, entre otras cosas, la maduración de 
las inversiones toma más tiempo, que en 
otras actividades económicas.

Las políticas diferenciadas para la 
AFCI, si se piensan como un conjunto de 
políticas públicas e instrumentos focali-
zados hacia un modo de producción o ha-
cia un sistema de unidades productivas 
(empresas agrícolas familiares), deben 
armonizar un conjunto de herramientas 
que van más allá de los instrumentos, 
que en general contienen las políticas 
por rubro de producción. Lo anterior 
quiere decir que no alcanza con disponer 
de un conjunto de políticas para la leche, 
para los cereales, para la papa, el café, 
la mandioca, o el maíz. Si pensamos en 
el modo o el sistema de producción, es 
preciso combinar aquellas con otras de 
tipo transversal, que fortalezcan las ca-
pacidades de competencia de la unidad 
productiva familiar, diversificada e inte-
grada a los mercados, bajo determinadas 
fórmulas y mecanismos particulares. 
Los puntos de partida de estas unidades 
productivas son diferentes que los de las 
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que pertenecen a la agricultura comer-
cial o patronal. El acceso a mercados de 
servicios, bienes de capital y equipos, al 
mercado financiero, al mercado del tra-
bajo, son sustancialmente diferentes. 
Ni que decir al mercado de tierras. Los 
arreglos comunitarios locales, las for-
mas asociativas para la producción y el 
mercadeo, el uso de tecnologías apropia-
das diferencia claramente a este sector 
y por tanto el diseño y aplicación de las 
políticas debe reflejarlo.

Estamos frente a una conceptualiza-
ción diferente en las formas de interven-
ción del Estado que inevitablemente re-
quiere romper compartimentos estancos 
en relación a la inversión pública y arti-
cular acciones y recursos en forma consis-
tente con las lógicas productivas y econó-
micas de este sector.

Se requiere entonces de una efecti-
va articulación de políticas e instituciones 
del Estado, en sus especializaciones secto-
riales y en sus tres niveles de organización 
política. En el primer caso, articulación 
entre ministerios sectoriales y de inver-
sión y obra pública, en el segundo caso, 
entre los niveles nacionales, estaduales y 
municipales.

Desde una visión de una planifica-
ción de las inversiones para el desarrollo, 
incluyente y focalizada en las potenciali-
dades de la AFCI, es recomendable pensar 
desde una matriz de políticas públicas de 
aplicación territorial y no solamente des-
de la clásica visión sectorial de los minis-
terios de agricultura.

2.4.2.	 Matriz de instrumentos

En el Anexo I se presenta un ejem-
plo de matriz de instrumentos, identifica-
dos en los siete estudios y vinculándolos 
con las políticas públicas correspondien-
tes y en vigencia y con las instituciones de 
aplicación.

Esta articulación de instrumentos, 
acciones y recursos desde una conceptua-
lización matricial es uno de los aspectos 
más difíciles de conseguir al momento de 
aplicar las políticas. Las instituciones pú-
blicas, ya hemos visto, se organizan secto-
rialmente, en forma vertical y operan en 
sus propios espacios políticos / institucio-
nales y presupuestales, con sus propias 
prioridades y determinaciones. No siem-
pre, más bien pocas veces, se produce en 
los territorios un encuentro virtuoso de 
varias instituciones que deben operar ar-
ticuladamente.

Desarrollemos ejemplos:
a.	 cuando la inversión en infraestruc-

tura de caminos o electrificación 
rural es necesario que esté disponi-
ble para potenciar la presencia de 
determinados productos en el mer-
cado en el tiempo y con la calidad 
requeridos por los compradores, y 
en forma competitiva, en función 
del costo de los servicios.

b.	 Cuando a lo anterior hay que sumar 
servicios de asistencia técnica y ex-
tensión sobre el terreno, aportando 
nuevos elementos tecnológicos dis-
ponibles. Habilitar un conjunto de 
servicios financieros rurales (crédito, 
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seguros) y financiamiento para la 
unidad productiva.

c.	 Si luego de todo ello la participación 
de los productores en las cadenas de 
valor, locales o nacionales, va a re-
querir de servicios logísticos de acon-
dicionamiento, y transporte de la 
producción para su comercialización.

Todo lo anteriormente señalado 
debe llegar al territorio y a los destinata-
rios en forma ordenada, oportuna y coor-
dinada, para finalmente consolidar un 
sistema agrícola o agroalimentario sos-
tenible, a partir de las capacidades de las 
unidades productivas familiares en un te-
rritorio o localidad dada.

Los aportes de las diversas insti-
tuciones públicas deben ser oportunos y 
articulados, en caso contrario se pierde 
tiempo, oportunidades y el impacto de 
cada una de las políticas e instrumentos 
es menor. La eficacia es muy cuestionable. 
Esta es la realidad encontrada en la gran 
mayoría de nuestros países y que reflejan 
los siete estudios realizados.

2.5.	 Las plataformas de diálogo 
político a nivel regional

Para la consolidación de los cambios 
de paradigma mencionados anteriormen-
te en el punto 2.3., así como para consoli-
dar a la AFCI como un sector de especial 
consideración de la producción agrícola, 
son necesarios los espacios de diálogo so-
bre las políticas públicas. En ellos debería 
ser posible analizar situaciones, reflejar 
estadísticas reales y fidedignas, carac-

terizar sistemas de producción y activi-
dades productivo-comerciales. Espacios 
donde, entre delegaciones oficiales de los 
gobiernos y delegaciones representati-
vas de las organizaciones gremiales de la 
AFCI, puedan debatir y llegar a acuerdos 
sobre las especiales características y las 
potencialidades propias del sector y, por 
tanto, merecedor de políticas públicas di-
ferenciadas que lo interpreten. Para ello 
un desafío clave en cada uno de los siete 
países y a nivel regional será mantener, 
consolidar y aún profundizar la vigencia 
de los espacios o plataformas de diálogo 
político existentes.

En este sentido, la experiencia re-
gional con la REAF – Mercosur, en los 
últimos tres años —acentuada en el últi-
mo año— es de debilitamiento. Debilita-
miento en los planos de: a) la represen-
tatividad de las delegaciones oficiales y 
sus capacidades de asumir compromiso e 
incidir luego en las decisiones de política 
a los más altos niveles; b) la pertinencia, 
importancia política y calidad de la agen-
da para el diálogo: c) la pérdida de foco 
sobre aquellas cuestiones más críticas de 
la política y/o la institucionalidad, que 
hubiese sido oportuno plantear con soli-
dez, y su dilución con una gran cantidad 
de actividades conexas y paralelas que 
implicaron la erosión de recursos finan-
cieros, el desgaste de los dirigentes y la 
pérdida de atención del interlocutor gu-
bernamental principal; d) la calidad de 
las propuestas, tanto provenientes de 
las delegaciones oficiales como de las or-
ganizaciones sociales o gremiales de la 
AFCI; e) los criterios para la asignación 
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de los recursos de financiamiento para 
la participación democrática y plural en 
estos espacios; f) la falta de acumulación 
de capacidades en los dirigentes partici-
pantes, por la excesiva sumatoria de acti-
vidades. Conservar el espíritu del diálogo 
efectivamente, y que este no se transfor-
me en un monólogo convocado desde los 
gobiernos, buscando avales implícitos a 
sus orientaciones de política.

El espacio del Consejo Agropecua-
rio del Sur (CAS),8 se abre para la parti-
cipación de las organizaciones de la AFCI 
(COPROFAM). Sin embargo, deja mu-
chas dudas sobre si la apertura del espa-
cio es solo simbólica (un saludo a la ban-
dera) o realmente hay un recibo serio e 
interesado por parte de los ministros y un 
seguimiento de los avances conceptuales 
e instrumentales sobre los temas que se 
plantean en ese breve espacio de partici-
pación. El CAS tiene una serie de grupos 
técnicos (formales y ad hoc), comisiones 
o redes institucionales, que asesoran al 
cuerpo y a cada uno de los ministros, que 
hacen parte de la institucionalidad agro-
pecuaria de los países.

Los ministros deberían ser recep-
tivos a las iniciativas y propuestas de la 
AFCI como lo son de la agricultura co-
mercial o el agronegocio, darles ingreso, 
debatir mínimamente para entender los 
argumentos esgrimidos y dar curso a la 
atención de las mismas por parte de las 
estructuras técnicas.

No ha sido común en este espa-
cio que, en algunos temas y casos críti-

8  Consejo Agropecuario del Sur. Está integrado por los ministros 
de Agricultura de Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay.

cos para el desempeño comercial de la 
AFCI —como la armonización de me-
didas cuarentenarias que se discuten y 
acuerdan en el Comité de Sanidad Vege-
tal (COSAVE) o en el Comité Veterina-
rio Permanente (CVP) o instrumentos 
de política que se armonizan en la Red 
de Coordinación de Políticas Agrope-
cuarias (REDPA)— se hayan cruzado en 
las agendas, por ejemplo con la REAF, y 
se hayan tratado de analizar y resolver 
planteos presentados por las diferente 
delegaciones de la AFCI que han sido 
recibidas en el seno del CAS.

Asimismo, entre el CAS y sus gru-
pos de técnicos y los Grupos de Traba-
jo de la REAF tampoco ha habido una 
agenda de trabajo técnica coordinada. 
Esta hubiese permitido armonizar me-
didas, posiciones y corregir situaciones 
que afectan la competitividad relativa 
de la AFCI en el comercio intrarregional 
y en cada uno de sus propios mercados 
domésticos.

Sí ha habido intentos e interés de 
desarrollarla desde ambas Secretarías 
Técnicas, la del CAS, ejercida por el IICA 
y la propia de la REAF. Pero en los hechos 
no ha habido un trabajo conjunto y man-
comunado en temas propios de la natura-
leza de las instituciones representadas en 
ambas plataformas y sus grupos técnicos, 
que paradojalmente, incluso en el caso de 
Brasil (al menos en relación a las medidas 
sanitarias y fitosanitarias, y otras barre-
ras no arancelarias), son exactamente las 
mismas autoridades de aplicación.

Este intercambio entre dos espa-
cios tan complementarios en sus enfo-
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ques, y tan potentes como la REAF y el 
CAS, que además responden a las mis-
mas autoridades nacionales, aunque 
con lógicas funcionales diferentes (has-
ta 2018 la excepción fue Brasil), sería un 
estratégico espacio de articulación de la 
cooperación sur- sur en temas concre-
tos y claves como los sanitarios, fitosa-
nitarios, de inocuidad de los alimentos y 
otras medidas de facilitación de comer-
cio en general.

Esta es una responsabilidad com-
partida, tanto para las estructuras téc-
nicas oficiales del CAS como para la 
COPROFAM, que debe registrar con cla-
ridad las propuestas presentadas en cada 
ocasión y registrar también los avances 
logrados entre reunión y reunión, para 
aquilatar el sentido de su participación 
en este espacio, potencialmente muy im-

portante y gravitante, en la medida que 
los temas sean tratados con la necesaria 
atención política y rigurosidad técnica.

La inclusión de temas vinculados a 
la AFCI en los espacios de coordinación 
con el Sistema de Integración Centroa-
mericano (SICA), la Comunidad Andina 
de Naciones, la CELAC y la UNASUR, han 
permitido encarar dos tipos de acciones: 
a) aquellas de visibilidad política de la 
AFCI y b) acciones de cooperación sur- 
sur. Capacitación, fortalecimiento orga-
nizacional, intercambios de experiencias 
concretas y técnicas entre organizaciones 
de la AFCI, y también entre los equipos de 
gobierno, han sido apoyados por organis-
mos como FAO, IICA y FIDA.

Un ejemplo significativo de un mo-
mento histórico de avance de la AFCI en su 
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inserción en las políticas de integración re-
gional fue la elaboración del Plan de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional de la CE-
LAC, vigente aún hoy (Plan SANCELAC). 
Este Plan involucró además de la CELAC 
a la FAO y a la ALADI. Sin embargo, a este 
Plan le ha faltado concreción práctica, en 
materia de complementaciones comercia-
les concretas, para el abastecimiento de 
alimentos básicos entre países netamente 
exportadores y otros netamente importa-
dores dentro de la región. Se ha logrado 
un diagnóstico técnicamente consistente 
de cuáles son las trabas reales, formales y 
no formales, y cuáles las opciones vigen-
tes consagradas en acuerdos comerciales 
de diferente tipo que podrían facilitar una 
complementación alimentaria entre paí-
ses del Cono Sur o Centroamérica (expor-
tadores netos) y del Caribe (importadores 
netos). El Plan está vigente y podría ser 
una alternativa interesante para miles de 
AFCI del segmento de productores más 
capitalizados, pero en casi diez años no se 
ha pasado del enunciado político.

La COPROFAM debería en forma 
paralela mantener un diálogo político con 
sus organizaciones hermanas o similares, 
representativas de la AFCI de otras regio-
nes y de otros países, pero además con los 
organismos de cooperación internaciona-
les como la FAO, el IICA, el FIDA, el FRM 
y la UE, que le permitirían desarrollar ca-
pacidades técnicas importantes en estas 
áreas y que además son capaces de mo-

vilizar recursos financieros para facilitar 
este tipo de cooperación.

Otra dimensión son los espacios de 
diálogo de políticas públicas a nivel de los 
países. Secciones nacionales de la REAF, 
comités nacionales vinculados al AIAF y 
ahora al AIAF +10, Comités Consultivos 
creados por los gobiernos, Consejos Na-
cionales y/o Regionales, Mesas de Desa-
rrollo Locales, otros mecanismos de par-
ticipación vigentes, identificados en los 
siete países analizados.

Se verá más adelante que a partir del 
estado del arte encontrado en cada uno de 
los países y en la región, hay vacíos, nue-
vas necesidades, ajustes e inclusive nece-
sidad de revisar determinadas políticas y 
el funcionamiento de la institucionalidad 
pública, que podría beneficiar mucho me-
diante alianzas de tipo público-privadas 
y privadas-privadas, la implementación 
de políticas públicas para el desarrollo de 
los territorios rurales, haciendo parte de 
ellas a la AFCI, como un activo. Mantener 
espacios o plataformas de diálogo políti-
co activas y prestigiadas, es un requisito 
para facilitar esta tarea, así como lo fue 
a finales del siglo pasado. En gran medi-
da esta tarea sería de responsabilidad de 
la COPROFAM y sus afiliadas, que deben 
poner sobre la mesa del diálogo político 
una interpretación consistente, entre la 
realidad y sus propuestas de política pú-
blica. Este trabajo de compilación, como 
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los siete que le dan lugar para cada uno 
de los países, pretende servir de soporte 
para ello.

Por otra parte, una comprobación 
derivada de quince años de REAF, en di-
ferentes estados de vigencia, es que sin 
Secciones Nacionales fuertes, activas y di-
námicas, la plataforma regional de debili-
ta y diluye. Esto es válido para cualquier 
otra instancia regional.

La situación de fortaleza, valoración 
positiva ante las autoridades y dinámica, 
no es un asunto exclusivo de los recursos 
financieros para su funcionamiento, sino 

que a nuestro juicio, refiere a tres cues-
tiones centrales: i) que participen fun-
cionarios de los gobiernos con poder de 
decisión; ii) que los acuerdos alcanzados, 
por mínimos que ellos parezcan, se trans-
formen en decisiones de política que den 
credibilidad al mecanismo. A título de 
ejemplo sobre estas dos cuestiones cabe 
mencionar el funcionamiento de la REAF 
y el cumplimiento de estos dos elementos 
en el período 2004/2014, los ajustes que 
se operaron en materia de institucionali-
dad, normas y presupuesto que ocurrie-
ron en los cinco países que más partici-
paron en dicho período, a diferencia de lo 
sucedido entre 2015 y 2018.
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3.1.	 Comentarios generales  
que surgen de los trabajos

3.1.1.	Los adelantados hasta 2018

En casi todas las categorías de aná-
lisis que vamos a ver más adelante y en el 
período considerado, hay tres países que 
se despegan en cuanto a las característi-
cas, ordenamiento, vigencia y respaldo 
jurídico -institucional y de recursos, a las 
políticas públicas vigentes para la AFCI, 
e incluso en cuanto a su funcionamiento 
como «un sistema» relativamente articu-
lado de herramientas. Estos países son: 
Brasil, Chile y Uruguay.

3.1.2.	Heterogeneidad

En todos los casos, una de las difi-
cultades encontradas frente al análisis 
de la existencia, vigencia y aplicación de 
políticas diferenciadas para la AFCI es la 
heterogeneidad. Como ya hemos dicho, 
bajo esta definición o concepto político 
«sombrilla» de la AFCI convive una serie 
de tipologías muy variadas, según el país 
e incluso la región dentro de cada país y 
el grado de apertura e interés de cada go-
bierno para considerar estas situaciones.

Parece claro que en aquellos países 
que han logrado crear, en etapa de conso-
lidación, un modelo político-institucional 
especializado para el diseño y aplicación 

3. Compilación de los siete estudios nacionales

de políticas diferenciadas para la AFCI, 
han tomado la heterogeneidad como 
un dato de sus realidades y no como un 
problema. Para ello han debido generar 
instituciones especializadas, dentro de la 
institucionalidad sectorial agropecuaria, 
y definir instrumentos de política y re-
cursos asignados, con una focalización 
mucho más precisa, tomando en cuenta 
dicha heterogeneidad. La aplicación de 
la política desde lo territorial, parece ser 
un mecanismo apropiado que han ensa-
yado con éxito Chile (a través de las di-
recciones regionales del INDAP), Brasil 
(a partir de la Secretaría de Desarrollo 
Territorial del MDA), y en alguna me-
dida Uruguay, a través de las acciones 
descentralizadas —en este caso— de la 
Dirección General de Desarrollo Rural y 
las Mesas de Desarrollo Rural.

Del mismo modo las organizacio-
nes gremiales representativas de la AFCI 
evolucionan en su estrategia de diálogo 
con los respectivos gobiernos, no solo a 
mostrando una plataforma de reivindi-
caciones y propuestas en el plano más 
general y nacional, sino detallando esta 
y reflejando así demandas, necesidades, 
propuestas y realidades de diversos sub-
sectores o tipologías de la AFCI, ligadas 
mayoritariamente a situaciones locales o 
regionales. Esta forma de encarar el diá-
logo político desde la diversidad de situa-
ciones enriquece las soluciones políticas, 
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y la sintonía fina de los instrumentos al 
momento de su aplicación. No obstante 
hay que reiterar que, aún en estos casos, 
la articulación de esfuerzos, instrumentos 
y recursos entre las diversas instituciones 
del Estado dista de ser la mejor posible en 
la generalidad de los países. Los casos don-
de sí ocurre son la excepción y no la regla.

Un dificultad que se presenta en to-
dos los casos y que las organizaciones de 
la AFCI conocen perfectamente bien, y se 
refleja en sus opiniones en cada uno de los 
siete trabajos, es que si bien la estrategia 
de la descentralización y desconcentración 
en la aplicación de las políticas públicas 
en su beneficio es la correcta, para mane-
jar la heterogeneidad del sector, también 
es una realidad que el nivel terciario del 
Estado (municipios, alcaldías, goberna-
ciones) es el más débil, el que cuenta con 
menores recursos humanos en cantidad y 
calidad, y que básicamente depende de los 
recursos financieros transferidos desde el 
Estado central. Este nivel terciario en la 
organización del Estado dispone de las 
administraciones menos eficaces, cuenta 
con menos equipamiento de distinto tipo, 
y en muchos casos, presenta mayores pro-
blemas de desvíos y corrupción.

No obstante frente a la quimera de 
pretender abordar diversidad y heteroge-
neidad de población y ecosistemas desde 
la centralidad de los Estados nacionales, la 
aplicación de un modelo que defina en pri-
mera instancia estrategias nacionales, lue-
go políticas públicas sectoriales y diferen-
ciadas en consecuencia y, en tercer lugar, 
explore y aplique los mecanismos apropia-

dos para descentralizar los recursos, para 
una aplicación desconcentrada y articulada 
en los territorios, parece ser compatible con 
las demandas y necesidades de la AFCI.

3.1.3.	Definiciones jurídicas de AFCI en los 
siete países. Concepto y normativa9

Durante el período considerado por 
los siete estudios (2004-2017) un elemento 
ordenador del proceso de: i) visibilización 
de la AFCI, como un sector socioeconómi-
co singular: ii) el diseño y consolidación de 
políticas dirigidas a éste; iii) los diferentes 
grados y niveles de institucionalización; 
iv) la focalización en los diferentes tipos 
de destinatarios; v) su aplicación/imple-
mentación; vi) la asignación de recursos 
presupuestales fue llegar a una definición 
política de agricultura familiar. Primero 
en Brasil, luego en la REAF Mercosur y 
finalmente en los demás países (a excep-
ción de Chile, que ya la tenía resuelta en 
la ley de creación del INDAP). Luego fue, 
la creación en la mayor parte de ellos, del 
Registro de la Agricultura Familiar, cuya 
existencia debería ser un elemento positi-
vo para focalizar mejor las políticas y que 
estas fueran más eficaces.

La situación, no obstante, es dispar 
y se vincula con el grado de respaldo ju-
rídico-legal que estas definiciones tienen 
y que deberían ser un elemento para ase-
gurar la continuidad en el tiempo de las 
políticas, más allá de las rotaciones de 
partidos políticos en el poder del Estado, 
como es propio a las democracias.

9   Véase ANEXO II. Cuadro de definiciones de AFCI, normati-
va que la respalda y significación del sector en cada país.
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Cuadro 3. Definiciones de AFCI, vigente en los siete países analizados

País Definición Soporte jurídico y legal

Argentina Definición amplia e inclusiva. 
Establece 5 criterios a cumplir:
•  gestión a su cargo;
•  propiedad de los medios de producción;
•  mano de obra familiar y aportes 

complementarios de asalariados;
•  residencia en el campo o en la localidad

más próxima;
•  ingreso principal de la familia proveniente 

del establecimiento

Ley 27118 de Reparación 
Histórica de la Agricultura 
Familiar. Diciembre de 
2014

Brasil La ley define a la AF como: «al que practica actividades 
en el medio rural, atendiendo, simultáneamente, a los 
siguientes requisitos: silvicultores; acuicultores; 
extractivistas; pescadores; pueblos indígenas; integran-
tes de comunidades remanentes de quilombos rurales 
y demás pueblos y comunidades tradicionales…»

Ley 11326/2006, Ley de 
Agricultura Familiar, del 24 
de julio de 2006.

Bolivia «La agricultura familiar sustentable es aquella produc-
ción caracterizada por la relación del trabajo familiar y 
los recursos productivos disponibles como estrategia 
que diversifica la producción en armonía con la Madre 
Tierra, garantiza la soberanía alimentaria y promueve 
el desarrollo productivo integral sustentable».

Además, se le atribuyen nueve características:
•  La integración y participación de cada uno de los  

miembros de la familia en las etapas producción, 
transformación y comercialización con diferentes 
niveles de responsabilidad.

•  La contribución a la disponibilidad de alimentos 
para la nutrición y la alimentación sana de toda la 
población con soberanía alimentaria.

•  La utilización predominante de mano de obra de la 
propia familia en las actividades de la agricultura 
familiar y otras actividades diversificadas.

•  La práctica de principios de solidaridad y reciprocidad.
•  El ingreso económico familiar predominantemente 

originado de la propia actividad familiar.
•  La toma de decisiones y dirección de la actividad 

productiva a cargo de la familia.
•  El énfasis en la diversificación productiva y la 

sustentabilidad de los sistemas de vida y los 
componentes de la Madre Tierra.

•  La alta valoración y respeto por las prácticas y 
costumbres productivas culturales propias, solida-
rias y recíprocas.

•  Ser una alternativa a los sistemas convencionales de 
producción.

Ley n.º 338 de OECAS y 
OECOM para la integra-
ción de la agricultura 
familiar sustentable y la 
soberanía alimentaria. 26 
de enero de 2013.

Chile Pequeño productor agrícola: Explota una superficie no 
superior a 12 hectáreas de riego básico (hectárea de 
riego básico es la productividad de una hectárea de 
riego del valle del río Maipo.

Ley n.º 338 de OECAS y 
OECOM para la integra-
ción de la agricultura 
familiar sustentable y la 
soberanía alimentaria. 26 
de enero de 2013.
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Paraguay La AFC se define como aquella que aplica el recurso 
básico de mano de obra aportado el grupo familiar, 
siendo su producción básicamente de autoconsumo y 
parcialmente mercantil, completando los ingresos a 
partir de otras producciones de carácter artesanal o 
extrapredial.

La Ley de Restauración y Promoción de la Agricultura 
Familiar Campesina, de junio de 2018, aún sin 
reglamentar, precisa en algún punto la definición:

•  utiliza la fuerza de trabajo familiar para la producción;
•  el destino será básicamente de autoconsumo y 

parcialmente mercantil;
•  no contrata en el año un número mayor de 20 

jornaleros asalariados de manera temporal en 
épocas específicas del proceso productivo;

•  debe residir en la finca y/o en comunidades cercanas;
•  no utiliza, bajo condición alguna, sea en propiedad, 

arrendamiento u otra relación, más de 50 hectáreas 
(en la región Oriental) y 500 hectáreas (en la región 
Occidental) de tierras, independientemente del 
rubro productivo.

Ley de Restauración y 
Promoción de la Agricultura 
Familiar Campesina. Fue 
aprobada por el Senado en 
junio de 2018.

Chile Ley n.º 338 de OECAS y 
OECOM para la integra-
ción de la agricultura 
familiar sustentable y la 
soberanía alimentaria. 26 
de enero de 2013.

•  Sus activos no superan el equivalente a 3.500 
unidades de fomento (UF al 31.12.2017 = $ 26.798,14)

•  Su ingreso proviene principalmente 
de la explotación agrícola.

•  Trabaja directamente la tierra, cualquier sea 
su régimen de tenencia.

Campesino: Persona que habita y trabaja habitualmen-
te en el campo. Sus ingresos provienen fundamental-
mente de la actividad silvoagropecuaria realizada en 
forma personal, cualquiera que sea la calidad jurídica 
en que la realice, siempre que sus condiciones económi-
cas no sean superiores a las de un pequeño productor 
agrícola, y por las personas que integran su familia.

Perú Ley n.º 338 de OECAS y 
OECOM para la integra-
ción de la agricultura 
familiar sustentable y la 
soberanía alimentaria. 26 
de enero de 2013.

«El modo de vida y de producción que practican 
hombres y mujeres de un mismo núcleo familiar en un 
territorio rural, en el que están a cargo de sistemas 
productivos diversificados, desarrollados dentro de la 
unidad productiva familiar, como son la producción 
agrícola, pecuaria, de manejo forestal, industrial rural, 
pesquera artesanal, acuícola y apícola, entre otros».
Desde el Ministerio de Agricultura, se optó por una 
clasificación considerando como principal, sino única 
variable, la relación con el mercado, y es esa clasifica-
ción la que ha servido de base para la definición de los 
objetivos de las políticas.

País Definición Soporte jurídico y legal
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Uruguay Productores familiares son personas físicas que, con o 
sin la ayuda de otros, gestionan directamente una 
explotación agropecuaria y/o realizan una actividad 
productiva agraria que no requiere el uso directo de la 
tierra. Esta persona, en conjunto con su familia, debe 
cumplir los siguientes requisitos en forma simultánea:
•  realizar la explotación con la contratación de, como 

máximo, dos asalariados no familiares permanentes 
o su equivalente en jornales zafrales no familiares 
(500 al año);

•  explotar en total hasta 500 há (CONEAT 100) bajo 
cualquier forma de tenencia;

•  residir en la explotación o a una distancia no mayor 
a 50 kilómetros.

•  Ingresos familiares nominales extraprediales sean 
inferiores o iguales a 14 BPC de promedio mensual. 
(base de prestaciones y contribuciones, valor 
aproximado USD 124, agosto de 2018)

Resolución ministerial 
(527/08) del 29 de julio de 
2008. Se define productor 
familiar y se resuelve que tal 
condición sea acreditada 
mediante una declaración 
jurada; se crea el Registro 
de Productores Familiares.

En los casos de Argentina, Bolivia, Pa-
raguay y Perú, la situación es la siguiente:

Argentina aprobó en diciembre de 
2014 la Ley 27.118 de «Reparación Histó-
rica de la Agricultura Familiar». A la fe-
cha, cuatro años más tarde, la ley no ha 
sido reglamentada ni dispone de recur-
sos específicos para ser aplicada. En todo 
caso, tanto a nivel del Gobierno nacional 
como de los gobiernos provinciales, han 
acudido más desde un punto de vista retó-
rico para definir criterios orientadores de 
acciones puntuales, frente a situaciones 

también puntales y aplicando recursos de 
diversas fuentes presupuestales.

Es un claro ejemplo de una defini-
ción jurídica clara, amplia y comprensiva, 
pero de escasa aplicabilidad práctica.

En los hechos, el montaje institucio-
nal generado en Argentina entre los años 
2004 y 2015 ha sido progresivamente de-
bilitado, ya sea por la no asignación de 
recursos presupuestales para el cumpli-
miento de sus funciones a las principales 
herramientas de inversión, la Secretaría de 
Agricultura Familiar y la ex-Unidad para el 
Cambio Rural (UCAR), hoy Dirección Ge-
neral de Programas y Proyectos Especiales 
y al mismo tiempo por la pérdida de je-
rarquías institucionales y políticas. La de-
construcción en el caso argentino es one-
rosa y genera incertidumbre y pérdida de 
capacidades de inversión en el Estado y de 
incidencia y diálogo entre funcionarios y la 
dirigencia de las organizaciones gremiales 
de productores familiares.
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Bolivia tiene una situación similar. 
Aprobó en enero de 2013, la Ley n.º 338 
de Organizaciones Económicas Campesi-
nas, Indígena Originarias (OECAS) y las 
Organizaciones Económicas Comunitarias 
para la Integración de la Agricultura Fami-
liar Sustentable y la Seguridad Alimentaria 
(OECOM), para la integración de la agri-
cultura familiar sustentable y la soberanía 
alimentaria (26 de enero de 2013).

Más de cinco años después, la ley 
tampoco está reglamentada ni cuenta con 
recursos propios.

Para la atención a sus postulados po-
lítico-programáticos, el Estado Plurinacio-
nal de Bolivia acude al presupuesto públi-
co votado para el Ministerio de Desarrollo 
Rural y Tierras (MDRyT) y recursos de una 
amplia gama y profusión de programas y 
proyectos, ejecutados desde este ministe-
rio e institutos vinculados a él. Muchos o la 
mayoría de ellos, a través del viceministerio 
de Desarrollo Rural y la Dirección General 
de Producción Agropecuaria y Soberanía 
Alimentaria. A diferencia de Argentina, en 
el caso de Bolivia la asignación presupues-
tal ejecutada bajo el MDRyT es de una cifra 
importante: USD 218.000 millones.

Paraguay presenta una situación 
particular, pues hasta el año pasado (2018) 
no contaba con una ley que definiera con 
claridad a la AFCI e instrumentos para ac-
tuar en su promoción y estímulo. Hasta el 
año 2018 varias leyes y decretos regulaban 
la AFC, entre ellos el decreto n.° 11.464/07 
del 21 de diciembre de 2007, mediante el 
cual se crea e implementa el Registro de 
la Agricultura Familiar y por resolución 
MAG n.° 616/07 se crea el Departamen-
to de Registro de la Agricultura Familiar, 
en la Dirección de Censos y Estadísticas 
Agropecuarias - DCEA, del MAG.

La Ley N° 2419/04, crea el Institu-
to Nacional de Desarrollo Rural y de la 
Tierra – INDERT y define el concepto de 
agricultura familiar en su artículo 6. Este 
instituto tiene, dentro de sus atributos y 
funciones, sus propias formas de inter-
pretar y atender a la AFCI, que hace parte 
de sus colonias y asentamientos. Lo mis-
mo ocurre con el Crédito Agrícola de Ha-
bilitación (CAH), que financia un porcen-
taje superior al 10 % de los agricultores 
familiares y campesinos registrados en 
Paraguay. Ambas instituciones vincula-
das al Ministerio de Agricultura (MAG) y 
al Viceministerio de Agricultura, que ope-



43

ra en los hechos como Viceministerio de 
la AFC, ya que el grueso de sus acciones y 
recursos se orientan a este sector de gran 
incidencia en el Paraguay.

El Congreso Paraguayo aprobó por 
fin, en junio de 2018 la Ley de Restaura-
ción y Promoción de la Agricultura Fami-
liar, la cual no está reglamentada ni tam-
poco tiene asignado presupuesto propio 
y acudirá oportunamente, para su imple-
mentación a las leyes presupuestales, en 
los incisos correspondientes al MAG.

Perú, en el año 2015, aprueba y 
promulga la Ley de Desarrollo y Promo-
ción de la Agricultura familiar, la cual sí 
ya ha sido reglamentada. Hay otros dos 
decretos supremos de 2013 y 2015 respec-
tivamente que toman en cuenta a la AFCI 
y que son: i) el referido a la Estrategia Na-
cional de Agricultura familiar, 2015-2021 
(ENAF) y el Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional, 2015 - 2021. 
Estos instrumentos jurídicos se aplican, 
en medio de cambios políticos en la con-
ducción del gobierno y de estrategias ge-
nerales de desarrollo agrícola del país, 
que son concebidas con orientaciones y 
prioridades diferentes a las de la AFCI.

Los modelos que se han sucedido a 
partir de la alternancia de diferentes parti-
dos políticos, al frente de sucesivos gobier-
nos, en especial desde 2016, se orientan 
principalmente a promover la competiti-
vidad agrícola exportadora, considerando 
la contribución del sector agrícola al PBI 
nacional. Esto a pesar de disponer de defi-
niciones políticas vigentes —que no se han 
desmentido formalmente— y de disponer 
de las herramientas jurídicas.

Los instrumentos jurídicos mencio-
nados no disponen de recursos financieros 
exclusivos, o sea, votados específicamente, 
sino que en caso de ser aplicados deben 
referirse a las funciones y potestades del 
Ministerio de Agricultura y de su presu-
puesto anual. Luego estos recursos dis-
ponibles son aplicados por instituciones 
descentralizadas del Estado, a nivel de las 
diferentes regiones y localidades. El marco 
jurídico mencionado no ha impedido, en 
el caso peruano, que sucesivos gobiernos, 
hayan oscilado bastante y frecuentemente, 
en cuanto al reconocimiento y a la impor-
tancia relativa asignada a la AFCI.

En el caso de Uruguay, si bien no 
hay una ley específica para la definición 
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de AF, que es el término usado en el país 
para definir conceptualmente al sector, 
la resolución ministerial que crea el Re-
gistro de la AF la define con precisión. 
Las políticas y servicios del Ministerio de 
Ganadería Agricultura y Pesca (MGAP), 
se canalizan a través de la Dirección Ge-
neral de Desarrollo Rural (DGDR) hacia 
aquellos productores que, por medio de 
una declaración jurada (con efecto legal), 
se registran, comprobando los extremos 
requeridos por la definición.

Un socio institucional de primera 
importancia y totalmente alineado a la 
visión política de diferenciar políticas, 
herramientas y acciones, para atender 
las necesidades de progreso de la AF es 
el Instituto Nacional de Colonización 
(INC), que administra colonias donde es 
posible encarar un desarrollo territorial 
compartido por los vecinos, servicios co-
munes e incluso formas de producción 
colectiva que han sido priorizadas por la 
administración.

En cuanto a la aplicación de las po-
líticas, la DGDR del MGAP tiene ciertas 
capacidades de articular herramientas de 
intervención en los territorios y recursos 
presupuestales de otras instituciones del 
Estado, a partir de las Mesas de Desarro-
llo Rural, locales.

En los casos de Brasil y Chile, el tra-
tamiento diferenciado a la AFCI —aunque 
en sentido estricto no se mencionara así 
en Chile—,es de larga data.

Chile. En la Ley Orgánica de crea-
ción del Instituto Nacional de Desarrollo 
Agropecuario (INDAP - 1990), depen-
diente del Ministerio de Agricultura y 
Ganadería (MAG) define: pequeño pro-
ductor agrícola por un lado y campesino 
por otro, pero trata a ambas categorías de 
productores desde las herramientas espe-
cializadas y desde el presupuesto público 
aprobado para el INDAP.

Más allá de matices propios de la ro-
tación de partidos políticos en el poder, 
Chile ha mantenido herramientas poten-
tes y dotaciones presupuestales significa-
tivas para atender este sector, tal como se 
consigna en el estudio correspondiente. 
Chile, por otra parte, es el país de la región 
y de los siete estudiados con mayor índice 
de apertura económica y comercial y ma-
yor número de tratados de libre comercio, 
firmados con diversas naciones y bloques 
comerciales en el mundo. Esto no ha obs-
tado para que el Estado chileno haya man-
tenido políticas de atención diferenciada a 
la AFCI, preparándola para las consecuen-
cias de tal apertura. Preparación tanto en 
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materia defensiva, procurando asistir en 
la reconversión productiva, allí cuando 
necesaria, y también preparando a los 
productores familiares para la competen-
cia en su propio mercado y en el exterior.

Lo anterior ha ocurrido especial-
mente a través del INDAP (con múltiples 
programas y proyectos de aplicación na-
cional y local en regiones y municipios), 
pero también a través de otras institucio-
nes del Estado como el Servicio Agrícola 
y Ganadero (SAG) del MAG. En Chile el 
SAG es un celoso custodio y responsable 
del estatus sanitario y fitosanitaro de un 
país abierto al mundo, y que basa su es-
trategia de crecimiento y desarrollo en 
la más amplia inserción en los mercados 
internacionales, con su oferta de produc-
tos agropecuarios, forestales y pesqueros, 
diversificada. El SAG atiende específica-
mente las necesidades de la AFCI en este 
aspecto tan estratégico y sensible.

También instituciones como la Cor-
poración de Fomento a la Producción 
(CORFO), o el Servicio de Cooperación 
Técnica (SERCOTEC), ambos del Ministe-
rio de Economía; el Fondo de Solidaridad 
e Inversión Social (FOSIS), del Ministerio 
de Desarrollo Social. Todo permite que, 
en términos generales, el sistema de in-
centivos, apoyos y estímulo a la AFC opere 
efectivamente como un sistema y alineado 
a las grandes definiciones generales de de-
sarrollo económico y social del país.

Este país tiene un modelo de desa-
rrollo sostenido en el tiempo y la AFCI se 

inserta en él. La problemática indígena es 
—como en el caso de Paraguay— atendida 
especialmente por la Corporación de De-
sarrollo Indígena (CONADI), del Ministe-
rio de Desarrollo Social, con una serie de 
instrumentos de inclusión productiva que 
se articulan razonablemente bien con los 
aplicados por el MAG / INDAP.

Brasil ha sido el país modélico, des-
de 2004 en adelante, para la región. Para 
ello se ha apoyado en una activa política 
exterior que ha sabido utilizar todas las he-
rramientas diplomáticas —especialmente 
la cooperación técnica— del llamado soft 
power en política exterior. Estribando en 
la REAF Mercosur, como la plataforma 
institucionalizada para el diálogo políti-
co y la cooperación sur-sur, ha liderado, 
a satisfacción de los demás países socios 
del bloque, el desarrollo de un modelo de 
políticas diferenciadas para la AFCI.

El modelo brasileño se construye 
desde la participación social y el diálogo 
político, a partir de espacios público-priva-
dos, donde el Estado abre la participación a 
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delegados sociales, a representantes de los 
Gobernadores de los diferentes Estados de 
la Unión, como es el caso del Consejo Na-
cional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional (CONSEA). Allí las organizaciones 
sociales de la AFCI negocian y proponen 
al gobierno diversas medidas, estrategias, 
enfoques, políticas e instrumentos de res-
paldo y promoción de la AFCI, a los dife-
rentes niveles del Estado y para sus diver-
sas instituciones vinculadas. Las políticas 
públicas se construyen potencialmente de 
abajo hacia arriba, atendiendo los puntos 
de vista de todos los actores involucrados.

La trayectoria de lucha sostenida, 
movilización y negociación de las organi-
zaciones gremiales y sociales de la AFCI 
en Brasil, así como el involucramiento de 
la «Academia», le permitió al país una 
acumulación muy relevante en materia de 
las políticas diferenciadas para la AFCI, 
que viene de antes incluso del año 2004, 
pero que alcanza su «apogeo» durante los 
dos primeros gobiernos del Partido de 
los Trabajadores, momento además en el 
cual se proyectan regionalmente primero 
e internacionalmente después.

Lo cierto que Brasil con sus 4.3 mi-
llones de familias agricultoras, que repre-
sentan el 84 % de las unidades productivas 
del país, viene haciendo una acumulación 
política e institucional importante en ma-
teria de AFCI, desde 1996 con la creación 
del PRONAF, surgido del «Grito da Te-
rra» del año anterior (1995) y protagoni-
zado por las principales organizaciones 
gremiales de la AFCI, liderado desde la 
Confederación Nacional de Trabajadores 
de la Agricultura (CONTAG).

Con la creación del Ministerio de De-
sarrollo Agrario (MDA) en noviembre de 
1999, se articularon y profundizaron las 
políticas y los instrumentos, desde un en-
foque mucho más sistémico de la atención 
a los problemas de la AFCI. Se profundi-
zaron herramientas tales como el acceso 
al crédito, los planes zafra, la asistencia 
técnica y la extensión rural, los programas 
de garantía de precios. Del mismo modo, 
desde el Instituto nacional de Coloniza-
ción y Reforma Agraria (INCRA) se reac-
tiva el proceso de Reforma Agraria y otros 
mecanismos de acceso a la tierra, como el 
programa para la adquisición de tierras y 
el crédito fundiario.

Otro mojón importante en este pro-
ceso fue la aprobación en 2006 de la ley 
11.326. Y la creación de los registros y el 
DAP, el documento que certifica la ap-
titud para ser productor asistido por el 
PRONAF y la categoría o tipo a la que per-
tenece, que permite focalizar, las herra-
mientas y los recursos.10

La citada ley adopta una definición 
de la AFCI amplia e inclusiva. La ley defi-
ne al agricultor familiar como quien

[…] practica actividades en 
el medio rural, atendiendo, simul-
táneamente, a los siguientes requi-
sitos: silvicultores; acuicultores; 
extractivistas; pescadores; pueblos 
indígenas; integrantes de comuni-
dades remanentes de quilombos ru-
rales y demás pueblos y comunida-
des tradicionales…

10  Véase Políticas públicas diferenciadas para la AFCI en sie-
te países de ALC. O caso Brasil.
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Los más de 20 años de acumulación 
en las políticas de inversión en la AFCI per-
mitieron incluso que esta se enriqueciera 
con políticas transversales como la visión 
de equidad de género, la agroecología, la 
atención a la problemática de pueblos ori-
ginarios o comunidades rurales de origen 
étnico y la búsqueda de una administración 
ordenada y armónica del territorio, en un 
país con miles de situaciones críticas, deri-
vadas del manejo de ecosistemas frágiles.

Con las reformas institucionales que 
está realizando el gobierno del Brasil asu-
mido el 1 de enero de 2019, hoy día en Bra-
sil hay tres ministerios vinculados a la cues-
tión agraria: el Ministerio de Agropecuaria 
y Abastecimiento (MAPA), el Ministerio 
de Desarrollo Social (MDS), el Ministerio 
de Medio Ambiente (MMA). Las funciones 
que otrora cumpliera el MDA y sus secre-
tarías han sido repartidas y básicamente la 
Secretaría Especial de Agricultura Familiar 
y Desarrollo Agrario, que reunió la mayo-
ría de las áreas, tiene la responsabilidad de 
aplicación de las políticas principales. Esta 
Secretaría o sus funciones han pasado, des-
de la asunción del nuevo gobierno, a ser una 
parte del mapa. Por otra parte los recursos 
presupuestales asignados han tenido entre 
2015 y 2018 una caída constante. El modelo 
institucional, proyectado a la región duran-
te quince años, parece estar siendo cuestio-
nado por las nuevas autoridades nacionales.

3.2.	 Los modelos de  
agricultura vigentes

Los siete estudios ratifican que en 
los territorios rurales de la región convi-
ven dos modelos de organización socioe-

conómica y comercial de la producción 
agrícola, tomada en sentido amplio.

a.	 El agronegocio, la agricultura co-
mercial o agricultura patronal, se-
gún las diversas denominaciones 
que en forma indistinta e imper-
fecta11 se le da al modelo. Implica la 
organización de la producción agrí-
cola, basando su competitividad en 
la concentración económica y de la 
renta. Producción a grandes escalas 
mediante el uso de grandes super-
ficies de tierra, en propiedad, pero 
mayoritariamente bajo diversas for-
mas de arrendamiento, la inversión 
capital y fuertemente insertada en 
los mercados financieros y tecno-
lógicos. Un modelo en general alta-
mente integrado en cadenas de valor 
internacionalizadas, donde nues-
tros países son básicamente expor-
tadores de commodities, con distin-
to grado de agregado de valor que 
ha ido evolucionando de acuerdo a 
los requerimientos de os mercados, 
a las demandas de los consumido-
res y a las tecnologías emergentes 
del proceso de globalización mun-
dial. Hoy hay más valor agregado 

11  No es el cometido de este trabajo profundizar en el análi-
sis y la caracterización de este modelo de organización de la 
producción agrícola. Sin embargo, corresponde recomendar 
un trabajo en profundidad sobre este asunto, que permita un 
análisis más certero, objetivo y técnico, y una interpretación 
política de las consecuencias de la interacción en los territo-
rios rurales de ambos modelos. Las tensiones que entre ellos 
se generan en el momento de la definición de políticas públi-
cas y asignación de recursos públicos de inversión o desde la 
gobernanza de los mercados. Las organizaciones gremiales de 
la AFCI podrían buscar un apoyo técnico y académico para 
profundizar más en el conocimiento de las características e 
implicancias políticas, económicas y de mercado del agrone-
gocio, en especial a la luz de las innovaciones tecnológicas que 
se están generando en estos años y que modifican la relación 
histórica entre los sectores de la economía y las relaciones 
económicas, sociales y laborales que se da entre ellos y que 
impactarán también en la AFCI. 
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en los productos exportados que 
hace cuatro décadas y parecería ha-
ber más espacio, dependiendo, en-
tre otras cosas de la gobernanza de 
las cadenas y de la injerencia que en 
ellas tengan los agentes económicos 
nacionales.

b.	 La agricultura familiar (AF), o como 
la denomina la COPROFAM y es el 
concepto utilizado en este trabajo, 
la AFCI.

No obstante, los trabajos también 
señalan con claridad que, asumiendo la 
pertinencia de esta caracterización de los 
productores agrícolas, que no hace otra 
cosa que reflejar la realidad de lo que ocu-
rre en el medio rural de los siete países, 
hay uno de los modelos consolidado como 
dominante.

El modelo agroexportador, que ocu-
pa una mayor cantidad de hectáreas en to-
dos los países, en relación al uso del suelo, 
es el consolidado y dominante en cuanto a 
lo económico y comercial, y en la atención 
política que se le presta por parte de los 
gobernantes y desde la opinión pública, 
en los siete países.

La AFCI, que integra mucha más 
población y aporta un porcentaje muy su-
perior de componentes alimentarios a la 
canasta básica de cada uno de los países 
(entre el 60 y 70 %), ha estado histórica-
mente relegada a un plano secundario, en 
cuanto a la consideración política y pú-
blica, y en las eventuales relaciones pro-
ductivas y comerciales, subordinado a los 
intereses el sector más consolidado y po-
deroso económicamente.

El modelo agroexportador está só-
lidamente instalado y en expansión en 
todos ellos. El modelo de agricultura co-
mercial-agroexportador está respaldado 
por una institucionalidad agropecuaria 
histórica, pública y privada que, aunque 
con variaciones y evoluciones varias, ha 
permanecido a lo largo de dos siglos en 
todos los países. Hay un marco jurídico 
normativo permanente para regular y 
promover este sector. Gran impulso para 
ello fue la revolución verde y sus pos-
tulados en la década de los 50 del siglo 
pasado y las necesidades de respuestas 
a la visión malthusiana de la evolución 
del mundo. Sus modelos o sistemas de 
producción y el comportamiento de los 
mercados ha llevado a mantener siempre 
vigente un amplio conjunto de políticas 
de inversión pública, consistentes y sos-
tenidas a lo largo del tiempo, en apoyo 
a la agricultura de escala, con grandes 
inversiones de capital y tecnología, utili-
zando grandes extensiones de tierra para 
generar volumen y grandes ofertas de 
alimentos, para los patrones de consumo 
occidentales y europeos.

Este es un modelo competitivo con el 
cual los países del Mercosur, que en con-
junto representan casi la tercera parte de 
las exportaciones mundiales, se insertan 
en el mercado global de alimentos. Los 
siete países estudiados forman parte de 
una región netamente exportadora. Pro-
duce muchos más alimentos y productos 
agroforestales que lo que es capaz de con-
sumir. Son estos productos los que inciden 
en la balanza comercial de los países y en 
la generación de divisas e ingresos fiscales, 
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tanto en el proceso de producción como de 
industrialización y comercialización.

La mayor parte de los rubros/pro-
ductos producidos por el modelo agroex-
portador comercial son commodities y 
hacen parte de cadenas de valor inter-
nacionales. En casos como los oleagino-
sos, la celulosa, los jugos de fruta, fruta 
fresca, la carne vacuna, ovina, la carne 
aviar, porcina, los lácteos, el azúcar, el 
café, las empresas agrícolas comerciales 
hacen parte de la cadena de valor nacio-
nal, industrializando y agregando valor 
a varios productos que se exportan. En 
alguno de los casos el valor agregado es 
casi nulo, en otros es bastante mayor, 
como en el caso de la cadena del café, de 
las futas, de la uva y el vino, los lácteos, 
a pesar que sus productos se siguen tran-
zando en los mercados de commodities, 
en su mayoría.

A partir del análisis contextual que 
se realiza en los siete estudios, puede 
sacarse una conclusión similar para to-
dos, aunque —una vez más— con diverso 
grado de intensidad según los países. La 
competitividad es tan necesaria para el 
modelo agroexportador como para la 
AFCI, más allá de hacia dónde orienten la 
mayor cantidad de sus productos las uni-
dades productivas. Los mercados interna-
cionales o los diversos mercados locales. 
Al mismo tiempo la competitividad es un 
fenómeno complejo que depende mucho 
más, al menos en nuestros países, de de-
cisiones de política pública, que las que se 
pueden tomar a la interna de una unidad 
productiva familiar.

El comportamiento general de la 
economía configura el contexto en el cual 
se tranzan en los diferentes mercados los 
productos, los insumos, los bienes y los 
servicios, sean estos últimos públicos y/o 
privados. Por tanto hay una competitividad 
sistémica de los territorios, en el cual se des-
empeñan las unidades productivas familia-
res. Estas pueden aumentar su producción, 
su productividad, maximizar el uso de los 
suelos y su fuerza de trabajo, diversificar 
la producción de las fincas, hacer ahorros 
mediante el uso de tecnologías apropiadas, 
pero si la economía en general del país, y en 
particular de las regiones o territorios, no 
acompaña y está desequilibrada, y las in-
versiones necesarias son reducidas, es im-
posible para las unidades familiares tener 
un desempeño eficaz y eficiente.

Sin caminos rurales, sin servicios 
fiables de electrificación rural y de tele-
comunicaciones, sin servicios eficaces de 
asistencia técnica y extensión rural, sin 
una red de servicios financieros o con cos-
tos altos de los mismos, las capacidades 
de la AFCI se disminuyen.

No ocurre en la misma medida con el 
modelo agroexportador, pues el tamaño de 
sus empresas, la escala económica y pro-
ductiva y el hecho de integrar conglome-
rados y/o cadenas más articuladas y con 
sistemas de gobernanza claros, les permite 
una movilidad y flexibilidad en sus nego-
cios, superando mejor las ineficiencias te-
rritoriales y/o la falta de servicios.

Entender la vigencia y convivencia 
de dos modelos de organización de la pro-
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ducción agrícola y las razones que susten-
tan esta realidad permitirá generar mejo-
res estrategias para validar la vigencia de 
la AFCI como uno de estos modelos —el 
que más gente ocupa— y el que mayores 
externalidades genera, lo cual permite 
validar también la pertinencia de los es-
pacios institucionales especializados en la 
atención y generación de las políticas pú-
blicas diferenciadas para la AFCI.

La evidencia recogida indica que la 
citada convivencia de ambos modelos no 
está libre de tensiones. Tensiones deriva-
das de la subordinación económica y po-
lítica, derivada de la competencia por los 
factores de producción, primordialmente 
la tierra, pero también el agua o la explo-
tación de bosques naturales, o los avances 
sobre la frontera agrícola y ecosistemas 
frágiles, que en general son áreas ocu-
padas por agricultores familiares. Com-
prender mejor las características de cada 
modelo, reconocer la inconveniencia de la 
subordinación de uno al otro y en cambio 
reconocer la conveniencia que, a través de 
las políticas públicas se puedan crear am-
bientes favorables a la complementación, 
permitiría reducir tensiones y conflictos 
en los territorios.

Para ello el Estado debería actuar 
equiparando el acceso a los factores de 
producción, los servicios, los insumos, la 
capacidad negociadora. En la medida en 
que el Estado juegue un rol activo, parita-
rio entre los actores económicos de ambos 
modelos, especialmente cuando se vincu-
lan a través de una cadena de valor inclu-
siva, es posible mejorar la performance 

competitiva de ambos sectores y disponer 
así de una oferta internacional de mayor 
valor agregado y más diversificada. Tam-
bién atender mejor las necesidades de se-
guridad y soberanía alimentaria de las na-
ciones. Hay casos bastante significativos, 
como el de la lechería en Uruguay a través 
de la empresa cooperativa CONAPROLE.

Hay una realidad en el medio rural 
contemporáneo que se refleja en alguno 
de los estudios realizados, respecto a que 
la atención de las necesidades básicas de 
alimentación y de una dieta saludable 
para las familias rurales es una condición 
necesaria pero no suficiente para salir de 
la pobreza. También reducir las causas de 
la pobreza multicausal es necesario, pero 
no alcanza. Las políticas deben resolver 
problemas estructurales referidos a las ca-
pacidades de las personas y familias como 
ciudadanos del campo. Sus capacidades 
para aprovechar oportunidades y para 
poner en práctica sus estrategias de vida 
para superar la pobreza. Superar también 
la pobreza monetaria, y para ello aprove-
char las oportunidades que se les presen-
tan y protegerse de las amenazas. Salir de 
la pobreza monetaria implica disponer, 
por parte de las familias rurales, trabaja-
dores y/o productores familiares, de in-
gresos genuinos. Estos provienen de las 
políticas sociales y las transferencias mo-
netarias para algún sector. También pro-
vienen de los aumentos de la producción 
y la productividad, y de su mejor inserción 
en cadenas de valor en los mercados. Esta 
mejor inserción no siempre se da espontá-
neamente, más bien debe ser estimulada y 
facilitada desde las políticas de inclusión 
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productiva. En otros casos, los mayores 
ingresos y las oportunidades derivan de 
participar en mercados laborales mejor 
regulados y más equilibrados, donde la 
venta de la fuerza de trabajo, por parte de 
varios o algunos miembros de la familia 
rural, complementa los ingresos y genera 
la liquidez necesaria en las fincas rurales. 
Una vez más los casos de Brasil, Chile y 
Uruguay, y en alguna medida Argentina, 
muestran avances en este sentido.

La aparición de nuevas oportunida-
des tecnológicas para prestar servicios a 
la producción agrícola familiar y del coo-
perativismo de servicios genera nuevas 
funciones demandadas por los agriculto-
res y sus organizaciones socioeconómicas. 
También abre nuevas opciones laborales y 
de ingresos, especialmente para las nuevas 
generaciones de jóvenes rurales (menores 
a 30 años). Esta nueva realidad referida a 
las nuevas tecnologías y a los servicios a 

la producción, fuera de las fincas, hay que 
conocerla, entenderla y aplicarla a favor de 
los jóvenes rurales de la AFCI.

En lo concreto, para vivir hoy en el 
medio rural, trasladarse y comunicarse, 
ejercer los derechos ciudadanos, comprar 
bienes y servicios e interconectarse con el 
medio, las familias rurales deben dispo-
ner de ingresos y liquidez monetaria. De 
alguna forma u otra esta nueva realidad 
llega a la familia rural y genera nuevas 
formas de ordenamiento del trabajo fami-
liar, en las fincas, en los emprendimientos 
asociativos y en la gobernanza de los mer-
cados en donde interactúa la AFCI.

Haciendo una interpretación y aná-
lisis de la situación presentada en los sie-
te estudios, parecería claro que un camino 
virtuoso para la actividad gremial de es-
tos días sería lograr que en los gobiernos 
haya claridad en cuanto a comprender la 
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diversidad de condiciones y característi-
cas para la producción de ambos modelos, 
y actuar en consecuencia. No pretender 
tratar a desiguales como iguales, ya que 
con esta receta solo se ahondan las dife-
rencias, la subordinación y la exclusión.

La AFCI tiene herramientas, y en 
alguna medida los siete estudios hacen 
referencia a estas. Refieren políticas y ex-
periencias vinculadas al asociativismo y a 
las empresas cooperativas (empresas de 
economía social). En estas, la titularidad 
es de un conjunto más o menos grande de 
agricultores familiares y productores me-
dianos. La renta de la empresa se distri-
buye de formas más diversas que en una 
empresa capitalista. Mejores precios de 
los productos, menores costos de transac-
ción comercial y de los servicios presta-
dos, sumatoria de oferta y demanda para 
mejorar la capacidad negociadora en los 
mercados. Aumento de la capacidad de 

asociación e integración de cadenas, des-
de que la cooperativa de AFCI puede asu-
mir parte de las funciones de producción 
y comerciales.

Desde las experiencias asociativas y 
las empresas cooperativas puede encarar-
se el agregado de valor local a los produc-
tos y permitir a sus asociados apropiarse 
de la renta correspondiente a esa etapa 
del proceso. Los ejemplos son muchos y 
variados. Las realidades también. No en 
todos los países el sistema cooperativo 
o asociativo se expresa con la misma ca-
pacidad, eficacia y eficiencia. En muchos 
casos es exitoso en sus operaciones, pero 
también hay fracasos notorios, que obli-
gan a ser exigentes con el modelo de ges-
tión y de dirección político-empresarial.

Las empresas capitalistas constru-
yen capacidad de competencia a partir de 
la concentración de capital, las inversio-
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nes y el tamaño económico. Las empresas 
de economía social y las cooperativas lo 
hacen a través de la sumatoria de volunta-
des, de unidades productivas familiares, 
de capacidades productivas y de compro-
miso. Tienen la potencialidad de transfor-
marse en núcleos poderosos de partici-
pación en los mercados. Ejemplos de ello 
hay en Uruguay, Chile, Brasil, Argentina. 
No obstante, para asegurar buenos servi-
cios, competitividad y mayores ingresos a 
la AFCI, las empresas cooperativas deben 
combinar: a) conducción empresarial de-
mocrática, participativa y la transparen-
cia en las cuentas de la empresa y en los 
negocios y b) buenos negocios, mejores 
condiciones de negociación, mejores pre-
cios en un horizonte temporal razonable, 
servicios eficaces y menores costos de 
transacción en general.

En ese caso y si se dan estos extre-
mos, ciertas experiencias en nuestros paí-
ses señalan a este modelo de integración 
productiva y comercial como idóneo para 
que la AFCI pueda dar respuestas a la in-
ternacionalización de las cadenas de valor 
y a la liberalización del comercio que está 
detrás de los acuerdos de libre comercio y 
que afecta tanto el comportamiento de los 
mercados domésticos y ponen en riesgo a 
la AFCI en ciertos rubros.

Para ello la AFCI requiere incorpo-
rar —al menos eso parece indicar la lec-
tura de los siete estudios— actividades de 
formación, capacitación, fortalecimiento 
organizacional para mejorar la capaci-
dad dirigencial en el manejo empresarial 
cooperativo. Una vez más Brasil, Chile 

y Uruguay, tienen políticas activas para 
ello, instituciones que las aplican y herra-
mientas, y recursos disponibles.

Las potentes definiciones de la ley 
en Bolivia relativas a las OECA y OECOM 
no parecen luego traducirse en una mejo-
ra de la inserción de la producción agríco-
la familiar en los mercados, a pesar de que 
para ello han sido creadas.

El modelo asociativo-cooperativo es 
también usado en el caso de Brasil, Uru-
guay y Chile para otros tipos de funciones 
productivas, comerciales y económicas, 
como, por ejemplo, atender la demanda 
de alimentos generada en las propias lo-
calidades, mediante circuitos cortos, ven-
tas al Estado en los diferentes sistemas de 
compras públicas locales y nacionales. Es 
común y muy valorada por los producto-
res familiares de Uruguay la experiencia 
del Instituto Nacional de Colonización 
(reforma agraria), de campos de pastoreo 
y recría en común, producción de forrajes 
y producción de semillas en conjunto, lle-
vados a cabo por una cooperativa o mode-
lo similar de productores familiares.

En los siete países se repite un mo-
delo dicotómico de una agricultura co-
mercial orientada a las exportaciones, y 
una AFCI orientada hacia los mercados 
internos. A pesar que la AFCI produzca 
rubros exportables (cosa que ocurre regu-
larmente), tiende a orientarse al mercado 
local, porque tiene graves problemas de 
inserción comercial, que no han sido so-
lucionados aún ni por las políticas ni por 
las acciones de la propia AFCI. La apari-
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ción del cooperativismo de la AFCI y/o el 
asociativismo como herramienta de in-
serción es una prueba de ello.

Lo anterior no ocurre por una dis-
tribución natural de los roles la partición 
de Mercados, por modelo de producción, 
es consecuencia de que hay limitaciones 
importantes en la construcción de los ca-
nales comerciales propios y/o en las polí-
ticas que apoyen a la AFCI en la participa-
ción en otros canales comerciales.

Las políticas públicas de apoyo a la 
inserción de la AF a las cadenas de valor 
exportadoras, por lo general, han sido dé-
biles, inconsistentes, sin continuidad en el 
tiempo, parciales y subordinan al AFCI a 
los intereses de los eslabones superiores 
de la cadena, sin tomar en cuenta el dife-
rencial de puntos de partida.

En general y para finalizar este pun-
to, las políticas públicas han buscado que 
ambos modelos coexistan y de hecho así 
ocurre, aunque claramente uno es domi-
nante sobre el otro y la coexistencia está 
plagada de tensiones. El estudio de Perú 
plasma con claridad esta situación.

3.3.	 Las externalidades de la AFCI. 
El ejemplo de la PAC europea

Me permito en este punto, hacer una 
breve digresión —más allá de lo que aportan 
los siete estudios nacionales— y es sobre la 
casi nula atención que los gobiernos de ALC 
prestan a las externalidades más que positi-
vas que la AFCI genera para la economía en 
general de los países y especialmente para 
el desarrollo equilibrado de los territorios.

En este sentido tampoco las gremia-
les del sector han levantado esta bandera.

Seguramente la percepción de la 
competencia desleal en los mercados 
agrícolas de la Unión Europea (UE) y 
su Política Agrícola Comunitaria (PAC), 
nos ha llevado, durante cuatro décadas 
o más, a no mirar con atención este mo-
delo que ha evolucionado y que ya tiene 
varias reformas, adaptándose a los dife-
rentes momentos de la UE y a los dife-
rentes intereses de los países que la in-
tegran y en especial de los agricultores 
de estos países.

La PAC ha evolucionado desde la ga-
rantía a la seguridad y soberanía alimen-
taria de Europa de la posguerra y durante 
la casi totalidad de la segunda mitad del 
siglo pasado, lo cual llevó a excesivas acu-
mulaciones de excedentes. Esta realidad 
repetida por años, provocó el colapso del 
sistema por cansancio de los contribuyen-
tes a seguir solventando stocks de dife-
rentes productos, que luego eran mal ven-
didos en los mercados. Luego también la 
presión internacional contra el comercio 
y la competencia desleal que estas ope-
raciones generaban a países justamente 
como los de ALC. Nuestra región siempre 
pudo ofrecer al mercado internacional 
productos agropecuarios y especialmen-
te alimentos en condiciones de calidad y 
precio mejores, pero que no podían com-
petir contra la política de subsidios.

Luego, ya sobre finales de los no-
venta y principios de este siglo la PAC 
fue reformada y se orientó a asegurar te-
rritorios rurales equilibrados en la UE. 
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Agricultores que produjeran alimentos 
pero a la vez cuidasen del ambiente, evi-
taran la migración del campo a las ciuda-
des generando oportunidades de empleo 
e ingresos. Claro que estas definiciones 
han estado solventadas con importan-
tes recursos financieros. Los fondos de 
convergencia estructural para los territo-
rios, los recursos volcados a las unidades 
productivas familiares y cooperativas, el 
pago por servicios ambientales y la pre-
sencia en los territorios, y la liberaliza-
ción del comercio de sus productos son 
herramientas de una PAC moderna, que 
habría que mirar con atención.

Aún en las normas vigentes de la Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC) 
existe una notable cantidad de medidas 
de política pública de apoyo a la agricultu-
ra, y al abastecimiento de alimentos, que 
las gremiales de la AFCI podrían buscar 
canalizar hacia ella. Estas se refieren a los 
estímulos a la producción (medidas de la 
caja verde), que permiten aplicar fondos 
públicos presupuestales para infraestruc-
tura pública y aún privada. Consolidar los 
sistemas de almacenamiento comerciali-
zación y logística para C&T y ATER, para 
infraestructura de caminos y riego.

Muchas veces no hay claridad sobre 
esto y también los gobiernos aducen que 
los apoyos a la agricultura deben respetar 
las normas OMC, pero no se profundiza en 
qué es lo posible, no se pide asesoramien-
to, por ejemplo a la propia OMC. Esto en 
realidad lo que esconde, la mayoría de las 
veces, es un problema de caja interna de 
los Estados y la falta de voluntad en inver-
tir en estas herramientas.

3.4.	 Significación relativa  
de la AFCI

La AFCI es el sistema productivo 
que involucra a la mayor cantidad de po-
blación rural. Significa un estimado de 
8:300.000 unidades productivas familia-
res o sea algo más de 30:000.000 de per-
sonas en los siete países analizados. Como 
ya hemos visto, en general hay sectores de 
la AFCI que están integrados a cadenas de 
valor nacionales, para mercado interno o 
exportadoras, mediante diferentes siste-
mas y/o mecanismos de relacionamiento 
comercial, que son más o menos perma-
nentes y sostenidos en el tiempo (entre 
ellos el sistema de cultivos contratados, 
aunque no es el único). La permanencia 
en el tiempo de las relaciones comercia-
les permite al agricultor un manejo más 
sostenible y previsible de sus recursos y 
de la diversificación de su finca. Es el tipo 
de AFCI más capitalizado (según la tipo-
logía mencionada oportunamente), y en 
algunos casos y momentos, también el se-
gundo escalón, con menor grado de capi-
talización, vendedor de excedentes y con 
presencia esporádica en los mercados.

En los siete países estudiados la 
AFCI incluye a importantes y mayori-
tarias masas de población rural, no solo 
productores agrícolas, sino además traba-
jadores rurales. Por otra parte, los estu-
dios confirman la importancia de la AFCI 
en cuanto proveedora del 60 al 70 % de los 
alimentos básicos de una canasta nacio-
nal para al SAN.

De los trabajos se extrae la informa-
ción para presentar el cuadro a continua-
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ción, que muestra la significación de la AF 
en algunos rubros en particular y en de-
terminados países. Ejemplo de ello es: a) 
las aves, cerdos, ovinos y el ganado leche-

ro en el Uruguay; b) la mandioca, el sé-
samo y la caña de azúcar en el Paraguay; 
c) ovinos, caprinos, yerba mate, algodón, 
oleaginosos en Argentina.

Cuadro 4. Significación relativa de la AFCI en los siete países estudiados12

Cantidad de AF 
(explotaciones)

Área explotada

Argentina Brasil Bolivia Chile Paraguay Perú Uruguay Total

250.000 4.370.000 872.000 285.000 264.000 2.260.000 25.580 8.326.580

23.000.000 80.000.000 3.800.000 3.800.000 1.960.000 7.000.000 2.518.000 8.326.580

Hectáreas 
promedio 92 18 4 13 7 3 98 15

 % del VBP 
agropecuario 27 % 40 % 44 % 22 % 30 % 86 % 30 % 15

Aves 61 % 50 % 84 %

Cerdos 60 % 59 % 88 %

Ovinos/caprinos 83 % 42 % 66 %

Bovinos 30 % 47 % 58 %

Leche 58 % 55% 73 %

Cultivos 
grano/oleaginosos 30 % 41 %

Maíz 40 %40 %

Hortalizas 37 % 86 %59 %

Frutales 19 % 63 %56 %

Banana/piña 95 %

Yerba Mate 70 %

Algodón 57 %

Café 38 %

Mandioca 94 %

Caña de azúcar 53 %

Sesámo 89 %

Importancia 
x rubro ( %) Sin datos Sin datos

12  La información para la construcción de este cuadro se tomó de los siete estudios nacionales.
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Organizaciones como la FAO y el 
IICA han producido en esto últimos quin-
ce años una buena cantidad de informes 
técnicos que aportan evidencia en este 
sentido. También varias instituciones 
académicas y universidades o centros 
no gubernamentales de investigación o 
promoción al desarrollo como el Centro 
de Cooperación Internacional en Inves-
tigación Agronómica para el Desarrollo 
(CIRAD), el Centro Latinoamericano de 
Desarrollo Rural (RIMISP). Redes como 
la Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales (FLACSO) o la Red de Políticas 
Públicas y Desarrollo Rural para América 
Latina. El FIDA ha participado muy acti-
vamente en la realización de este tipo de 
estudios e inclusive en el financiamien-

to de grupos de pensamiento y/o acción 
como RIMISP o Fidamercosur.13

3.5.	 La institucionalidad  
pública vigente

3.5.1.	Las instituciones de aplicación

Del análisis de los siete estudios, se 
puede concluir que las políticas diferen-
ciadas para la AFCI —en general— salvo 
Brasil, Chile y Uruguay, son un conjun-
to desarticulado de herramientas, que se 
aplican muchas veces en forma desorde-
nada y sin una adecuada planificación, ar-
ticulación en el tiempo y en los territorios, 
que permita asegurar continuidad y esta-
bilidad para los agricultores.

13  Véase la bibliografía consultada.
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Cuadro 5. Instituciones públicas vigentes, con autoridad sobre la AFCI

País
Autoridad pública para la AFC 
(institucionalidad) Comentarios

Argentina El de mayor nivel en políticas agropecuarias 
pasó de Secretaría a Ministerio en 2009, 
cambió de denominación en 2015 (Ministe-
rio de Agroindustria) y desde hace pocos 
meses es nuevamente una secretaría en el 
ámbito del Ministerio de Producción y 
Trabajo.

De la actual Secretaría de Agroindustria 
depende la (hasta el momento) Secretaría 
de Agricultura Familiar, Coordinación y 
Desarrollo Territorial.

En el ámbito de la ahora Secretaría de 
Agroindustria funciona la Unidad para el 
Cambio Rural-UCAR, que maneja los 
proyectos con financiamiento internacional 
destinados al área rural; entre otros, los de 
AF. Recientemente se cambió su denomina-
ción por Dirección General de Programas y 
Proyectos Sectoriales-DIPROSE.

Por otra parte, hay dos organismos 
descentralizados con autarquía presupues-
taria y técnico administrativa para la AF:

• El Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (INTA) con sus Centros 
Regionales y Estaciones Experimentales 
en todo el país, que tiene una Coordina-
ción Nacional de Transferencia y 
Extensión, y Centros de Investigación, 
entre ellos, el de AF (CIPAF);

• El Servicio Nacional de Sanidad y Calidad 
Agroalimentaria (SENASA), con un 
espacio específico para la AF.

A lo mencionado el estudio señala que hay que 
sumar políticas o programas que se manejan 
desde otros ministerios u organismos estatales, lo 
que suma dispersión. Menciona los principales:

Con fondos del Ministerio de Desarrollo Social 
de la Nación (actualmente Salud y Desarrollo 
Social-MSDS) se atiende el ProHuerta, 
ejecutado por INTA, que es el programa más 
amplio y de mayor cobertura actualmente para 
la AF, pero alcanza también a familias urbanas 
y huertas escolares entre otros; el Monotributo 
Social, al que pueden acogerse los productores 
familiares que hayan perdido la calificación de 
Monotributistas Sociales Agropecuarios; 
Manos a la Obra; Creer y Crear (muy reciente), 
Compre Social y Mercado Solidario. La 
Comisión Nacional de Microcrédito-CONAMI 
que otorga meso y micro créditos y el Instituto 
Nacional de Asociativismo y Economía Social 
(INAES) con programas de ayuda económica, 
son organismos autónomos dentro de la órbita 
de ese ministerio.

En el Ministerio de la Producción hay un 
«fondo semilla» que teóricamente puede 
alcanzar a productores de la agricultura 
familiar.

En el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguri-
dad Social (actualmente Secretaría de Estado), 
un programa con Comunidades de Pueblos 
Originarios. En la Secretaría de Ambiente y 
Desarrollo Sustentable el proyecto Bosques 
Nativos y Comunidad. En la Secretaría de 
Ciencia y Tecnología, un Fondo de Desarrollo 
Tecnológico-FONTAR que puede apoyar 
proyectos relacionados con la AF. Dependiente 
de la Administración Nacional de Seguridad 
Social-ANSES la Asignación Universal por Hijo 
(AUH) y las jubilaciones y pensiones. Una 
minoría de esas políticas y programas son 
específicos para la AF, pero pueden tener como 
beneficiarios a productores familiares que, en 
las pocas estadísticas disponibles, no se 
distinguen del resto.

Brasil En términos institucionales hay tres 
ministerios para tratar los asuntos rurales. 
Los recursos del Presupuesto Federal son 
repartidos entre varios órganos federales 
para administrar las funciones rurales:

• Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Abastecimiento (MAPA),

•  Ministerio de Medio Ambiente (MMA) y
•  Ministerio de Desarrollo Social y 

Combate al Hambre.
•  La Secretaría Especial de (SEADI), 

creada para sustituir el defenestrado 
Ministerio de Desarrollo Agrario (MDA)

Brasil abarca un periodo de estudio entre 
1995-2018:

1994 fue creado el Ministerio, Abastecimiento y 
Reforma Agraria MAA-RA, la Comisión Técnica 
del Pequeño Productor, con la finalidad de 
analizar la problemática de la pequeña 
producción rural.

Este mismo año es creado el PROVAP, transfor-
mándose en el año siguiente en el PRONAF.

1996 se consolida el PRONAF, el proceso de 
reconocimiento institucional de la AF fue 
corroborado por el Instituto Brasilero de 
Geografía y Estadística.

Entre 2000 y 2003 se crearon el Ministerio de 
Desarrollo Agrario (MDA) y las Secretarias de 
Agricultura Familiar, de Desarrollo Territorial y 
de Reforma Agraria.
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Brasil En 2016 (impeachment de Dilma Rousseff) hubo 
un «reducción» institucional: el MDA y la 
Secretaria de Agricultura Familiar y de Desarrollo 
Agrario (SEAD), ligada a la Presidencia de la 
República, redujo su estructura de gestión y 
disminuyó el presupuesto destinado al conjunto 
de políticas y programas diferenciados para el 
sector.

La enmienda constitucional de 2016 instituyó un 
nuevo régimen fiscal, entre otras medidas, 
congeló los gastos públicos en políticas sociales 
por 20 años.

Chile Las principales instituciones públicas que detalla 
el informe, además del INDAP, INIA, CIREN, 
CONAF, INFOR, FIA y SAG, todas dependientes 
del Ministerio de Agricultura; se encuentran el 
Ministerio del Trabajo y el Ministerio de 
Desarrollo Social, Ministerio de Relaciones 
Exteriores a través de PROCHILE, con el 
Ministerio Social a través de CONADI.

En cuanto a la descripción de los programas, el 
estudio señala que excluyó a ODEPA e INIA por 
cuanto, en el caso de la primera su misión es 
generar información y no ejecutar programas, 
proyectos o instrumentos de fomento, y sobre el 
segundo, el trabajo que desarrolla en el ámbito de 
la agricultura familiar responde a una lógica de 
proyectos. En este sentido, describe el fondo 
público de apoyo a proyectos de la agricultura 
familiar, lanzado por FIA.

El servicio más importante, según este estudio, 
en la aplicación de la política para el desarrollo 
rural en Chile es el Instituto Nacional de 
Desarrollo Agropecuario INDAP: organizacional-
mente, se estructura en una oficina central, 15 
direcciones regionales y 127 agencias y oficinas de 
área que cubren la totalidad del territorio 
nacional.

Finalmente, se encuentra en el estudio la 
descripción del Servicio de Cooperación Técnica 
SERCOTEC - Ministerio de Economía: Es una 
Corporación de derecho privado SERCOTEC, 
dependiente del Ministerio de Economía, 
Fomento y Turismo, aunque esta institución no 
tiene un mandato enfocado a la agricultura 
familiar, ejecuta su misión tanto en el área 
urbana como rural, siendo la agricultura familiar 
incluida por defecto en esta última, para cumplir 
con su misión.

Bolivia Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras 
(MDRyT)

Dirección General de Producción Agrope-
cuaria y Soberanía Alimentaria dependiente 
del Viceministerio de Desarrollo Rural 

Mediante Decreto Supremo 3639, que 
estableció el Registro único de Agricultura 
Familiar Sustentable, se encuentra el Observa-
torio Agroambiental Productivo del Ministerio 
de Desarrollo Rural y Tierras (MDRyT).

Ministerio de Agricultura (MAG)

Instituto Nacional de Desarrollo 
Agropecuario (INDAP)

Corporación Nacional Forestal (CONAF)
Comisión Nacional de Riego (CNR)
Servicio Agrícola Ganadero (SAG)
Fundación para la Innovación Agraria (FIA)

Corporación de Fomento a la Producción 
(CORFO), dependiente del Ministerio de 
Economía, Fomento y Turismo 

País
Autoridad pública para la AFC 
(institucionalidad) Comentarios
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País
Autoridad pública para la AFC 
(institucionalidad) Comentarios

Paraguay Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG)

•  La Dirección General de Extensión 
Agraria (DEAG). Cuenta con 13 departa-
mentos como dependencias de nivel 
central. A nivel departamental cuenta con 
20 Centros de Desarrollo Agropecuarios 
(CDA) de cada CDA dependen las 
Agencias Locales de Asistencia Local con 
cobertura distrital, con un total de 148.

•  La Dirección Nacional de Coordinación y 
Administración de Proyectos (DINCAP), 
Dirección de Apoyo a la Agricultura 
Familiar (DAAF), creada el 3 de mayo de 
2012, con el objetivo de desarrollar, 
establecer e implementar instrumentos 
financieros innovadores de apoyo para 
la AF.

• Unidad Ejecutora del Programa de 
Producción de Alimentos (PPA).

•  Dirección de Censos y Estadísticas 
Agropecuarias (DCEA).

•  Dirección de Comercialización (DC).

Entidades autárquicas:
•  Instituto de Desarrollo Rural y de la 

Tierra (INDERT).
•  Instituto Forestal Nacional (INFORMA).
•  Itaipu binacional, como parte de su plan 

de responsabilidad social ha desarrollado 
un plan de acción integral de apoyo a 
comunidades de menores recursos 
económicos.

Entidades financieras:
•  Banco Nacional de Fomento.
•  Crédito Agrícola de Habilitación (CAH). 

Institución creada para el sector 
agropecuario y agroindustrial dirigido 
exclusivamente a los pequeños producto-
res rurales de bajos ingresos.

Ministerio de Agricultura y Ganadería MAG y 
Ministerio de Desarrollo Rural son los que 
tienen representación en la REAF.

Aunque el estudio señala que en el marco de las 
políticas públicas para el desarrollo rural el MAG 
es el responsable de operacionalizar las políticas 
agrarias, en planes de desarrollo rural, el 
consultor también aclara que la información que 
presenta incluye recursos que manejan 
instituciones diversas, no solo de los Ministerios 
de Agricultura y Desarrollo Rural.

Se destacan algunos elementos en particular en 
este periodo:

Del 2008 en adelante se implementa en las 
políticas públicas aplicar un Marco Estratégico 
Agrario. En tanto en el periodo previo (2003 
-2008) solo se contaba con un Plan de Desarro-
llo Agrario.

Después del decreto de creación del PRONAF, 
se estableció la creación de la Coordinadora 
Ejecutiva de la Reforma Agraria (CEPRA) en 
el 2008.

En el 2012 se sancionó otro decreto de creación 
de la Dirección de Apoyo a la Agricultura 
Familiar (DAAF) en sustitución del PRONAF.

Durante el Gobierno de Lugo se plantearon 
acciones para la articulación de los programas 
desde la Plataforma Interinsititucional (CEPRA): 
estuvo conformada por el Consejo Nacional de la 
Vivienda CONAVI, el Crédito Agrícola de 
Habilitación, la Secretaría del Ambiente, la 
Procuradoría General de la República, el Servicio 
Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de 
Semillas, los Ministerios sociales, representantes 
de organizaciones rurales y de organizaciones 
sectoriales involucradas en el proceso de 
reforma agraria, el Consejo de Gobernadores y el 
Instituto de Desarrollo Rural y de la Tierra 
(INDERT).

CEPRA fue disuelta durante el gobierno de 
Federico Franco, quien asumió la presidencia 
después de la destitución de Lugo.

Adicionalmente, en el estudio se encuentra que 
hay un programa que involucra al Ministerio de 
la Mujer: cuenta con una iniciativa denominada 
«Mujeres Emprendedoras de la Agricultura 
Familiar» a través del Proyecto Promoción de la 
Inserción laboral de la mujer.

Entre los entes financieros gubernamentales el 
CAH es el que tiene la mayor diversidad de 
programas para financiar a la AFC y con 
menores tasas de interés. Durante el periodo 
2013 - 2018 ha incorporado nuevas líneas de 
financiamiento y en otros casos ha aumentado 
su cartera de préstamos. Esta línea crediticia 
junto con el de Juventud Emprendedora y Banca 
Comunal se encuentran dentro de un acuerdo de 
cooperación interministerial entre el CAH y el 
Ministerio de la Mujer. 
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Perú El estudio aclara que el presupuesto del Estado 
peruano diferencia el presupuesto del Sector 
Agricultura, entendido como tal al presupuesto 
del Ministerio de Agricultura y Riego, del de la 
función Agropecuaria, que además del 
presupuesto del Ministerio incluye al de los 
gobiernos subnaciones (regionales y municipa-
les). Los gobiernos locales no tienen expresamen-
te un área orientada a políticas agrarias, como si 
lo tienen los gobiernos regionales que cuentan 
con Direcciones Regionales Agrarias.

El estudio explica que el tema de «desarrollo 
rural» no está encargado a ninguna instancia de 
nivel ministerial. Involucra, por lo menos, a los 
ministerios de Agricultura, Salud, Educación, 
Transporte, Ambiente, etc.

Según este estudio, la división entre «niveles» de 
gobierno (nacional, regional y local) este último a 
su vez con dos subniveles, plantea un problema 
de articulación y alineamiento de políticas 
nacionales. Cada nivel de gobierno es autónomo y 
define sus prioridades, estrategias y enfoques de 
política. Adiciona un problema: la fragmentación 
política a nivel nacional.

Como parte de este proceso de descentralización 
los Ministerios (incluyendo el de Agricultura) 
transfirieron oficinas, trabajadores y parcialmen-
te presupuestos a los gobiernos regionales, 
teóricamente los Ministerios son «entes rectores» 
que definen las grandes orientaciones políticas, 
mientras que los gobiernos subnacionales son 
ejecutores.

La acción del estado en el medio rural en el 
aspecto productivo agropecuario se realiza a 
través de varias entidades. AGRORURAL es 
una de ellas, como brazo operativo directo del 
MINAGRI. En las regiones, las Direcciones 
Agrarias Regionales y sus Agencias Agrarias, 
son el otro entre encargado de este tema y 
dependiendo de las regiones, existe un sin 
número de proyectos, algunos a cargo de los 
Gobiernos Regionales y otro de los gobiernos 
municipales, algunos provinciales y otros 
distritales. A esto se suman acciones fomenta-
das por otros sectores, con el MIDIS y el 
mecanismo como PROCOMPITE.

Finalmente, se considera que el estudio sostiene 
que existen otras formas de organizar el 
Presupuesto del Sector. Uno a través de las 
«unidades ejecutoras», que no tienen la 
autonomía de los pliegos, y están adscritas a 
alguno de ellos. La otra es a través de los 
Programas, que recientemente han sido 
denominados «Programas presupuestales», los 
que no necesariamente corresponden a una 
institución o entidad, e incluso hay algunos que 
son multisectoriales, que se organizan en función 
del logro de objetivos.

Ministerio de Agricultura y Riego 
(MINAGRI)

Organiza el presupuesto sectorial y su gasto 
a través de pliegos que corresponden a 
entidades adscritas y dependientes 
jerárquicamente del Ministerio, tienen 
autonomía en su funcionamiento.

Los pliegos en el Sector Agrario son los 
siguientes:
• Servicio Nacional de Sanidad Agraria 

(SENASA),
•  Instituto Nacional de Recursos Naturales 

(INRENA),
•  Servicio Nacional Forestal de fauna 

Silvestre (SERFOR),
•  Instituto Nacional de Innovación Agraria,
•  Instituto Nacional de Investigación 

Agraria (INIA).
 

País
Autoridad pública para la AFC 
(institucionalidad) Comentarios
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País
Autoridad pública para la AFC 
(institucionalidad) Comentarios

Uruguay Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca
•  Dirección General de Desarrollo Rural 

DGDR a través del artículo 161 de la Ley 
17.930 de 2005.

•  Dirección General de la Granja DIGE-
GRA. Fondo de Fomento de la Granja

•  Oficina de Programas y Políticas 
Agropecuarias (OPYPA)

•  Dirección de Investigaciones Económicas 
Agropecuarias

•  Unidad de Asuntos Internacionales
•  Unidad de Proyectos y Cooperación 

Técnica

Institutos autárquicos vinculados:
•  Instituto Nacional de Investigación 

Agropecuaria INIA. Entre el 2005 y 2010 
se crea el Programa de Agricultura 
Familiar.

•  Instituto Nacional de Semillas INASE. 
Entre 2005-2010: excepcionalidad en el 
cumplimiento de la normativa en la 
utilización de semilla de uso propio ante 
el pago de royalties según art. 1 de la ley 
18467 dirigidos al pequeño productor 
agricultor.

•  Instituto Nacional de Colonización (INC)
•  Instituto Plan Agropecuario
•  Instituto Nacional de la Leche (INALE)

Existe una visión y un diseño de 
las políticas e instrumentos, por parte 
de los ministerios de agricultura, mucho 
más vinculada a las políticas verticales 
por rubro de producción que a una ma-
triz de políticas e instrumentos (vertica-
les y transversales), funcionando como 
un sistema.

Ya presentamos en el capítulo I un 
ejemplo de matriz de instrumentos para 
su aplicación territorial. Pero la eviden-
cia recogida por los estudios parece in-
dicar que aún se está lejos de tal diseño 
en la institucionalidad y en las políticas, 
salvo —como ya hemos mencionado— en 
los tres países que encontramos tienen un 
sistema más consistente para el diseño y 
aplicación de las políticas.

La focalización en la identificación 
de los AFCI destinatarios de las políticas 
es muy imperfecta, en los hechos casi que 
no existe. Salvo en Brasil (DAP), Chile 
mediante los programas direccionados de 
INDAP, Uruguay a través de la DGDR y el 
Registro. Estos criterios se han mantenido 
en el tiempo y están vigentes en la actuali-
dad. La falta de rigurosidad y continuidad 
en los criterios de atención y asignación 
de los recursos es la práctica más común 
en los otros cuatro países analizados.

A pesar de la existencia en casi to-
dos los países analizados de definiciones 
conceptuales - políticas respecto de la AF/
AFC/AFCI, persisten debates y ambigüe-
dades respecto de las competencias institu-
cionales para este sector. Hay dificultades 
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de coordinación y articulación en las políti-
cas dirigidas al sector —aún en aquellas que 
explícitamente— se diseñan para este.

Las políticas de seguridad social 
y las de estímulo a la producción se ha-
llan descoordinadas y se aplican muchas 
veces sobre la misma población objetivo, 
cuando en todos los países hay —aunque 
imperfecta— información que permitiría 
aplicar las herramientas de las políticas 
de protección social como las transfe-
rencias de recursos a las familias en de-
terminadas etapas. En paralelo a esta 
asistencia monetaria, a aquellas familias 
con posibilidades y voluntad de hacer-
lo debería ofrecérseles asistencia técnica 
social y agronómica, y prepararlas para 
su inserción productiva y/o laboral. Una 
vez alcanzados determinados indicadores 
de satisfacción de necesidades, calidad de 
vida y niveles de capacidad adquiridos, 
estas mismas familias rurales deberían 
ser tomadas —sin solución de continui-
dad— por los servicios técnicos y financie-
ros que les permitan su inclusión produc-
tiva o su inserción en los mercados.

Estas dificultades derivan —entre 
otras cosas— de la ya comentada hete-
rogeneidad intrínseca del concepto y su 
variada tipología y de la invisibilidad es-
tadística de la AFCI y las contradicciones 
que se registran en la información entre 
censos agropecuarios, encuestas de hoga-
res y registros.

En general los ministerios de agri-
cultura sienten que las tipologías de AF 
capitalizados o semicapitalizados (en tran-

sición), con acceso permanente o regular a 
los mercados y aún esporádico (exceden-
tes) son parte de su población objetivo. 
En cambio, a las tipologías de productores 
más vulnerables o pobres se los asigna a 
los ministerios de desarrollo social. Esto 
en sí mismo no sería un problema si hubie-
se —cosa que no ocurre— una articulación 
efectiva entre los programas de protección 
social (transferencias) y los de inclusión 
productiva (subsidios a la producción, la 
inversión, créditos, asistencia técnica). En 
general ambos tipos de programas funcio-
nan como compartimentos estancos.

Los trabajos muestran que hay (en el 
período considerado) importantes recur-
sos presupuestales para la AFCI, destina-
dos a su desarrollo productivo-comercial, 
lo cual indica que se le atiende desde una 
perspectiva económica. Las herramien-
tas y coberturas presupuestales asigna-
das por ejemplo por el PRONAF (Brasil), 
INDAP (Chile), INTA/UCAR (Argentina), 
DGDR (Uruguay), muestran una orienta-
ción clara en ese sentido.

A pesar de ello, parecería que en la 
construcción de una agenda para el diálogo 
político le corresponde a las organizaciones 
gremiales representativas de la AFCI, enfa-
tizar periódicamente, para que no se diluya 
con la rotación de funcionarios y dirigen-
tes políticos en los cargos de gobierno, que 
más allá de su diversa tipología, la AFCI es 
un conjunto de población o un sector, con 
un claro comportamiento económico.

Los trabajos muestran que en los 
siete países la rotación política y de 
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funcionarios genera incertidumbres y el 
punto de partida de cada administración 
—en general— demuestra poca acumula-
ción de conocimientos específicos y con-
cretos sobre el sector.

Esto dicho en el entendido de que 
las palabras importan en la percepción 
política y por tanto reiterar el concepto 
cuando aparecen autoridades que lo igno-
ran o descreen, o por el mero desgaste de 
los procesos al cabo de los años, permite 
recolocar el foco de la discusión sobre las 
políticas públicas diferenciadas en aque-
llos instrumentos que aseguren la inver-
sión y el desempeño competitivo de las 
unidades familiares rurales.

3.5.2.	 Los espacios y plataformas de  
diálogo sobre las políticas públicas

En este sentido hay diferencias im-
portantes en los países respecto a las ins-
tancias, espacios y/o plataformas de diá-
logo político.

Hasta 2018, Brasil tenía mecanis-
mos muy potentes y eficaces a nivel de la 
unión para generar este diálogo, abrien-
do las oportunidades a las organizaciones 
gremiales y sociales de la AFCI para par-
ticipar en la construcción de las políticas, 
en los tres niveles de organización del es-
tado (federal, estadual y municipal).

Argentina, que había tenido has-
ta 2014 espacios institucionalizados, tal 
como se presenta en el trabajo respectivo, 
por la vía de las decisiones político-insti-
tucionales y jurídicas o por la vía de los 
hechos prácticos de la desatención jerár-

quica y presupuestal, fue desmontando 
los mecanismos que existían o los fue po-
niendo en desuso. Solo a nivel provincial 
—en algunas provincias— se mantienen 
algunas instancias de diálogo, aunque ya 
no de forma organizada y sistemática. El 
mayor logro de Argentina durante el de-
cenio 2004 y 2014 fue haber impulsado 
la creación del Foro de la AF (FONAF), 
nucleando a un número importante de 
organizaciones sociales y gremiales de la 
AFCI, a nivel nacional y provincial (más 
o menos representativas), luego haberle 
institucionalizado y finalmente crear en 
2014 el Consejo Nacional de Agricultura 
Familiar y Campesina, integrado por or-
ganizaciones gremiales y por institucio-
nes públicas. Estos espacios fueron com-
plementados con otros más específicos en 
el ámbito del INTA y de SENASA (Comi-
sión de AF- SENAF).

Chile mantiene, desde el INDAP, 
espacios de interlocución y diálogo con 
un conjunto amplio de gremiales repre-
sentativas de la AFCI, e incluso meca-
nismos de consulta respecto a determi-
nadas políticas púbicas vigentes o que 
deben ser modificadas o que generan 
tensiones en la sociedad chilena. Este es 
el caso del acceso y el uso del agua para 
la producción —privatizada en el caso de 
Chile—. Otro es el tema de las políticas 
para los pueblos originarios, los accesos, 
tenencia y regularización de las tierras, 
la organización de la producción y su 
articulación con los mercados agrícolas. 
Asimismo se convoca a participar a las 
organizaciones gremiales de la agricul-
tura familiar y campesina en consultas 
sobre la política exterior y comercial y 
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las negociaciones con otros países y/o 
bloques económicos de tratados de libre 
comercio, que afectan el comportamien-
to de los mercados y suman competido-
res en los mercados internos para las 
unidades productivas familiares.

Uruguay mantiene su tradición de 
diálogo con las gremiales del sector agro-
pecuario y en particular con las de la AF, 
reforzada por el funcionamiento de las 
Mesas Locales de Desarrollo Rural y las 
Mesas Departamentales, que en este mo-
mento están refrendadas por ley.

Paraguay creó en 2015, por resolu-
ción ministerial, el Consejo Consultivo de 
la Agricultura, en el en el seno del MAG y 
gestionado por el Viceministerio de Agri-
cultura. Es un espacio que se suma a otros, 
como la Sección Nacional de la REAF y 
como el Comité creado para el AIAF 2014.

Los cinco países antes referidos han 
tenido, durante todo el período conside-
rado, operando regularmente secciones 
nacionales de la REAF. Estas secciones 
nacionales tienen una gran potenciali-
dad para consolidar las políticas públicas 
diferenciadas para la AFCI. No obstan-
te, los trabajos visualizan un riesgo de 
transformarse en espacios meramente 
formales, sin profundidad técnica y sin 
compromiso político, en la medida que 
los gobiernos no vean en ellos verdade-
ros instrumentos para aplicar y articular 
políticas, y sobre todo, mejorar la eficacia 
y eficiencia en la aplicación de los recur-
sos públicos. Del mismo modo ocurrirá 
si las gremiales de la AFCI comprueban 
que los acuerdos alcanzados en estos es-

pacios no se traducen en decisiones y ac-
ciones concretas de Estado.

Estos espacios han sido, al menos 
en el período 2004 al 2014, determinan-
tes al momento de proyectar la visibilidad 
política de la AFCI, a niveles importan-
tes, pero pueden quedar relegados si no 
se llenan de propuestas oportunas y per-
tinentes, si no se dispone de recursos de 
financiamiento para asegurar su funcio-
namiento plural y si no se focalizan en el 
análisis, debate y diseño de los temas que 
son de preocupación común de organiza-
ciones y gobiernos.

En el caso de Bolivia y Perú, los 
sistemas o mecanismos de diálogo polí-
tico no se muestran institucionalizados 
ni operando regularmente o sistemática-
mente, salvo en instancias locales, muni-
cipales o provinciales, donde los gobier-
nos provinciales muchas veces convocan 
a las organizaciones de la sociedad civil 
rural, entre ellas a las de la AFCI, para de-
cidir sus presupuestos de inversiones ru-
rales. En particular en el caso de Bolivia, 
la REAF realizó en más de una oportuni-
dad, con más de un gobierno y siempre 
apoyándose en la COPROFAM, el intento 
de asistir a los interlocutores pertinentes 
a nivel del país para encaminar su sección 
nacional y lograr así una participación 
más regular y consistente en la REAF. 
Esta situación incluso contemplando el 
carácter de Estado asociado de Bolivia al 
Mercosur, estatus similar al que hoy tiene 
Chile y que no ha obstado para que este 
país haya tenido una participación siste-
mática y comprometida durante toda la 
vida de la REAF.
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3.5.3.	Financiamiento de las organizaciones 
sociales y gremiales de la AFCI

Para asegurar una participación ple-
na e independiente en los espacios de diá-
logo político aparece una cuestión clave, 
que es el financiamiento de las organiza-
ciones gremiales de la AFCI. Este es un 
tema muy delicado. Se identifica, en casi 
todos los casos, la existencia de políticas 
de financiamiento para el funcionamiento 
gremial corriente de las organizaciones14.

Es necesario tomar en cuenta el ries-
go y evitarlo, que las organizaciones no 
se transformen en Estado-dependientes 
para sobrevivir, que no pierdan la capaci-
dad de discrepar y de resistir determina-
das políticas, como así de proponer nue-
vas o cambios sustantivos. La cooptación 
y/o el llamado al diálogo político para 
validar propuestas y no para construirlas 
juntos es un riesgo para el cual gobiernos 
y organizaciones debieran tener procedi-
mientos claros.

Hay una línea de trabajo que se en-
cuentra desarrollada en Uruguay y que 
implica que las organizaciones puedan ser 
instrumentos independientes para aplicar 
recursos e instrumentar políticas públi-
cas, por cuanta del Estado y en beneficio 
de sus asociados y aún de una población 
más amplia. Administrar bienes públicos 
de uso privado es otra forma de generar 
financiamiento genuino, sin exponerse a 
perder independencia de criterio.

14  El caso más institucionalizado en este momento es el del 
INDAP en Chile, que mediante el PROGYSO colabora con ac-
tividades de fortalecimiento institucional, construcción de ca-
pacidades en los dirigentes y capacitación de productores para 
utilizar mejor las herramientas de la política pública.

3.5.4.	Problemas encontrados en el diseño 
e implementación de las políticas

Los estudios realizados han permi-
tido realizar un hallazgo nada menor. En 
los siete países ha existido, y existe aún, 
durante el período analizado, un conjun-
to de políticas públicas diferenciadas para 
la AFC y la AFCI, según los países. Asi-
mismo existe una institucionalidad en el 
sector público responsable por su diseño 
y aplicación, con cierto grado de especiali-
zación. Las organizaciones gremiales de la 
AFCI han generado y obtenido instancias, 
más o menos institucionalizadas de diálo-
go con los respectivos gobiernos, respecto 
de la aplicación y respecto de eventuales 
cambios, ajustes y/o proposición de nue-
vas políticas.

No obstante, es posible concluir del 
análisis comparativo de los estudios una 
serie de problemas que se repiten en to-
dos los casos:

i.	 Ya hemos mencionado la falta de ar-
ticulación institucional en los terri-
torios para llegar en forma oportu-
na con las acciones, herramientas y 
recursos a los destinatarios, y sobre 
todo en forma coordinada, de modo 
que las intervenciones y los recursos 
puedan tener su efecto y generar si-
nergias, pues si bien pueden venir 
de ámbitos institucionales distintos, 
atacar problemas diferentes, en un 
sistema biológico, económico, social 
y antropológico único como son los 
sistemas productivos de la AFCI, es 
necesario una coordinación y cohe-
rencia en cuanto a la disponibilidad;
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ii.	 La mayoría de las veces las escasas 
dotaciones presupuestales y los me-
canismos burocráticos complejos 
para liberar los fondos y ponerlos 
a disposición de las unidades pro-
ductivas familiares, tampoco con-
tribuyen a que éstos lleguen opor-
tunamente a los territorios, ni en la 
cantidad requerida por las inversio-
nes necesarias;

iii.	 Políticas por rubro y no para la 
atención de la unidad productiva 
familiar como sistema. Muchas de 
las políticas identificadas mantie-
nen la lógica de atender al rubro de 
producción, lo cual es útil y nece-
sario, pero está claramente demos-
trado que son insuficientes, para 
sostener y aún promover la produc-
tividad de la unidad familiar. La ca-
lidad y tipo de las políticas diferen-
ciadas para la AFC es diferente. Las 
políticas y herramientas definidas 
para promover o estimular un rubro 
de producción deben estar incluidas 
en un conjunto más amplio de me-
didas, todas ellas necesarias para 
promover o estimular un sistema o 
modelo de producción que tiene a 
los diferentes rubros de producción 
como parte del mismo. El éxito del 
proceso productivo en la finca fa-
miliar no se mide en toneladas por 
hectárea o en litros por vaca masa, o 
en cualquier otro indicador físico de 
producción. Se mide en ingresos fa-
miliares y se mide en calidad de vida 
de sus integrantes. La unidad pro-
ductiva familiar está diversificada y 
opera como un sistema productivo 

en sí mismo, que combina el uso del 
suelo, la mano de obra familiar, los 
recursos financieros y económicos 
de la familia, las oportunidades de 
mercado y las necesidades de ali-
mentación familiar. A la luz de va-
rios ejemplos históricos en la región 
(caso del algodón en Paraguay, trigo 
en Uruguay), parecería que las polí-
ticas que induzcan al monocultivo, 
sin una sustentabilidad económica 
y productiva, y afectando la natural 
diversificación de las unidades pro-
ductivas familiares, no serían las 
más aconsejables;

iv.	 La focalización en la identificación 
de los AFCI destinatarios de las po-
líticas es muy imperfecta. En los 
hechos casi que no existe. Salvo en 
el caso de Brasil a través del DAP 
(constancia de aptitud para ser be-
neficiario del PRONAF), Chile me-
diante los programas direccionados 
de INDAP y Uruguay a través del 
Registro de la AF, la falta de rigu-
rosidad y continuidad en los cri-
terios de atención y asignación de 
los recursos es la práctica más co-
mún. Esto genera incertidumbre, 
descreimiento, impide planificar o 
proyectar las actividades con la an-
telación necesaria para atender a 
las condiciones climáticas y los re-
querimientos biológicos de cultivos 
y animales. También genera fuga de 
recursos en productores o no pro-
ductores que se benefician de recur-
sos que no están concebidos para 
ellos y crea las condiciones para la 
corrupción y el clientelismo político;



68

v.	 Otro problema reiterado son las 
brechas de acceso a los instrumen-
tos y los recursos por parte de los 
destinatarios. Puede ser por falta 
información y/o difusión sobre su 
existencia o un diseño inadecuado 
de los instrumentos, en función de 
las características socioeconómicas 
de los agricultores y sus capacida-
des de acceder a ellos. Los trabajos 
han confirmado que en ocasiones 
los recursos están disponibles y los 
verdaderos destinatarios no llegan 
a ellos. Ya porque no se enteran, 
ya porque los mecanismos admi-
nistrativos, técnicos y burocráticos 
son tan exigentes que se les hace 
imposible cumplirlos, ya por falta 
de acompañamiento técnico opor-
tuno. Todo lo anterior es causa de 
ineficacia de las políticas. Cuanto 
más de abajo a arriba han sido 
diseñadas las políticas, más grave 
es este problema, ya que parte del 
desconocimiento por parte de la 
burocracia pública de las situacio-
nes concretas a atender en los te-
rritorios.

vi.	 Concentración de los recursos y de 
los servicios en aquellos AFCI más 
preparados o con mejores condi-
ciones de desempeño productivo, 
comercial, económico y aún social, 
con lo cual se profundiza la brecha 
de pobreza y exclusión. Quienes 
tienen más capacidad, por regla ge-
neral, más rápidamente y con ma-
yor facilidad llegan a los recursos y 
cumplen las exigencias.

vii.	 La erosión de los recursos que de-

berían llegar al AFCI a través de sus 
diversos programas y proyectos. Se 
consumen en gran medida en las es-
tructuras técnicas y burocrático-ad-
ministrativas de las instituciones. 
Las instituciones de aplicación y 
los mecanismos de distribución, así 
como las estructuras técnico- ad-
ministrativas se consumen porcen-
tajes importantes de los recursos 
que originalmente deberían llegar 
en forma directa a los destinatarios. 
Esto está especialmente señalado 
en los trabajos de Perú, Bolivia, Ar-
gentina y Paraguay.

viii.	Carencias en la información, cono-
cimiento mínimo y comprensión 
por parte de los dirigentes socia-
les y gremiales de la AFCI, sobre 
la forma en que los Estados or-
ganizan el presupuesto nacional 
y la manera de dar seguimiento a 
su ejecución real. Esto es conocer 
y calibrar con rigurosidad cuán-
to dinero ha sido votado por los 
parlamentos nacionales y cuánto 
llega luego efectivamente al sec-
tor. Esto exige un trabajo de segui-
miento sistemático, permanente, 
informado y riguroso, que permita 
manejar cifras y asignaciones con 
solvencia, más allá de lo discursos 
de reivindicación. Estos (los dis-
cursos y planteos), de alguna ma-
nera, deberían estar respaldados 
a cabalidad, con un conocimiento 
y manejo de la información sobre 
las características y las cifras de 
las asignaciones presupuestales, 
que las gremiales de la AFCI, debe-
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rían disponer y poner encima de la 
mesa del diálogo político para ge-
nerar consistencia en los planteos 
y mejorar la posición negociadora.

3.6.	 Áreas de políticas relevadas

3.6.1.	Política de inversiones en  
infraestructura y bienes púbicos

Hemos hablado a lo largo de este 
trabajo, y ha sido constatado con diverso 
grado de intensidad en los siete estudios 
nacionales, que una parte de las políticas 
diferenciadas para la AFCI son las que per-
miten a los productores el acceso a bienes 
y servicios públicos. Incluso aquellas des-
tinadas a que el Estado financie (parcial 
o totalmente) u otorgue financiamiento a 
inversiones en bienes públicos de uso pri-
vado. Los casos menos frecuentes en el 
relevamiento realizado son aquellos don-
de, luego de realizada la inversión, esta se 
le entrega en administración o usufructo a 
empresas cooperativas de la AFCI u orga-
nizaciones gremiales o sociales represen-
tativas, o grupos de productores. Casos 
más frecuentes son el cofinanciamiento 
o financiamiento con partes del mismo 
a fondo perdido por parte del Estado, o 
subsidios en el capital principal o la tasa 
de interés. Se debate en la academia y en 
las instituciones de diseño de políticas 
públicas sobre que este tipo de inversio-
nes del Estado en bienes públicos de uso 
privado son más eficaces y saludables que 
los subsidios directos a la producción. In-
cluso las primeras son admitidas plena-
mente en la normativa OMC (caja verde), 
mientras que las segundas no lo son.

Hay ejemplos de este tipo de polí-
ticas en todos nuestros países, aunque 
en general no se registran con de apoyo 
directo a la AFCI. Pero hay registros his-
tóricos en nuestros países de inversiones 
para la construcción de silos o galpones 
para el almacenamiento de granos, tan-
ques de frío para la conservación de la 
leche antes de procesada, tinglados y gal-
pones para la concentración de la produc-
ción antes de su comercialización y para 
su acondicionamiento, plantas de clasifi-
cación para frutas y hortalizas, cámaras 
de frío, obras para la el afloramiento (po-
zos), concentración y conservación (em-
balses) de agua para riego, construcción 
de canales, minirrepresas individuales 
por predios. Son todos ejemplos de una 
obra pública destinada a generar bienes 
de uso privado, que estimulen y mejoren, 
por un lado la competitividad sistémica 
del territorio y, por otro, el de las empre-
sas familiares.

Los estudios, sin embargo, no mues-
tran este tipo de políticas como las más 
generalizadas.

Lo relevado en los estudios muestra, 
en este sentido, programas de financia-
miento de obras civiles, bienes de capital 
y equipos para el procesamiento de la pro-
ducción, el agregado de valor, el almace-
namiento y conservación de los productos.

En el caso de Chile, el INDAP ofrece 
recursos públicos a través del Programa 
de Desarrollo de Inversiones, para contri-
buir a la capitalización y modernización 
de los sistemas de producción.
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Brasil, desde las Políticas de Tierras 
y Desarrollo de los Asentamientos, dispone 
recursos para este tipo de inversiones. El 
PRONAF – Agroindustria ofrece créditos 
beneficiados o subsidiados (según la cate-
goría PRONAF de los productores), para 
favorecer las inversiones en bienes de capi-
tal, equipos y obra civil, necesaria para va-
lorizar la producción de los AFCI. También, 
aunque no en un sentido productivo, en 
Brasil se destaca el Programa Nacional de 
Habitación Rural, destinado a mejorar las 
condiciones de acceso a la vivienda digna.

Uruguay dispone de un régimen 
de promoción de inversiones basado en 
la renuncia fiscal del Estado a favor de 
determinado tipo de inversiones priva-
das orientadas a estimular la capitaliza-
ción y la competitividad de las empresas, 
a la que pueden acceder los productores 
y sus organizaciones asociativas o coo-
perativas. Existen algunos proyectos con 
financiamiento externo para estimular 
determinadas cadenas productivas, como 
la ganadera o la lechera, donde se apoyan 
este tipo de inversiones. Uruguay cuenta 
además con un Programa del Ministerio 
de Vivienda,15 destinado al financiamien-
to y construcción de viviendas rurales nu-
cleadas o dispersas y con componentes 
para el desarrollo productivo.

Argentina, desde la Unidad para 
el Cambio Rural (UCAR, hoy DIPROSE) y 
desde el Programa de Servicios Agrícolas 
Provinciales (PROSAP), estimuló la inver-

15  MEVIR: Movimiento para la Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre. Persona pública de derecho privado, creada 
en 1967 y que funciona administrando y aplicando presupuesto 
público, financiando y cofinanciando soluciones habitacionales 
para la población rural con criterios productivos, sociales, am-
bientales y territoriales. 

sión en bienes públicos, pero también en 
bienes públicos de uso privado en fincas de 
productores familiares y/o en sus organi-
zaciones asociativas de servicios rurales.

En el estudio de Perú se señalan 
dos programas con recursos en este sen-
tido: Mi Riego y PROCOMPITE.

En Bolivia se detectan una serie de 
programas y proyectos que trasladan fon-
dos desde el Gobierno central, del Minis-
terio de Desarrollo Rural y Tierras, para 
los organismos desconcentrados, como 
son las administraciones departamen-
tales y municipales, las cuales, incorpo-
rando este tipo de obras de las OECA y 
OECOM, cofinancian las inversiones pre-
diales o multiprediales o comunitarias.

En Paraguay no se registran polí-
ticas públicas de inversión orientadas a 
financiar y/o cofinanciar inversiones en 
este sentido en forma sistemática u orde-
nada mediante un plan o programa. No 
obstante, durante el período analizado 
ha habido inversiones del Estado con es-
tas características. Aportes de fondos pú-
blicos principalmente los de regalías que 
las dos represas internacionales para la 
generación hidroeléctrica, ITAYPÚ (Para-
guay-Brasil) y YACIRETÁ (Paraguay-Ar-
gentina) entregan a través del Ministe-
rio de Hacienda, a las administraciones 
departamentales y municipales, por los 
efectos de inundación de parte de sus te-
rritorios por los respectivos embalses.

En general estos fondos se dedican a 
obras públicas, y a financiar infraestruc-
tura y equipamiento para cooperativas, 
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organizaciones o grupos de AFCI en las 
diferentes localidades. Incluso las respec-
tivas entidades binacionales administra-
doras de las represas generadoras, asignan 
fondos para el desarrollo de los territorios 
ribereños a los embalses, que provienen de 
excedentes económicos de su propia ges-
tión y que se han volcado a financiar obras 
de organizaciones de productores, como 
tanques enfriadores, packaging de frutas 
(banana), acondicionamiento de semillas 
para sésamo o hierbas medicinales, moli-
nos de harina de mandioca, embalses para 
piscicultura. Mucho de este financiamien-
to es a fondo perdido y ha servido —en los 
casos bien sucedidos—para capitalizar a 
las organizaciones de productores.

Las inversiones públicas para el uso 
público, como infraestructura de caminos 
rurales (vías terciarias), puentes y obras 
de arte, vías secundarias y carreteras exis-
ten en todos los casos. No obstante ha sido 
difícil de registrarlas y cuantificarlas, ya 
que en general se realizan con presupues-
tos provinciales, estaduales, departamen-

tales o municipales, más allá de que estos 
puedan estar reforzados con fondos del 
gobierno nacional. Esta ha sido una de las 
limitantes de los estudios y de esta misma 
compilación, ya que solo se relevaron polí-
ticas y presupuestos del gobierno central y 
básicamente de los Ministerios de Agricul-
tura. Sin embargo, hay que decir que este 
tipo de inversiones son claves para desa-
rrollar la competitividad sistémica de los 
territorios y para que las unidades produc-
tivas, familiares o no, puedan construir 
sus propias condiciones de competencia.

Un ejemplo notable de este tipo de 
obras han sido las implementadas en la 
Argentina a través de la ex-UCAR y el 
PROSAP. Inversiones públicas en elec-
trificación rural. Generación (distribui-
da), redes de distribución en alta y media 
tensión, subsidio a inversiones de intro-
ducción de la energía en la finca, trans-
formadores, redes internas. Sistemas de 
canales para la distribución de agua de 
riego. Obras cofinanciadas desde el Es-
tado nacional, junto a los Estados pro-
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vinciales para el desarrollo productivo y 
la competitividad territorial. Estos pro-
gramas han sido financiados con deuda 
pública compartida entre los dos niveles 
del Estado y de los productores (en me-
nor medida) con fondos provenientes del 
BID, Banco Mundial y del FIDA.

En términos generales, corresponde 
aquí destacar que algunas empresas pú-
blicas y privadas de telecomunicaciones 
han hecho fuertes inversiones en el tendi-
do de redes de fibra óptica para garantizar 
y generalizar el acceso a las TIC en forma 
individual y/o asociativa.16 Estas políticas 
deberían complementarse con la disponi-
bilidad por parte de los productores fami-
liares de: a) subsidios o sistemas comercia-
les de facilitación del acceso a hardware y 
software para la conectividad a internet y 
el uso de redes sociales, b) la difusión de 
aplicaciones para la gestión y la adminis-
tración rural y de apoyo a la producción; 
c) programas de formación, capacitación, 
especialmente de jóvenes rurales en el uso 
de herramientas informáticas.

3.6.2.	 Servicios públicos orientados  
al aumento de la producción y  
la productividad de la AFCI

3.6.2.1. Generación de 
tecnologías apropiadas

Los bienes públicos generados por el 
desarrollo científico-técnico (C&T), y los 
servicios de asistencia técnica y extensión 
rural (ATER) son los informados como 
los más generalizados y con mayores re-

16  Es de destacar el caso de la empresa telefónica estatal de 
Uruguay, ANTEL.

cursos asignados. En materia de C&T se 
destaca el Programa para el Desarrollo 
Tecnológico de la AF que implementa el 
Instituto Nacional de Tecnología Agraria 
(INTA) de la Argentina.

En Uruguay, el Programa Nacio-
nal de Producción Familiar del Institu-
to Nacional de Investigaciones Agrarias 
(INIA). EMBRAPA (Empresa Brasilera de 
Pesquisa Agropecuaria), ofrece para Bra-
sil una muy amplia gama de programas 
de investigación agropecuaria, agroin-
dustria, y sobre condiciones de mercadeo 
orientados la AFCI. Estos programas son 
federales, pero la mayoría de ellos se eje-
cutan con los diferentes estados de Bra-
sil y responden a las necesidades de sus 
particulares contextos agroecológicos y 
socioeconómicos. También EMPRAPA ha 
apoyado programas de la Secretaría de AF 
del MDA y luego de la SEAD, para la ge-
neración de soluciones tecnológicas apro-
piadas a las necesidades de la AFCI.

3.6.2.2. Asistencia técnica  
y extensión rural

Los servicios públicos de ATER han 
estado en revisión en este período en los 
siete países estudiados. Existen con muy 
diverso grado de eficacia y eficiencia y en 
general son vistos por las organizaciones 
gremiales de la AFCI como insatisfacto-
rios, básicamente por la calidad y oportu-
nidad de sus respuestas. Hay problemas 
tecnológicos, sanitarios y fitosanitarios, 
de procesamiento y conservación de la 
producción, de calidad y de respuesta 
frente a crisis y emergencias climáticas 
o plagas y enfermedades que, en general, 
las organizaciones gremiales de la AFCI 
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de cada país piensan que deben ser re-
formulados y/o modernizados, incluso 
revisados en sus objetivos, de modo de 
lograr un acceso a estos servicios más 
universal y eficiente.

Una vez más Chile, desde INDAP, 
con sus diversos programas de aplicados 
por sus direcciones regionales, es quien 
ofrece continuidad y un modelo más aca-
bado y estructurado sobre el tema, consis-
tente con el modelo general de impulsar 
la tecnificación, el aumento d la produc-
ción y la productividad de la AFCI y su in-
serción en los mercados.

Brasil desde su sistema federal en-
cabezado por la Agencia Nacional de Asis-
tencia Técnica y Extensión Rural (ANA-
TER), creada en 2014 bajo la forma de 
Servicio Social Autónomo y con referen-
cia en el Programa Nacional de Asistencia 
Técnica y Extensión Rural, busca la coor-
dinación y articulación con las empresas 
de ATER en los Estados brasileños y con 
las empresas de servicios privadas. Asi-
mismo, coordinar estos servicios con las 
políticas públicas y orientaciones emer-
gentes, primero del MDA y luego de la 
SEAD, especialmente con el apoyo des-
de la ATER a los sucesivos Planes Zafra 
y al PRONAF. El número de programas 
de ATER y fortalecimiento de capacida-
des para la AFCI y sus organizaciones en 
Brasil ha sido muy extenso.17 La ejecución 
concreta de las actividades se realiza a tra-
vés de los servicios prestados por la RED 
de Empresas de Servicios de Asistencia 
Técnica (EMATER) en cada Estado.

17  Véase el Políticas públicas diferenciadas para la AFCI en 
siete países de ALC. O caso Brasil.

En el caso de Uruguay, los sistemas 
tradicionales de ATER que venían de las 
décadas de los sesenta y setenta fueron 
profundamente reformulados, y hasta eli-
minados durante la década de los noventa, 
ya que no cumplían con sus c ometidos es-
pecíficos. En ese momento se generó una 
especie de Sistema Multiinstitucional de 
Transferencia Tecnológica que, articulada-
mente con el INIA, proveyera la asistencia 
técnica necesaria. Se consolidaron y mo-
dernizaron instituciones como el Instituto 
Plan Agropecuario, el Secretariado Uru-
guayo de la Lana, la Junta Nacional de la 
Granja y se promovió desde el Estado que 
la ATER fuese asumida como servicio por 
cooperativas, sociedades de fomento o gre-
miales de productores. Más cercanamente, 
y a partir de 2005, se crea la Dirección Ge-
neral de Desarrollo Rural (DGDR) en el 
MGAP, con claros cometidos de llevar la 
asistencia técncia a la AF a partir de loca-
ciones en cada departamento y utilizando 
la innovación institucional de las Mesas de 
Desarrollo Rural. Se mantuvo la idea de 
realizar convenios y asociaciones con orga-
nizaciones de productores familiares, so-
ciedades de fomento rural y cooperativas. 

Los consejos regionales del INIA 
juegan un papel de enlace muy relevante 
con las instituciones públicas y privadas 
que luego difunden las tecnologías gene-
radas. No obstante aún es un modelo en 
construcción en el Uruguay.

En Argentina esta función compe-
te al INTA y a los gobiernos provinciales 
y, a pesar de la fortaleza institucional del 
INTA, también es un modelo en cons-
trucción. La transferencia tecnológica 
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verdaderamente aprovechable por la AF 
se da a partir de los recursos del INTA en 
su amplia red de estaciones experimenta-
les, a lo largo y ancho de todo el país y las 
instituciones de los Estados provinciales 
y las organizaciones privadas (gremiales 
y/o asociaciones de productores).

Paraguay tiene un sistema muy 
antiguo, amplio, costoso e ineficiente de 
ATER, ejecutado por la Dirección de Ex-
tensión Agraria (DEAG), cuyo cometido 
es brindar servicios de asistencia técnica, 
organizativa, productiva y comercial a la 
AFC, con enfoque de cadenas productivas 
y basadas en una zonificación agroecológi-
ca. Es un sistema muy cuestionado por in-
eficiente e ineficaz. Procura coordinar con 
los programas del MAG y el INDERT para 
la AFC, pero la relación costo/beneficio 
(presupuesto público aplicado /calidad y 
oportunidad de los servicios prestados) es 
muy baja. Las experiencias de privatiza-
ción de los servicios, a partir del acceso a 
fondos públicos por parte de empresas de 
ATER, no ha sido tampoco bien evaluada.

La ATER en Bolivia corresponde al 
Instituto Nacional de Innovación Agrope-
cuaria y Forestal (INIAF), dependiente del 
MDRyT. Creado en 2008, sustituye inte-
gra y moderniza las funciones que reali-
zaba el Instituto Boliviano de Tecnología 
Agropecuaria (IBTA), en relación a la ge-
neración de C&T y ATER. Es una institu-
ción pública descentralizada, reguladora 
y coordinadora del Sistema Nacional de 
Innovación Agropecuario y Forestal. El 
INIAF tiene como foco principal de sus 
acciones la AFCI y son sus funciones prin-
cipales la investigación, extensión, asis-

tencia técnica, transferencia de tecnología 
agropecuaria, acuícola y forestal, la gestión 
de los recursos genéticos de la agrobiodi-
versidad y los servicios de certificación de 
semillas. El resultado esperado de sus fun-
ciones es: a) mejorar los rendimientos de 
los principales cultivos agroalimentarios y 
de exportación; b) generar ingresos para 
las familias de pequeños y medianos pro-
ductores; c) asegurar la rentabilidad de las 
inversiones, reinversiones y su aprovecha-
miento por los productores; d) cuidar el 
medio ambiente y promover el uso y apro-
vechamiento adecuado de los recursos 
naturales (suelos, agua y biodiversidad/
agrobiodiversidad); e) mejorar las capa-
cidades de adaptación a los efectos de los 
cambios climáticos. No obstante este dise-
ño institucional, que luce moderno, no es 
referido explícitamente por el estudio so-
bre Bolivia, ni tampoco es señalado por los 
dirigentes de la AFCI, mientras que en su 
percepción las funciones de C&T y ATER 
son muy discutidas y, en cuanto a acceso 
y resultados, no están cerca de colmar ex-
pectativas y llenar necesidades.

En el Perú los servicios de ATER 
están semiprivatizados y son cumplidos 
tanto por empresas de servicios en este 
campo, como por la plataforma SERVIA-
GRO del Ministerio de Agricultura y Rie-
go. Se articulan con programas naciona-
les como el ya mencionado, pero también 
con Mi Riego o Haku Wiñay / Noa Jya-
tai de FONCODES del MIDIS. Si bien se 
presentan como proyectos que pretenden 
atender las necesidades de la pequeña 
producción agrícola, en los hechos están 
alineados con los principios de promover 
la producción y productividad de la agri-
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cultura exportadora. Tampoco hay en este 
caso una percepción sobre que la AFCI se 
beneficie de las actividades en estas áreas 
de la política y ni siquiera que la política 
exista efectivamente.

Hay que mencionar que en todos los 
casos la orientación de los programas o 
instituciones está centrada en la produc-
ción, productividad y competitividad de las 
unidades productivas agropecuarias. No 
obstante, en casi todos los casos también 
se incorporan disciplinas y actividades que 
van más allá de lo productivo y que tienen 
que ver con la capacitación, la formación, 
el fortalecimiento organizacional y la for-
mación y divulgación de las herramientas 
asociativas para ganar competitividad.

A continuación, se presenta un cua-
dro comparativo entre los siete países de 
este tipo de políticas de apoyo a la produc-
tividad y competitividad de los sistemas 
de producción familiares. Se incorporan al 
análisis presentado en el cuadro las políti-
cas medio ambientales, de manejo de los 
recursos naturales y cambio climático, que 
han sido relevadas en los estudios y que ha-
cen parte del conjunto de políticas vincu-
ladas al desempeño productivo de la AFCI.

Este conjunto de políticas, mayori-
tariamente, son diseñadas y aplicadas por 
los ministerios de medio ambiente, pero 
con una muy fuerte participación de los 
ministerios de agricultura, y ocurren en 
varios casos tensiones entre ambos espa-
cios institucionales por cuestiones de pre-
eminencia en las orientaciones políticas y 
presupuestales del Estado y por áreas de 
competencia en materia de servicios. Esto 

es más grave aún, cuando el cruce se da con 
las instituciones estaduales o provinciales.

3.6.2.4. Servicios  
financieros rurales

Históricamente, las políticas sec-
toriales orientadas al sector agrícola, pe-
cuario y forestal, han tenido siempre tres 
componentes ineludibles: i) el crédito, 
orientado básicamente a financiar 
el capital de trabajo de los agricul-
tores, renovado zafra a zafra y que 
en general se amortiza con la comercia-
lización de la producción y crédito de 
mediano plazo, para inversiones en 
las fincas, ya sea en obras civiles pro-
ductivas necesarias o bienes de capital, 
equipos, herramientas y maquinaria la 
asistencia técnica a los cultivos y/o a las 
actividades de cría y recría en producción 
animal; ii) el crédito a la comerciali-
zación de los productos, o sea, el pre-
financiamiento de las ventas de aquellos, 
y también asistencia para montar o hacer 
funcional canales comerciales propios de 
los productores; iii) la asistencia técnica 
a los cultivos18 y/o actividades de produc-
ción animal, que apuntarían a garantizar 
el buen manejo de la producción y alcan-
zar así una mayor producción y producti-
vidad, que entre otras cosas garantizaran a 
los bancos la recuperación de los créditos. 
18  La asistencia técnica que se menciona aquí es la estricta-
mente vinculada a las operaciones de crédito a la producción. 
En general, las instituciones de crédito no bancarias (también 
bancarias, en algún caso), relacionadas con los ministerios de 
agricultura, montan mecanismos de asistencia técnica agronó-
mica y/o veterinaria, ya sea para orientar al productor al mejor 
manejo de los cultivos y animales, o para supervisar el uso de 
los dineros concedidos en el crédito; también para supervisar 
las garantías prendarias en cultivos y semovientes. Fue un me-
canismo muy común, utilizado en nuestra región durante las 
décadas de 1960, 1970 y 1980, denominado crédito supervi-
sado. De allí que instituciones como el CAH en Paraguay o el 
BROU en Uruguay (en este caso ya no más) tuviesen depar-
tamentos de asistencia técnica muy importantes en cuanto a 
su cobertura y al número de profesionales destacados en ellos.
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Desde la década de los 50 en ade-
lante, este modelo de política pública, 
se ha aplicado, con ajustes y variaciones 
en todos los países y a todos los tipos de 
productores (grandes, medianos y peque-
ños), con la única exigencia de demostrar 
sus capacidades como tales, en algunos 
casos garantías reales y/o hipotecarias so-
bre bienes inmuebles, básicamente la tie-
rra, y también garantías prendarias sobre 
cosechas, maquinarias, equipos, ganado.

Durante todo ese tiempo (cinco dé-
cadas) y con las obvias fluctuaciones en 
la aplicación de las políticas, el paquete 
señalado hizo parte de las herramientas 
estándar con las que se manejaron los 
Ministerios de Agricultura y los bancos 
públicos de desarrollo, en sus actividades 
orientadas al agro. La única diferencia-
ción hacia las necesidades de la llamada 
pequeña producción estuvo dada por una 
cierta flexibilidad en las condiciones de 
otorgamiento de los créditos. Es decir, 
menores tasas de interés (subsidiadas), 
subsidio a algún porcentaje del préstamo 
principal (capital prestado), mayores pla-
zos y lo que se le dio en llamar el crédito 
supervisado por agentes técnicos de los 
bancos y/o los ministerios (a veces ambos 
a la vez). Aparecen en escena las carpetas 
de seguimiento a la producción y al ma-
nejo financiero de los establecimientos 
agropecuarios, utilizadas por los aseso-
res técnicos y extensionistas de la época 
como herramienta para facilitar el acceso 
al crédito de los productores.

Con la liberalización y los procesos 
de reforma del Estado de la década de los 
noventa, también el crédito se liberalizó y 

comenzó a manejarse con un enfoque de 
mercado. Es decir que el costo del dinero 
era el costo real por el que se transaban 
los valores en el mercado financiero, los 
plazos de amortización fueron los que se 
justificaran por la actividad que se finan-
ciara y preferentemente garantías reales 
y/o hipotecarias. Una gran cantidad de 
medianos y pequeños productores queda-
ron fuera de este tipo de operativa y tuvie-
ron grandes problemas de acceso al crédi-
to. Claramente la asistencia financiera se 
concentró en los estratos de productores 
de mayor tamaño económico.

Las reglas del llamado Consenso de 
Washington impusieron, entre otras co-
sas, a los sistemas financieros nacionales, 
cumplir con estrictas normas de buen ma-
nejo financiero y respetar las regulaciones 
bancocentralistas, que implicó para mu-
chos agentes financieros abandonar por 
varios años el sector de la pequeña agri-
cultura, lo que hoy llamaríamos AFCI.

Como paliativo a esta situación y 
frente a demandas y movilizaciones de los 
más pequeños productores aparecieron 
una multiplicidad de herramientas para-
financieras y fuera del sistema bancario. 
En muchos casos los propios ministerios 
se encargaban de manejar fondos pre-
supuestales o de financiamiento externo 
para prestar a los más pequeños produc-
tores no sujetos de crédito bancario, sin 
cumplir las normas bancocentralistas y 
por fuera del sector financiero.

Pronto aparecieron anomalías de 
funcionamiento por el imperfecto dise-
ño de las operaciones y las herramientas 
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parafinancieras utilizadas. Fue necesario 
tomar, muchas veces, medidas políticas 
sobre la marcha para atender problemas 
derivados del quebranto en las activida-
des productivas. Estos quebrantos, la ma-
yoría de las veces (cuando no eran genera-
dos por eventos climáticos y/o asociados 
a plagas y enfermedades) generaban altas 
tasas de mora y afectaban toda la cadena 
de pagos, a partir del incumplimiento de 
los productores con sus obligaciones, con 
estos créditos ad hoc. Es un período de 
frecuentes refinanciaciones y de frecuen-
tes condonaciones de deuda. Se genera 
entonces una práctica perversa entre pro-
ductores y agentes púbicos no financieros 
y semifinancieros, que construye la no de-
seada cultura del no pago, muy arraigada 
en determinados sectores.

Otro elemento que es válido para 
todos los países y para toda la región es 
que, ante la ausencia de créditos accesi-
bles y formalizados (públicos o privados), 
las necesidades financieras de la AFCI la 
atienden los intermediarios, comprado-
res de productos, abastecedores de insu-
mos y prestamistas, los cuales llevan el 
costo del financiamiento a niveles side-
rales y profundizan las condiciones de 
marginalidad y pobreza en este sector de 
la población rural.

Desde que a fines de los noventa y 
principios del siglo actual comenzó en 
la región, primero desde Brasil, la cons-
trucción de la idea de generar políticas 
públicas diferenciadas para la AFCI. El 
conjunto de políticas públicas destinadas 
al financiamiento se modificó notoria-
mente. Sin embargo, conservó ese perfil 

vinculante entre asistencia financiera y 
asistencia técnica a la producción.

Los siete estudios nacionales reali-
zados refieren a este conjunto de políticas 
públicas y una vez más este parece ser el 
corazón de todo el conjunto de políticas 
que luego funcionan para hacer sólido y 
sostenible el sistema de servicios finan-
cieros rurales.

En todos los casos este conjunto de 
políticas está vinculado a la definición 
conceptual y jurídica de AFCI o AF y a la 
creación de los registros correspondientes 
en cada país, donde los hay.

Argentina, a pesar de los impor-
tantes cambios institucionales ocurridos 
durante el período 2004/2014, no logró 
una participación significativa del sistema 
financiero formal —ni aún sus bancos pú-
blicos— en el financiamiento de la AFCI. 
Algunos bancos públicos provinciales sí 
se encargaron de atender de alguna forma 
las necesidades el sector, pero más ligados 
a la visión política del gobierno provincial 
del momento, que a una estrategia clara de 
inserción de sus servicios financieros en el 
medio rural agropecuario y en atención de 
la AFCI. En algún caso las cooperativas de 
ahorro y crédito asumieron parte de estos 
préstamos, restringiéndolos al corto pla-
zo y al capital de trabajo. Las necesidades 
de crédito y otros servicios financieros se 
siguieron atendiendo con fuentes presu-
puestales de la Secretaría de Agricultura 
Ganadería y Pesca (SAGPYA), y luego del 
Ministerio de Agroindustria, a través de 
sus programas específicos con financia-
miento externo, desde la UCAR y desde el 
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INTA (ligado en este caso a la adopción 
de tecnología). En todos los casos esta fue 
una asistencia financiera estratégica en 
cuanto a actividades y productores a fi-
nanciar. Para nada masiva o universal.

Para Bolivia la cuestión de los servi-
cios financieros rurales y en particular del 
crédito a las unidades productivas fami-
liares no es claramente identificable como 
una línea de política pública. Por ejemplo, 
la ley n.° 144 de Revolución Productiva 
Comunitaria Agropecuaria de 2011, en los 
artículos entre el 13 y el 29 describe las 
políticas. Estas son 16.19 Las necesidades 
financieras para implementar este tipo 
de políticas definidas en la ley se realiza 
con presupuesto público, principalmente 
del MDRyT, mediante transferencias a los 
gobiernos autónomos departamentales 
y municipales. No hay mención en el es-
tudio específico de Bolivia a una política 
particular de servicios financieros rurales, 
a crédito agropecuario y/o a la participa-
ción del sector financiero formal. La ley 
de la creación de OECA y OECOM fortale-
ce esta idea de atender las necesidades de 
financiamiento de las unidades producti-
vas a través de recursos presupuestales o 
de cooperación internacional.

Brasil ha hecho del crédito de di-
ferente tipo y categoría, y para diferentes 

19  Ley n.° 144 de Revolución Productiva Comunitaria Agrope-
cuaria: 16 políticas: i) Fortalecimiento de la unidad producti-
va; ii) conservación de áreas para la producción; iii) protección 
de recursos genéticos naturales; iv) fomento a la producción; 
v) acopio reserva, transformación e industrialización;vi) in-
tercambio equitativo y comercialización; vii) promoción del 
consumo nacional; viii) investigación, innovación y saberes 
ancestrales; ix) servicios de sanidad agropecuaria e inocuidad 
alimentaria; x) gestión de riesgos; xi) atención a emergencias 
alimentarias; xii) garantía de provisión de alimentos a la po-
blación; xiii) garantía de una alimentación y estado nutricional 
adecuados; xiv) gestión territorial indígena, originario y cam-
pesino; xv) seguro agrario universal; xvi) transferencias 

fines y tipo de AFCI, la política más em-
blemática de todo su sistema de atención 
al sector. El PRONAF es el eje principal 
o la columna vertebral, que articula toda 
otra serie de políticas20 que terminan 
siendo la mayor garantía de buen suceso 
para el AFCI y de buen suceso para las 
instituciones financieras que participan 
en la política de crédito. Comenzando con 
la caracterización del destinatario de los 
recursos, a partir de la Declaración de Ap-
titud para el RONAF (DAP), que permite 
diseñar las líneas de asistencia financiera, 
de acuerdo a las características y capaci-
dades de los distintos tipos de AFCI. Lue-
go una serie de instrumentos coadyuvan 
a que, una vez encarada la producción 
agrícola o ganadera en las fincas, el resul-
tado económico permita al productor col-
mar sus necesidades y sus expectativas de 
renta o alcanzar la renta real propia que el 
negocio permite, pero antes de ello cum-
plir con sus obligaciones financieras. De 
ahí que los indicadores de inadimplencia 
financiera sean muy bajos. Además de 
esto el conjunto de instrumentos (progra-
mas) utilizados en forma articulada con el 
PRONAF, tiene la posibilidad de generar 
una sinergia y potenciación de las herra-
mientas en cuanto resultados.

La asistencia financiera se programa 
año a año a partir de los sucesivos Planes 

20  Conjunto de políticas en Brasil que se aplican articulada-
mente con el PRONAF y que en conjunto permiten alcanzar 
un resultado económico a nivel de cada unidad productiva 
que satisface sus necesidades de seguridad alimentaria, de 
ingresos, de renta y cumplir con sus obligaciones financieras 
con la institución que finalmente le otorgó el préstamo. Estas 
son: i) Garantía SAFRA; ii) Programa de garantía de precios 
para la AF; iii) Programa de garantía de precios mínimos para 
productos de la sociodiversidad; iv) Programa de garantía de 
la actividad agropecuaria; v) programa de adquisición de ali-
mentos; vi) Programa de alimentación escolar; vii) Programa 
de producción y uso de biodiesel; viii) Programa de Extensión 
Rural (ATER).
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Zafras y la dimensión de los recursos vol-
cados al sector depende de dos factores. 
Una evaluación de las demandas, necesi-
dades y de la orientación de las políticas 
que se realiza en conjunto con las organi-
zaciones gremiales de la AFCI y de la dis-
ponibilidad de recursos presupuestales.

El sistema financiero conformado 
por los bancos públicos (federales y es-
taduales) y por el sistema financiero pri-
vado (bancos y cooperativas) atiende a 
cada agricultor o agricultora, a partir de 
la demostración de sus aptitudes, las que 
se confirman con su DAP.

El sistema establece y se alimenta 
de un mix de recursos. Unos provenien-
tes del presupuesto público y otros que 
son los propios recursos financieros de las 
propias instituciones bancarias. Las insti-
tuciones aplican sus recursos cumpliendo 

con las normas del Banco Central. Inclu-
sive existe una norma de este banco que 
año a año analiza la situación en el Comité 
de Política Económica del Gobierno y per-
mite movilizar recurso de los encajes ban-
carios, hacia el financiamiento de la AFCI.

Brasil dispone también de un Pro-
grama Nacional de Crédito Fundiario, 
destinado a financiar la compra de tierras, 
tanto por aquellos agricultores asistidos 
por el programa de regularización fundia-
ria como por aquellos AFCI que tienen la 
oportunidad de participar en el mercado 
formal de tierras.

En el caso de Chile los programas 
de crédito a la producción hacen una par-
te muy importante de las herramientas 
con las que cuenta el INDAP y que son 
aplicadas tanto a productores individua-
les como a grupos o asociaciones de ellos. 
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Son recursos de presupuesto público y 
utilizan gran parte de los recursos asigna-
dos al INDAP, que, a su vez, son la ma-
yor parte de los recursos presupuestales 
del Ministerio de Agricultura. La política 
agrícola chilena se apoya en la definición 
de seis ejes temáticos.21 El eje temático de 
desarrollo de la competitividad establece 
las siguientes herramientas para su eje-
cución: a) innovación y e investigación, 
b) transferencia tecnológica y moderniza-
ción de la gestión de las unidades produc-
tivas; c) formación de recursos humanos 
y capacitación; d) financiamiento y e) fo-
mento a la asociatividad.

Igual que en el caso de Brasil, el IN-
DAP dispone de una serie de herramien-
21  Ejes temáticos de la política agrícola chilena: i) gestión de 
riesgos y estabilización; ii) desarrollo de mercados internos y 
externos; iii) mejoramiento de la productividad de los recursos 
naturales; iv) desarrollo de la competitividad; v) sanidad, am-
biente, inocuidad y calidad; vi) desarrollo forestal.

tas (Programas) que entre todas coadyu-
van al buen éxito de la gestión productiva 
y económica del agricultor y al mismo 
tiempo a la buena gestión de los recursos 
financieros, los cuales se potencia y po-
tencian las otras herramientas. El INDAP 
maneja un programa de crédito directo a 
los productores, de corto y mediano plazo. 
La asistencia se presta a aquellos destina-
tarios que presenten actividades produc-
tivas a ser financiadas y que demuestren 
ser económica y financieramente perti-
nentes de ejecutar. Estos proyectos están 
asesorados por los equipos regionales de 
asistencia técnica del Instituto.

Los créditos de corto plazo se desti-
nan a financiar capital de trabajo. Se es-
tablecen condiciones compatibles con las 
características del agricultor en relación 
a la capacidad de generación de recursos, 
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lo cual debería permitirle la cancelación 
total de la obligación dentro del plazo de-
finido, el cual es inferior a un año. Esta lí-
nea permite financiar los insumos para la 
explotación como semillas, fertilizantes, 
contratación de mano de obra, compra de 
forraje, pago de derechos de agua, arrien-
do de maquinaria agrícola, entre otras. Su 
modalidad de pago puede ser establecida 
de acuerdo con los flujos de ingresos del 
productor. Estos créditos pueden ser rea-
justables o no reajustables. 

Los créditos de largo plazo tienen un 
plazo superior a un año y con un máximo 
de diez. Su modalidad de pago puede ser 
establecida en cuotas anuales, mensuales, 
semestrales u otras, de acuerdo con los flu-
jos de ingresos del productor. Estos crédi-
tos son reajustables y su principal objetivo 
es financiar inversiones en activos fijos, in-
cluido el capital de trabajo determinado en 
el respectivo proyecto; también financia el 
capital de trabajo de actividades cuya ca-
pacidad de generación de recursos no per-
mite el pago total dentro de un año.

En el caso de Paraguay, en el espa-
cio institucional del MAG, existe una ins-
titución especializada en el otorgamiento 
de crédito a la producción agrícola y en es-
pecial a la AFCI. Esta es el Crédito Agríco-
la de Habilitación. El CAH tiene una am-
plia red de oficinas locales por todo el país 
y una cercanía con los productores. Tiene 
sus propios equipos de asesores técnicos, 
aunque en casos coordina con la DEAG. 
Es una entidad autárquica no financiera 
que está relativamente controlada por el 
Banco Central, aunque esta caracterís-
tica está aún confusa en la legislación y 

ha sido siempre motivo de controversias, 
en el seno del propio Estado. Este punto 
tiene relevancia dado que determina los 
grados de libertad con los que el CAH de-
termina sus propios sujetos de crédito. El 
CAH se fondea con fondos presupuesta-
les del MG y con las recuperaciones de la 
cartera. A lo largo del tiempo el CAH ha 
debido soportar varias leyes e iniciativas 
de condonación de deudas, refinancia-
miento o reperfilamiento de las mismas, 
lo que ha afectado su solidez patrimonial 
e institucional, y no siempre ha genera-
do buenas prácticas con los destinatarios 
del crédito. El CAH dispone básicamente 
créditos para capital de trabajo de corto 
plazo y algunas líneas para financiar in-
versiones en las unidades productivas a 
plazos intermedios. Claramente el CAH es 
la institución que más recursos aplica al 
financiamiento de la AFCI y que atiende 
—ella misma— el mayor número de bene-
ficiarios. No obstante este número apenas 
supera el 10 % de la AFCI que estima el 
censo nacional.

La otra institución financiera rele-
vante es el Banco Nacional de Fomento, 
que, cumpliendo sus cometidos, desti-
na fondos propios y fondos recibidos de 
fuentes de cooperación financiera inter-
nacional a programas de apoyo a la AFCI, 
aunque su orientación general más clara 
está en el financiamiento de unidades 
productivas mayores y del agronegocio.

Paraguay utilizó durante muchos 
años la cooperación internacional para 
sustituir al sector financiero en la aten-
ción de las demandas de la AFCI. Varias 
entidades como el BID, el Banco Mundial, 
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el FIDA, la CAF y cooperaciones bilatera-
les como la del Japón, Alemania, Estados 
Unidos, Unión Europea han aportado re-
cursos a diversos programas de desarrollo 
de la AFCI, que en cierta manera ayudaron 
a financiar sus actividades de producción 
e inserción en los mercados. Existieron 
por años en este país fondos especiales 
de crédito sectorial, no bancarios como el 
Fondo de Desarrollo Campesino (FDC), 
fondeado con recursos presupuestales y 
recursos del FIDA. Esto fue disuelto du-
rante el proceso de reforma de la banca 
pública a comienzo de los años 2000.22

Con la creciente estabilidad de la 
economía paraguaya, a partir de los años 
2004-2005, y hasta hoy día, la racionali-
dad que se le quiso imponer al sector finan-
ciero a partir del proceso de reforma de la 
banca pública (2006) —que al eliminar los 
fondos sectoriales parabancarios creó la 
Agencia Financiera de Desarrollo (AFD)— 
y durante las gestiones en el Ministerio 
de Hacienda de Dionisio Borda, fue la de 
atender las necesidades de la AFCI a tra-
vés de un sistema financiero organizado, 
que no generara competencias desleales 
hacia sí mismo, que racionalizara la asis-
tencia, que aplicara la normativa banco-
centralista y que utilizara como referentes 
tanto el BNF como el CAH, bajo supervi-
sión del Banco Central, para crear condi-
ciones de asistencia financiera específica y 
diferenciada según el tipo de productores 
al estilo PRONAF. Incluso se creó el pro-
pio PRONAF en el Paraguay. Con la esta-
bilidad y la racionalidad que lentamente 
se quiso incorporar al funcionamiento del 

22  De estos fondos aún perdura el Fondo Ganadero.

sistema, en los últimos años se fueron in-
teresando cada vez más en la AFCI, como 
clientes financieros, los bancos privados,23 
las cooperativas de crédito y las empresas 
financieras. Se establecieron sistemas de 
garantía especiales por parte del MAG y 
con la participación de organizaciones y 
cooperativas de la AFCI que permitieron 
aumentar el número de productores aten-
didos. No obstante, el número de AFCI 
que acceden al crédito no supera el 30 % 
de los registrados en el censo nacional.

En el caso del Perú, el informe na-
cional indica que, en materia de financia-
miento hacia la AFCI, no está concebido 
como una política sistémica que opera 
igual o con herramientas similares en 
todo el país. Se aplica una mezcla de he-
rramientas, unas que provienen de pro-
gramas de desarrollo específicos, ya sea fi-
nanciados con fondos presupuestales o de 
la cooperación internacional y las líneas 
que —aunque limitadas— ofrece AGRO-
BANCO, que es la principal entidad finan-
ciera, especializada en agricultura y par-
ticularmente atiende productores parte 
de la AFCI. Esta institución ahora mismo 
está sufriendo una grave crisis financiera 
y hay proyectos que impulsan su cierre y 
su transformación en otra entidad finan-
ciera saneada (MIAGRO). En resumen el 
país no tiene una política definida de cré-
dito orientada a la AFCI, en forma dife-
renciada, amplia y universal, sino que usa 
los recursos presupuestales en programas 
y proyectos específicos, parciales y acota-
dos en el tiempo y en los territorios.

23  La banca privada en Paraguay siempre financió cerca del 
50 % de las necesidades de crédito del agronegocio.
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Uruguay tiene un sistema institu-
cional que, desde el MGAP, define y orien-
ta las políticas públicas para la AF. No obs-
tante en materia financiera se opera con 
los mecanismos de mercado. Desde los 
programas y las políticas, el gobierno esta-
blece mecanismos que alientan y facilitan, 
incluso aseguran riesgos al sector banca-
rio público y privado para inducirlos a to-
mar clientes de la AF. El principal opera-
dor financiero en el sector es el Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU) y 
luego viene la banca privada, las coopera-
tivas de crédito y fondos de microcrédito, 
aunque estos en una proporción muy baja 
de cobertura. La orientación de la política 
en Uruguay es facilitar a los agricultores 
familiares el acceso a las herramientas 
financieras que ofrecen las entidades de 
este tipo en el mercado, sin sustituirlas y, 
en cambio, agregando recursos que permi-
tan reducir los costos financieros de tran-
sacción del dinero para los productores y 
bajar riesgos a ambas partes. Los créditos 
que son dirigidos a la AFCI en particular 
están vinculados a los programas que se 
impulsan desde la DGDR del MGAP. Se 
establecen acuerdos y convenios con las 
instituciones financieras para atender las 
necesidades de crédito.

Finalmente hay que decir que el 
BROU tiene sus propias políticas e ins-
trumentos para atender las demandas de 
financiamiento del sector agropecuario y, 
dentro de este, a la AF.

En relación con las políticas e ins-
trumentos vinculados al medio ambiente 
(uso, manejo y conservación de los recur-
sos naturales, suelos, agua, flora y fauna 

nativa), la realidad en los diferentes paí-
ses es muy variada y, como se aprecia en 
el cuadro 6, la región está aún en el debe 
en cuanto a políticas activas. Una razón 
de ello es la falta de coordinación y arti-
culación de políticas e instrumentos en-
tre los ministerios de Agricultura y los de 
Medio Ambiente, cuando no se encuen-
tran decididamente enfrentados con he-
rramientas contradictorias de regulación 
y promoción. La AFCI no es, en general, 
reconocida desde las políticas y la legisla-
ción como un sector que desde sistemas de 
producción diversificados puede favorecer 
las políticas conservacionistas, sin desme-
dro de la productividad y competitividad. 
E inclusive ser agente de protección am-
biental y realizar para la sociedad servicios 
ambientales reconocidos y con valor ecnó-
mico. Este tipo de política pública está aún 
muy lejos de la realidad de nuestra región.

La AFCI ha sido el sector más afecta-
do negativamente por los efectos del cam-
bio climático. La AFCI está afincada en 
los territorios con lazos productivos pero 
también sociales, culturales y familiares, 
y no tiene la escala de las grandes empre-
sas y corporaciones agícolas que diversifi-
can sus locaciones para la producción en 
varios territorios. La AFCI sufre las con-
secuencias de plagas, enfermedades agrí-
colas y desastres naturales, derivadas del 
cambio climático, sn tener una legislación 
que en primer lugar prevenga, atienda 
luego los efectos y finalmente le permita 
construir resiliencia. En los trabajos no 
aparecen estas políticas reflejadas, salvo 
en alguna medida por aquellas que apun-
tan al manejo del riesgo, y sobre todo en 
Brasil y Uruguay.
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Cuadro 6. Comparación de políticas de inversiones de apoyo  
a la productividad y competitividad de la AFCI

Área/instrumento ARG BOL BRA CHI PAR PER URU

Desarrollo C&T – investigación

ATER

Crédito para inversiones en fincas

Crédito para capital de trabajo

Crédito para comercialización

Crédito para actividades asociativas

Servicios financieros rurales

Seguro de clima y/o cosecha

Seguro de renta

Manejo de los recursos naturales

SDP en ecosistemas frágiles

Manejo y recuperación del ecosistema 

Manejo de pasturas naturales

Pago por servicios ambientales

Cambio climático

Uso y manejo del suelo

Uso y manejo del agua

Construcción de resiliencia

Manejo del riesgo

Adaptación y mitigación

Organización y gestión de los factores de producción

Diversificación productiva y del uso del suelo

Complementación asociativa

Medioambiente

Nota: El color verde indica que estas políticas están presentes 
en forma permanente o con continuidad en el país, ampliamente 
distribuidas territorialmente, accesibles por los destinatarios y 
en general bien valoradas por la dirigencia, tanto en la necesidad 
de que existan como en su aplicación. El color amarillo indica 
que muchas veces se discontinúan, su accesibilidad no es tan 
notoria y la opinión que tienen los dirigentes de la AFCI es de 
insatisfacción, ya sea con su diseño o con su aplicación. El color 

rojo indica ausencia de las políticas, manifiesta discontinuidad 
por largos períodos, desconocimiento por parte de la dirigencia 
y la expresión de insatisfacción por este motivo. Este código de 
colores se aplica también a los cuadros 7, 8 y 9.

Fuente: Estudios sobre políticas públicas diferenciadas en los 
siete países en que la COPROFAM tiene organizaciones nacio-
nales representativas de la AFCI afiliadas.
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A partir de las políticas de conserva-
ción de suelos llevadas a cabo por los ser-
vicios especializados de los ministerios de 
Agricultura o derivadas (en forma secun-
daria) de los sistemas de uso y manejo de 
las aguas con fines de riego, hay un reco-
nocimiento desde las políticas que el siste-
ma de producción diversificado de la AFCI 
es favorable para mejorar la organización 
y gestión de los factores de producción.

3.6.3.	 Políticas de tierras

Este ha sido un conjunto de políticas 
de gran preocupación para la AFCI. Los 
temas de las condiciones de acceso a la 
tierra, las condiciones de seguridad jurí-
dica en la tenencia, formalización de dere-
chos, regularización de títulos. El interés 
de evitar la judicialización de los proble-
mas de acceso y tenencia a la tierra y mu-
cho más evitar la criminalización de este 
tema por parte del Estado, desde las rei-
vindicaciones y protestas, como ha ocu-
rrido en ciertas zonas de Brasil, Argentina 
y Paraguay en varias ocasiones. El Estado 
ha desarrollado una serie de herramien-
tas en procura de aliviar estas tensiones 
y asegurar el acceso a la AFCI a las tierras 
en forma estable y segura.

Varios países han desarrollado pro-
gramas de reforma agraria, el más des-
tacado es Brasil. Uruguay se destaca por 
el sistema de entrega en arrendamiento 

de las tierras a los productores de su Ins-
tituto Nacional de Colonización y el sis-
tema de intervención estatal en las tran-
sacciones de tierras otorga prioridad de 
compra a este Instituto. El INC de Uru-
guay ha aumentado en los últimos años 
su cartera de tierras por compras en el 
mercado a partir de este mecanismo. Es-
tas tierras han sido puestas a disposición 
de la AFCI, a título individual y en expe-
riencias colectivas.

Con el mismo criterio que el cuadro 
6 se presenta a continuación, también, un 
cuadro comparativo de la situación de es-
tas políticas en los siete países.

En los siete países, pero con mucho 
mayor énfasis en Brasil existe un progra-
ma muy potente de regularización fundia-
ria. También créditos fundiarios para el 
acceso a la tierra que se ofrece en transac-
ciones de mercado por parte de AFCI.

En el caso de la Argentina la situa-
ción es más compleja, ya que la competen-
cia sobre el uso de los recursos naturales 
y en particular de la tierra es provincial. 
Esta realidad ha generado muchas tensio-
nes y conflictos, sobre todo en las provin-
cias del norte del país por la falta de crite-
rios generales y de políticas de derechos 
en este sentido.
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3.6.4.	 Inserción comercial y mercados

Aparecen muy poco mencionadas 
las políticas de promoción comercial, de 
facilitación de comercio y de asistencia 
técnica para el acceso a mercados. Esto 
parece ser bastante extraño, ya que las 
políticas sanitarias fitosanitarias, inocui-
dad de los alimentos y normas bromato-
lógicas, todas ellas son en la realidad ver-
daderas barreras al comercio formal de 
productos de la AF. 

Una vez más, como ya adelantamos, 
el SAG de Chile es la institución que más 
ha desarrollado actividades de asistencia 
técnica e información y atendido las ne-
cesidades de la AFCI. En Argentina la 
el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad 
Agroalimentario (SENASA) se ha preocu-
pado en los últimos años de incorporar la 
problemática de acceso a mercados, vin-
culada a las regulaciones sanitarias y fito-
sanitarias por parte de la AFCI.

Cuadro 7. Análisis comparativo de las políticas referidas a la tierra

Área/instrumento ARG BOL BRA CHI PAR PER URU

Condiciones de seguridad jurídica 
en el acceso y tenencia 

Formalización de derechos 
y regularización de títulos

Regularización en las condiciones 
de tenencia en tierras fiscales

Programas de reforma agraria

Créditos fundiarios para el acceso a la tierra

Acceso a la propiedad

Acceso a través de sistemas de arrendamiento

Servicios vinculados a la tenencia de la tierra

 

Referencias de colores: véase nota al pie de cuadro 6.

Sin embargo, en los diversos estu-
dios no hay mención a: i) políticas y ac-
tividades que informen sobre las regula-
ciones vigentes de acceso, las normas a 
cumplir y la tecnología a ser usada para 
ello; ii) políticas y actividades que pres-
ten asistencia técnica y capacitación en 
este sentido; iii) políticas de subsidios fo-
calizados a la aplicación de estas normas 
por parte de los agricultores familiares en 
lo que requiere a inversiones prediales o 
extraprediales y la necesaria adecuación 
de los sistemas productivos; iv) créditos 
especiales con los mismos fines (inversio-
nes, insumos, envases).

Hay un gran desconocimiento so-
bre estos puntos por parte de la AFCI, lo 
cual ha sido manifestado por sus dirigen-
tes. Parecería que en el mejor de los casos 
con el estímulo a la producción alcanza y, 
en opinión de estos, la realidad muestra 
que no es así. Sobran ejemplos en que las 
normas cuarentenarias y bromatológicas 
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son determinantes y eliminatorias. Ni que 
hablar si se piensa en exportar. Normas 
de calidad, de trazabilidad, certificación. 
Trabajo infantil o trabajo decente, de cui-
dados ambientales, se suman a las demás.

Es necesario —y así se reclama— que 
haya servicios del Estado que permitan 
capacitar a los AFC y sus organizaciones 
sociales y cooperativas, en estos extremos 

de la normativa, en caso contrario los es-
fuerzos de mejorar la productividad y la 
calidad serán en vano.

Tampoco aparece, ni como política 
ni como demanda, la participación de las 
organizaciones de la AFCI en las negocia-
ciones comerciales agrícolas. Estas son tan 
importantes tanto para: a) acceder a nue-
vos mercados que eventualmente se abren 

Cuadro 8. Políticas de facilitación de comercio y acceso a los mercados 

Área/instrumento ARG BOL BRA CHI PAR PER URU

Existencia de medidas sanitarias y 
fitosanitarias universales

•  Estándares diferenciados a cumplir 
    por la AFCI. Plazos y condiciones

Estimulo a la creación y fortalecimiento 
del asociativismo y el cooperativismo

Sello y marcas distintivas de los 
productos de la AFCI en los mercados

Programas de 
compras públicas

Estímulo a las alianzas productivas 
con el sector comercial privado

•  Información disponible y oportuna 
    sobre estos y sobre las regulaciones

Normas bromatológicas y 
de inocuidad de los alimentos

•  Información disponible y oportuna 
   sobre los mismos y las regulaciones

•  Asistencia técnica y capacitación 
   en procesos inocuos

•  Asistencia técnica focalizada en estas 
   medidas cuarentenarias

•  Financiamiento y/o subsidios especiales 
    para adecuación

•  Financiamiento y/o subsidios especiales 
    para adecuación

Referencias de colores: véase nota al pie de cuadro 6.
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con los acuerdos (medidas ofensivas); b) 
conocer y actuar en consecuencia con el 
acceso al mercado doméstico de productos 
en competencia con aquellos producidos 
por la AFCI y evitar la competencia desleal; 
c) fijar las condiciones de acceso al propio 
mercado (medidas defensivas).

esta materia. En este caso se incorporan 
las políticas y medidas de estímulo, capa-
citación e inversiones en apoyo del coope-
rativismo, porque, como ya fue presenta-
do, esta es considerada una herramienta 
especialmente válida para la inserción 
competitiva de la AFCI en los mercados.

3.6.5.	 Políticas transversales

Hay una serie políticas que se defi-
nen como transversales, ya que aplican y 
cruzan al resto de las políticas y que tien-
den a considerar temas especiales y críti-
cos para resolver cuestiones estructurales 
de derechos y sostenibilidad de la AFCI. 
Especialmente las políticas vinculadas a 

No se mencionan medidas y perío-
dos de adecuación comercial vinculadas a 
los acuerdos o tratados de libre comercio, 
negociados o en negociación. Estas condi-
ciones se definen durante las negociacio-
nes y son determinantes para la sobrevi-
vencia de miles de AFCI.

En el cuadro 8 se presenta un aná-
lisis comparativo de los siete estudios, en 

Cuadro 9. Políticas transversales 

Área/instrumento ARG BOL BRA CHI PAR PER URU

Instancias de diálogo político 
institucionalizadas y representativas (*)

Espacios institucionalizados dentro 
del gobierno a nivel nacional

 Espacios institucionalizados dentro del gobierno 
a nivel estadual/provincial/municipal

Fortalecimiento organizacional y financiamiento 
operativo a las organizaciones de AFCI

Estímulo a la creación y fortalecimiento 
del asociativismo y el cooperativismo

Programas de apoyo al afincamiento 
de la juventud rural 

Políticas de género que se expresan en 
instrumentos concretos que reconocen 
a la mujer rural como sujeto de las 
políticas y beneficiaria de los recursos 

Secciones nacionales de la REAF

Comités nacionales de la AF

(*) Véase el punto 3.5.2. del presente informe.

Referencias de colores: véase nota al pie de cuadro 6.
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la equidad de género y mujeres rurales y 
las de afincamiento y generación de opor-
tunidades para la juventud rural.

En el cuadro 9 se presenta también 
la comparación de la situación relevada 
por los estudios nacionales.

3.7.	 La agenda regional:  
recomendaciones de la REAF 
Mercosur al Grupo Mercado 
Común (GMC)24

Este punto del informe considera la 
evolución de la agenda de la REAF Merco-
sur y en especial mira por sus resultados.

Como fue significado en el punto 2.5 
del presente informe, vale manifestar el 
doble carácter de la REAF. Por un lado y 
desde el punto de vista jurídico institucio-
nal, es un órgano asesor del Consejo del 
Mercado Común y del Grupo Mercado 
Común (órganos ejecutivos del Mercosur, 
en materia de agricultura familiar). Por 
otro lado, la REAF se ha transformado por

24  Véase Anexo III. Extracto de las actas de la Reunión Espe-
cializada en Agricultura Familiar (REAF Mercosur).

 historia, por vigencia y por resultados, en 
la plataforma de diálogo de políticas pú-
blicas sobre AFCI, más importante en la 
región (Mercosur ampliado).

A la fecha de la realización, de este 
informe ha tenido veintiocho (XXVIII) 
reuniones consecutivas a nivel regional, 
respaldadas por secciones nacionales y el 
trabajo de cinco grupos temáticos (GT) 
permanentes y varios ad hoc. Los GT per-
manentes responden a los temas: i) Acceso 
y tenencia de la tierra y reforma agraria; ii) 
Facilitación de comercio, mercados, com-
pras públicas y sello de la AF; iii) Gestión 
del riesgo agrícola, seguro agrícola y con-
secuencias del cambio climático; iv) Afin-
camiento de la juventud rural; v) Políticas 
de equidad de género y mujer rural.

Un análisis interesante es ver los te-
mas que más veces han aparecido y se han 
tratado en las actas de la REAF, lo cual re-
fleja los focos de atención que a lo largo de 
15 años han estado presentes en el diálogo 
político. En el cuadro 10. Se presentan en 
orden decreciente de apariciones.
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Cuadro 10. Temas que aparecen en actas de la REAF,  
ordenados en forma decreciente por cantidad de menciones

Políticas de género para la AF y temas vinculados, como el Programa Regional de Género, 
Violencia contra la mujer en el medio rural.

Acceso y tenencia de la tierra. Reforma agraria,gobemanza responsablede la tierra.

Medio ambiente y gestión de riesgos. Seguro agrícola.

Cambio climático, adaptación, mitigación y construcción de resiliencia.

Juventud rural. Políticas de a�ncamiento para la juventud rural.

De�nición de agricultura familiar. Registros nacionales voluntarios.

Compras públicas.

Sello de la agricultura familiar.

Políticas y directrices para el �nanciamiento de la agricultura familiar.

Seguridad alimentaria y nutricional. Soberanía alimentaria.

Cooperativismo en la AF y políticas de estímulo al asociativismo. Cadenas de valor inclusivas.

Biodiversidad. Producción orgánica. Agroecología. Semillas nativas. Conocimientos ancestrales.

Cooperación técnica, cooperación Sur/Sur e intercambios. Facilitación de comercio. 

Negociaciones internacionales agrícolas.
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Cuadro 11. Principales recomendaciones de políticas, surgidas de la REAF

Fecha, reunión y lugar Recomendación/es elevadas al GMC

Bases para una política de seguro 

Bases para una política de financiamiento 

Bases para una política de género

2005. IV REAF. 
Montevideo

Recomendación sobre políticas fundiarias y acceso a la tierra

Recomendación sobre financiamiento para la AF

2009. XII REAF. 
Montevideo

Bases para la integración y facilitación del comercio 
de los productos de la AF

2006. V REAF. 
Buenos Aires

Directrices para el reconocimiento e identificación de la AF 
en el Mercosur

2007. VII REAF. 
Asunción

Directrices para la igualdad de género en las políticas públicas 
para la AF 

2008. IX REAF. 
Buenos Aires

Directrices para la elaboración de políticas diferenciadas 
de financiamiento para la AF

2008. X REAF. 
Río de Janeiro

Directrices para una política de gestión de riesgos y seguro rural 
para la AF

2009. XI REAF. 
Asunción 

Proyecto de memorándum de entendimiento 
para la administración financiera del FAF 

2010. XIII REAF. 
Mar del Plata

Políticas públicas para las juventudes rurales

Políticas contra la violencia de género en el medio rural 

2017. XXVII REAF. 
Florianópolis

Proyecto de recomendación sobre asistencia técnica 
y extensión rural para la AF

2017. XXVI REAF. 
Buenos Aires

Proyecto de decisión para la renovación del FAF y su reglamento2018. XXVIII REAF. 
Asunción

Reconocimiento mutuo de los registros nacionales 
voluntarios de la AF en el Mercosur

2012. XVIII REAF. 
Caxias do Sul

Recomendación para la aprobación del Año Internacional 
de la Agricultura Familiar 2014

2013. XX REAF. 
Caracas

Como se comentó anteriormente, 
el doble papel y significación de la REAF 
como plataforma de diálogo político, y 
a la vez como órgano asesor del bloque 
de países que conforman el Mercosur 

ampliado, implica mirar cuáles han sido 
las recomendaciones que a lo largo de 
15 años la REAF le ha presentado a los 
órganos ejecutivos del Mercosur y sobre 
cuáles temas.
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Capítulo 4. Situación actual y propuestas  
para una agenda renovada

4.1.	 La situación política,  
fiscal y financiera. 
Disponibilidad de recursos  
y prioridades

La situación actual en la región, con-
siderando el período entre los años 2014 
y 2018, es compleja en varios sentidos. El 
crecimiento de los países, que fue propio 
de la década 2004-2014, con excepciones, 
cambió de signo y se enlenteció. El nota-
ble comportamiento de los mercados de 
commodities, en especial las agrícolas y 
los alimentos, con aumentos sostenidos 
en los precios, se revirtió y fue volviendo a 
los niveles de precios normales para antes 
de la década mencionada. A eso se sumó 
también que las corrientes financieras y 
de capitales que estimularon la inversión 
en los países emergentes como los de ALC, 
también se fue revirtiendo, por lo cual la 
disponibilidad de capital en los mercados 
bajó y se encareció.

Frente a la merma en el crecimiento 
económico los países comenzaron a sufrir 
internamente, y una vez más, desajustes 
presupuestales, caídas en las recaudacio-
nes de impuestos, merma en el comercio 
y en las exportaciones y claramente una 
desaceleración de la demanda interna de 
alimentos. La caída en los guarismos de 
pobreza y pobreza extrema, que duran-
te la década mencionada habían hecho 

de ALC una de las regiones con mayores 
éxitos en el combate a la pobreza, tam-
bién cambiaron de signo y en varios de 
los países de la región la pobreza dismi-
nuyó su ritmo de reducción y en algún 
caso volvió a subir. Esto se ha hecho más 
notorio en 2017/2018.

Crisis financiera, por menor ingreso 
de capitales para inversiones, crisis fiscal 
y menor disponibilidad presupuestal, ma-
yores dificultades en los mercados para 
sostener el ritmo de las exportaciones en 
volúmenes y en precios… todo ello fue 
preparando el terreno para que rápida-
mente aparecieran crisis de gobernabili-
dad en los países y, detrás de ella, dificul-
tades políticas y sociales.

En este escenario se comenzaron a 
dar en la región, y particularmente en los 
siete países estudiados, cambios de go-
bierno con fuertes cambios también en 
la orientación política, ideológica y filo-
sófica. De hecho, sobre fines de 2018, de 
los siete países que en la década anterior 
habían sido gobernados por partidos o 
coaliciones de centroizquierda y progre-
sistas, solo en dos se mantienen gobier-
nos con este perfil ideológico (Bolivia y 
Uruguay). En los otros cinco, el cambio 
se dio hacia partidos o coaliciones de 
centroderecha y con orientaciones eco-
nómicas y financieras liberales.

93
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Estos cambios, unidos a las crisis de 
gobernabilidad —que aún persisten— y 
con ajustes fiscales, generan un escena-
rio nuevo para el enfoque de las políticas 
públicas en general. Cambian las priori-
dades para la inversión pública, basadas 
además de en lo ideológico, en la dispo-
nibilidad de recursos presupuestales y fi-
nancieros. Cambia también la visión que 
desde esta nueva realidad política se ten-
ga de la AFCI, sus aportes a la sociedad y 
al crecimiento y desarrollo de los países y 
a la producción de alimentos.

Los últimos años del período con-
siderado y en particular a partir del 1 de 
enero de 2019 —con el giro radical ocurri-
do en Brasil— país que lideró en la región 
el proceso de visibilización de la AFCI en 
las políticas públicas, indican un fin de 
ciclo que habrá que encarar con nuevas 
estrategias de diálogo político. Esta nueva 
estrategia debería respaldarse con nue-
vas propuestas y mejorando las capacida-
des de las organizaciones a los efectos de 
mantener los logros alcanzados durante 
la década anterior y corregir lo que haya 
que corregir, sin perder el rumbo. Este 
rumbo es el que sostiene la necesidad de 
perseverar y profundizar en nuevas políti-
cas públicas diferenciadas.

Los estudios, ya señalan que en paí-
ses como Perú, Argentina, Paraguay, 
Brasil y Chile, aunque también en Boli-
via y Uruguay, las prioridades de inver-
sión se orientan hacia dotar de competi-
tividad del sector agropecuario y forestal 
globalmente, para enfrentar mercados 
más difíciles y mejorar la oferta interna-
cional de productos en cantidad y cali-

dad. Compensar con mejoras en la com-
petitividad internacional, la caída de 
precios y de la demanda de determina-
dos productos. Disminuir la dependen-
cia de commodities y transformar ciertas 
commodities en specialities a partir de 
cadenas de valor nacionales imbricadas 
en las cadenas internacionales, como el 
caso del café, por ejemplo.

Este enfoque hace variar la prioridad 
de la política de inversión pública hacia 
aquellos sectores económicos productivos 
vinculados al modelo del agronegocio, 
para mejorar así sus condiciones de com-
petitividad internacional. La brecha entre 
los modelos y las diferentes capacidades 
de responder frente a los estímulos de 
mercado —cada vez más débiles— tornan 
una situación mucho más comprometida 
para la AFCI. Esto es señalado con clari-
dad en la mayoría de los siete estudios.

4.2.	 Residualidad vs. vigencia

Frente a la situación relevada en el 
último tramo del período analizado, la 
continuidad de las políticas y las insti-
tuciones especializadas en la AFCI están 
muy debilitadas.

Las políticas pueden permanecer 
como residuales, sin recursos y sin capa-
cidad de gestión, diseño, aplicación y eva-
luación. Se pueden mantener renglones 
presupuestales y hasta las instituciones 
públicas, pero no se llenan de contenido, 
se reducen sus herramientas y sus activi-
dades y hasta se modifica radicalmente la 
institucionalidad, eliminándola, como es 
hoy día el caso de Brasil. 
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En Brasil, a la desaparición del 
MDA en 2014 se suma ahora la dilución 
de las funciones de la SEAD en el MAPA y 
otros ministerios.

Igualmente en la Argentina la eli-
minación del Ministerio de Agroindustria 
(agricultura) y su transformación en secre-
taría, más la pérdida de calidad institucio-
nal de las secretarías creadas para atender 
la AFC y el desarrollo rural, son dos mues-
tras claras de la involución institucional. A 
esto se le suma una pérdida de la capacidad 
institucional y financiera para el manejo de 
la inversión pública orientada al desarrollo 
agropecuario y de la AFCI, con la pauperi-
zación de la UCAR, hoy transformada en la 
Dirección General de Programas y Proyec-
tos Sectoriales Especiales (DIPROSE).

En materia de los espacios para el 
diálogo político el riesgo es similar. Tanto a 
nivel de los países como a nivel de la región, 
la idea de diseñar políticas públicas desde 
abajo hacia arriba y con la amplia partici-
pación de los beneficiarios está perdiendo 
vigencia. Los espacios podrán permanecer, 
pero sus contenidos y acciones irse diluyen-
do por falta de recursos, por falta de repre-
sentatividad, por empobrecimiento de su 
agenda y por falta de atención política.

Está en duda la aprobación de un 
nuevo fondo para la AF en el Mercosur 
(FAF), y también está en cuestión la conti-
nuidad del importante papel que jugara en 
los últimos años el Proyecto Brasil / FAO 
de Cooperación sur / sur, que permitió la 
complementación de recursos con el FAF, 
enriqueciendo las actividades de la REAF y 
aumentando su proyección regional.

4.3.	 La Década de  
la Agricultura Familiar

El 20 de diciembre de 2017, la Asam-
blea General de las Naciones Unidas apro-
bó la resolución 72/239, en la que proclamó 
el período comprendido entre 2019 y 2028 
Decenio de las Naciones Unidas de la Agri-
cultura Familiar. La resolución fue aproba-
da unánimemente tras una fructífera cam-
paña dirigida por el Gobierno de Costa Rica 
y el Foro Rural Mundial y apoyada activa-
mente por la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricul-
tura (FAO), el Fondo Internacional para el 
Desarrollo Agrícola (FIDA) y otros asocia-
dos. El hecho de que 104 Estados miem-
bros hicieran suya la resolución demuestra 
la importancia de la agricultura familiar 
para promover una transformación rural 
sostenible e inclusiva y la consecución de 
los objetivos de la Agenda 2030 y los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Paradojalmente, con esta declara-
ción se constituye en nuestra región la 
situación referida en el punto anterior de 
este informe. Precisamente, esta declara-
ción, que políticamente puede ayudar a 
que la AFCI no pierda visibilidad pública 
ni política a nivel internacional, debería te-
ner un impacto positivo en los países para 
reactivar los espacios de diálogo político y 
refrescar las agendas de discusión sobre 
la AFCI y las políticas diferenciadas que 
le atiendan y le promuevan. Enlazar los 
aportes de la AFCI a una nueva agenda in-
ternacional en esta década desafiante, vin-
culándola con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de Naciones Unidas y la agenda 
2030, es un desafío y una oportunidad. 
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Pero esta oportunidad requiere revisar y 
preparar una nueva agenda de temas y de 
políticas a ser postuladas por las organiza-
ciones gremiales de la AFCI.

Los siete estudios realizados dan 
una pauta clara de por dónde deberían 
ir las prioridades para alimentar las nue-
vas propuestas que permita aprovechar la 
ventana de oportunidad de la Década de 
la Agricultura Familiar y desde allí esti-
mular el diálogo con los gobiernos.

Hay que recordar que los 17 ODS 
definidos por las Naciones Unidas son 
de responsabilidad de cada uno de los 
gobiernos que los aprobaron, implemen-
tarlos y llevarlos a cabo, atendiendo a 
sus objetivos particulares y alcanzando 
las 170 metas que se han establecido. Es 
responsabilidad de los gobiernos —por-
que así lo han firmado y aprobado en la 
Asamblea General de la ONU— orientar 
sus inversiones y sus políticas a cumplir 
con los ODS.

Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030

Asimismo, de los 17 ODS que se pre-
sentan en la lámina anterior, varios de 
ellos refieren directamente al sector ru-
ral y a las actividades que allí se realizan. 
Afectan y a su vez pueden ser alcanzados 

con el compromiso de la población rural 
y sus comunidades. También para ello 
los aportes de la producción agropecua-
ria serán determinantes en la producción 
de alimentos, la generación de empleos e 
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ingresos y el manejo de los recursos natu-
rales. Muy especialmente la construcción, 
mediante los incentivos desde las políti-
cas públicas de sistemas agroalimetarios 
sostenibles, que incluyan a la AFCI, como 
una pieza clave de su eficacia y sostenibi-
lidad, como ya lo demostraron en los últi-
mos tres lustros.

Los ODS y los esfuerzos de los go-
biernos para cumplirlos y alcanzar sus 
metas se beneficiarán en la medida que 
la AFCI, cumpla su papel y este sea reco-
nocido por las políticas públicas. Es en 
este sentido que habrá que replantear las 
condiciones del diálogo político en la dé-
cada venidera, tanto a nivel internacional 
como a nivel de los países.

De allí que surge la oportunidad y 
la necesidad de articular las agendas de 
política pública de la AFCI en cada país 
con una nueva agenda internacional y 
contemporánea donde los temas de: i) 
la seguridad alimentaria y nutricional y 
la oferta, acceso, calidad de la dieta, y la 
reducción de los desperdicios sea un pi-
lar para eliminar el hambre y la pobreza; 
ii) el manejo responsable y sostenible de 
los recursos naturales, la preservación 
del medio ambiente y los ecosistemas 
frágiles y el pago a la AFCI por servicios 
ambientales prestados en varios territo-
rios rurales, sea un elemento clave para 

cumplir con el ODS; iii) las políticas 
que incidan en la adaptación y mitiga-
ción a los efectos del cambio climático 
y la construcción de resiliencia; iv) la 
generación de empleo decente y genui-
no, aumento de ingresos y eliminación 
de la pobreza monetaria en el medio ru-
ral, permita acelerar le eliminación de 
la pobreza; v) el acceso a los mercados 
y al comercio justo, una asociación de 
intereses con organizaciones sociales 
de consumidores, sumado a la inser-
ción competitiva en cadenas de valor 
son parte de las políticas que permitirán 
combatir y eliminar la pobreza rural, ge-
nerando más alimentos, más ingresos y 
más puestos de trabajo.

En momentos en que la inmigra-
ción es un fenómeno transformado en 
una verdadera crisis humanitaria, hay 
que decir que al menos en ALC y en 
América Central, la mayoría de los in-
migrantes son jóvenes provenientes del 
medio rural. En momentos que la segu-
ridad ciudadana está en riesgo en los te-
rritorios rurales, impulsada por la falta 
de oportunidades y una vez más el cre-
cimiento de la pobreza, los grupos delic-
tivos y los cultivos de uso ilícito, debería 
ser también un punto clave del nuevo 
diálogo político el hecho de impulsar 
una nueva agenda de derechos y de ciu-
dadanía para el sector rural.
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Capítulo 5. La agenda contemporánea.  
Recomendaciones y propuestas

A continuación, y como corolario 
emergente del análisis comparativo de los 
siete estudios, presentamos una serie de 
propuestas factibles de ser incorporadas 
en el diálogo sobre las políticas públicas a 
nivel nacional y regional.

Los estudios, como ya explicamos, 
no solo relevaron la información emergen-
te de los documentos oficiales de los siete 
gobiernos, sino que los contrastaron con 
las opiniones de la dirigencia representa-
tiva de las organizaciones gremiales nacio-
nales que hacen parte de la COPROFAM.

Del análisis realizado para esta com-
pilación, parecería surgir una conclusión 
evidente y esta es que los mayores vacíos 
no son tanto en relación a las políticas 
que no existen o a las áreas que no están 
—al menos formalmente enunciadas y/o 
atendidas— sino mucho más en el cómo 
se aplican las políticas que están vigentes 
(al menos formalmente).

Para comenzar la consideración de 
una nueva agenda debería ratificar a la 
AFCI como un sector socioeconómico, su-
jeto de políticas diferenciadas y activas, 
de incentivo a la inversión y la inclusión 
productiva. Esto implicará profundizar 
políticas en las áreas de: i) inversiones 
en bienes y servicios públicos; ii) infraes-

tructura; iii) subsidios allí donde la ac-
tividad económico / comercial y el nivel 
de competitividad lo ameriten; iv) crédi-
tos apropiados para inversiones y capital 
de trabajo; v) otros servicios financieros, 
como seguros de clima y renta; vi) polí-
ticas que faciliten el acceso de la AFCI a 
servicios de trazabilidad/ diferenciación / 
certificación/ sello, para mejorar las opor-
tunidades de comercio de productos de la 
AFCI. Todo lo anterior considerado como 
un conjunto ordenado de herramientas y 
no como instrumentos aislados.

Si lo anterior está bien analizado y 
documentado, se acude a la experiencia 
vivida en países como Chile, Brasil, Uru-
guay en materia de las rápidas respuestas 
dadas por la AFCI a los estímulos de los 
mercados junto con los estímulos de po-
líticas públicas bien orientadas. Se sope-
sa el costo/beneficio de incluir a la AFCI 
como destinataria de estas políticas; se-
guramente en el momento en que los go-
biernos decidan sus prioridades de inver-
sión pública y asignen recursos escasos al 
desarrollo, habrá más oportunidades de 
reafirmar el espacio económico y social de 
la AFCI en el desarrollo de los países.

La diversidad de la AFCI comparte 
una demanda común, que es la de acce-
so a la tierra, agua y recursos naturales. 
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Esta es considerada bandera central de las 
organizaciones representativas del sector 
debido a que refiere al principal medio de 
vida y producción de las familias rurales, 
sin lo cual ninguna de las otras actividades, 
ni las políticas públicas diferenciadas, po-
drían desarrollarse para el sector. Ninguno 
de los siete países realizó adecuadamente 
la reforma agraria. Los marcos regulatorios 
deben ser perfeccionados, de modo que se 
cumpla integralmente la función social de 
la tierra. Los índices de productividad de-
ben ser actualizados (cuando existan) y, 
en general, las formas de acceso deben ser 
flexibilizadas para las poblaciones vulnera-
bles, garantizando el acceso de la AFCI a 
la tierra, acompañado con la integralidad 
de políticas de fomento a la producción, 
asistencia técnica y extensión, servicios 
públicos esenciales y apoyos para la co-
mercialización, manteniendo —al mismo 
tiempo— el objetivo de la preservación de 
la biodiversidad.

Por extensión, garantizar el acce-
so a la tierra y demás recursos naturales 
puede generar resultados positivos en la 
reducción de los conflictos por el acceso 
a este recurso clave, mitigando aquellos 
conflictos que se generan por la ocupación 
indebida de tierras de parte de empresas 
extranjeras, y la degradación ambiental 
con fines meramente lucrativos, por falta 
o inefectividad de las regulaciones y los 
controles.

Las políticas macro económicas, de 
inversión y laborales, muchas veces tie-
nen más efecto sobre la competitividad de 
las unidades productivas, que la sumato-

ria de medidas e instrumentos sectoria-
les que inciden sobre la productividad. 
El manejo del tipo de cambio, el control 
de la inflación, la política monetaria y la 
disponibilidad y costo del financiamiento 
son medidas que impactan directamente 
sobre la capacidad de las unidades pro-
ductivas familiares para desempeñarse 
en los mercados (domésticos e interna-
cionales, cuando es del caso) y sobre su 
rentabilidad y su capacidad de generar in-
gresos. Esto indica que hay que poner un 
ojo también esta área de la política y, con 
la prudencia del caso, salirse del área de 
confort de los ministerios de agricultura y 
encontrar espacios de diálogo con las au-
toridades económicas de los países.

En relación a las políticas comercia-
les, una consideración especial y un segui-
miento a la evolución de las negociacio-
nes comerciales que países socios plenos 
del Mercosur, más Chile y Bolivia, (todos, 
parte del CAS) mantienen con terceros 
países, a partir de su significación en el 
comercio mundial de alimentos. Estos 
potenciales acuerdos seguramente van a 
incidir en forma notoria sobre el desarro-
llo de sus economías y sobre la orienta-
ción que en las próximas décadas tendrán 
sus políticas de inversión pública para 
apuntalar esta condición de proveedores 
de alimentos al mundo. La AFCI debería 
considerar esta situación desde el punto 
de vista de las oportunidades para sus 
miembros, más que como una amenaza 
para su mantenimiento.

Las políticas fiscales, tanto aquellas 
orientadas a generar incentivos en la in-
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versión o en la producción vía exoneracio-
nes fiscales, como la vigencia de diferente 
tipo de impuestos sobre la tierra, la pro-
ducción bruta, la renta, el valor agregado, 
o al trabajo, construyen un costo fiscal no 
manejable por las unidades productivas, 
que inciden sobre la decisión de mantener 
una actividad productiva económica y co-
mercial formal.

La políticas laborales en el medio 
rural tienen una doble significación. Vin-
culan a la unidad productiva familiar con 
los eventuales trabajadores rurales contra-
tados para sus actividades de producción, 
ya sea en forma zafral como permanente, y 
al mismo tiempo mucho de los integrantes 
del sector y de una misma familia de agri-
cultores tienen la doble condición de traba-
jadores asalariados y de productores fami-
liares. Conocer e incidir sobre la legislación 
laboral de cada uno de los países debería 
generar nuevas condiciones de equidad en 
el tratamiento laboral de la AFCI, frente a 
otros sectores económicos y sociales.

Aparece con claridad en los siete es-
tudios nacionales la necesidad de incluir 
la dimensión comercial y la facilitación 
del comercio dentro del diálogo político. 
Estos son dos temas demasiado impor-
tantes, tanto para colocar los productos 
de la AFCI en los mercados domésticos 
(institucionales y comerciales) como en 
los regionales e internacionales. La pre-
paración de la AFCI para cumplir con los 
requisitos impuestos por las regulacio-
nes y por los consumidores y/o asocia-
ciones de estos debe estar a cargo de las 
autoridades de aplicación de las norma-

tivas. Es necesario brindar una informa-
ción amplia, a la vez que en profundidad y 
oportuna, ejecutar programas y acciones 
de divulgación, y asistencia técnica para 
la adopción de las técnicas de producción 
necesarias para cumplir los requisitos. 
Los organismos de control y vigilancia de 
las normas sanitarias y fitosanitarias de-
berían desarrollar convenios con las ins-
tituciones responsables de los sistemas de 
ATER y las organizaciones y cooperativas 
de la AFCI en este sentido. En la Argen-
tina hay un ejemplo valioso llevado ade-
lante por el SENASA. Además —y una vez 
conocidas la regulaciones vigentes y las 
exigencias en la producción, transporte, 
acondicionamiento y procesamiento de 
los productos agrícolas/ganaderos—, las 
asociaciones, gremiales de AFCI, coope-
rativas deberían trabajar junto con el go-
bierno, el sector financiero y los exporta-
dores para acceder a recursos de inversión 
que les permitan alcanzar los estándares 
requeridos, en materia sanitaria, fitosani-
taria y de inocuidad de los alimentos.

Facilitar entonces, la inserción co-
mercial de la AFCI en los diferentes es-
pacios comerciales: i) mercados privados, 
favoreciendo los encuentros, el clima de 
negocios equilibrado; ii) mercados insti-
tucionales a nivel local, nacional; iii) mer-
cados regionales e internacionales, faci-
litando a la AFCI el acceso a estos, tanto 
en el cumplimiento de las normativas vi-
gentes en materia sanitaria, fitosanitaria, 
inocuidad alimentaria y otros requisitos 
exigidos por los mercados compradores. 
Para que lo anterior sea posible, el Estado 
debe juagar un papel activo y no pasivo 
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y/o de pseudoneutralidad. Sin interve-
nir en la formación de los precios, pero sí 
equiparar las capacidades negociadoras 
y establecer gobernanzas en las cadenas, 
sin subordinaciones. Espacios institucio-
nales específicos de diálogo y negociación 
en determinadas cadenas o sectores que 
se quieran promover son una alternativa 
para aplicar desde ellos mecanismos como 
los cultivos bajo contratos, la asistencia 
tecnológica, la infraestructura y logística 
para la concentración de la oferta agrícola. 
Instancias institucionales donde se discuta 
y acuerde los parámetros de la competiti-
vidad global de la cadena y la rentabilidad 
relativa de cada uno de sus eslabones, en 
especial de la AFCI participante.

Vinculado a lo anterior y ante una 
situación de escasez de fondos públicos 
para inversiones, la AFCI debería estu-
diar y proponer a los gobiernos, desde sus 
organizaciones gremiales y cooperativas, 
mecanismos viables y políticas de estímu-
lo a las alianzas público-privadas y pri-
vado-privadas. La AFCI puede asociarse, 
a través de sus organizaciones empresa-
riales cooperativas, para cumplir una o 
varias funciones en cadenas de valor com-
petitivas, con base en sistemas de produc-
ción sustentables en materia económica, 
ambiental y social. Estas alianzas públi-
co-privadas tienen la virtud, allí donde 
operan fluidamente, de complementar 
capacidades, recursos e instrumentos de 
las políticas públicas con el de los actores 
comerciales-industriales comprometidos 
con el desarrollo rural, en términos equili-
brados de distribución de la renta entre los 
diversos actores de las cadenas de valor.

Dentro de esta área de las políticas, 
y recogiendo todo lo bueno hecho hasta 
el momento en materia de compras pú-
blicas, recordar que a ellas se llega luego 
de un proceso de capacitación, fortaleci-
miento, asistencia técnica y formalización 
de los AFCI para que estos puedan ser 
proveedores y luego proveedores fiables 
del Estado en cualquiera de sus tres nive-
les (nacional, regional y local). Reconocer 
y atender el dilema real de los producto-
res familiares en el día a día de enfren-
tarse con su producción en los campos y 
la necesidad de generar ingresos, entre la 
formalización y los costos que esta impli-
ca y mantenerse «en negro», fuera de los 
sistemas formales de la economía y la ins-
titucionalidad. Rediscutir los mecanismos 
vigentes y hacer aportes que permitan so-
lucionar problemas y acelerar procesos, 
tanto para los AFCI, como para el Estado.

Reformular las políticas que faciliten 
el acceso al sistema financiero, con dife-
rentes modalidades de apoyo de parte del 
sector público, de manera de apalancar los 
recursos presupuestales con otras fuentes 
de recursos, no necesariamente públicos. 
Generar mecanismos macroeconómicos 
y financieros (bancocentralistas) que fa-
vorezcan y estimulen al sector financiero 
público y privado a participar de progra-
mas y proyectos de inversión productiva 
para el sector de la AFCI. Comprometer 
para ello el apoyo de los organismos in-
ternacionales de cooperación financiera, 
en primer lugar el FIDA y la CAF, pero 
también el BID y el Banco Mundial. Apli-
car una variedad de instrumentos para el 
acceso al financiamiento y que sean úti-
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les a contemplar la heterogeneidad de si-
tuaciones, que en la realidad presenta la 
AFCI, como demandas de crédito. Desde 
créditos individuales hasta créditos dis-
tribuidos a través de las empresas con 
las que trabajan los agricultores familia-
res como proveedores. Contemplar tam-
bién la modalidad de créditos a grupos 
de AFCI o a sus organizaciones y con una 
modalidad de garantía solidaria entre los 
participantes del negocio o la producción 
o la organización como tal.

A pesar de los avances de estos úl-
timos quince años, las mujeres rurales 
son un colectivo aún invisible en cuan-
to al acceso a los recursos naturales y 
a las políticas públicas diferenciadas, 
por lo que generalmente constituyen la 
menor parte de los beneficiarios, inclu-
so cuando son ellas las que de hecho se 
encargan del proceso productivo y de la 
comercialización de los productos de la 
AFCI. También se les atribuye el prota-
gonismo en la reproducción de saberes 
y conocimientos tradicionales, especial-
mente aquellos relacionados a formas de 
producción agroecológica y preservación 
ambiental. Es fundamental que la parti-
cipación de las mujeres sea ampliada en 
todos los ámbitos: desde su participa-
ción en las decisiones políticas al seno de 
las organizaciones, inclusión productiva 
con asistencia técnica, acceso al crédi-
to, apoyo logístico y acceso efectivo a los 
mercados existentes. La integralidad de 
políticas diferenciadas debe contemplar 
la autonomía económica de las mujeres 
aunada a mecanismos de erradicación y 
combate a la violencia contra la mujer.

Reafirmar la necesidad de apoyo a 
la juventud rural para su mejor capacita-
ción e inserción laboral en el medio rural, 
aportando conocimientos sobre nuevas 
formas de producción, organización de 
la gestión, comunicaciones, etc., aprove-
chando los cambios tecnológicos que pue-
den ser adoptados con mayor dinamismo 
por parte de las nuevas generaciones. El 
uso de las TIC en forma virtuosa para 
ayudar a: a) reorganizar el trabajo fami-
liar, dentro de la finca y fuera de ella; b) 
estimular la creación de empresas, aso-
ciativas o no, de jóvenes emprendedores 
rurales para prestar servicios a las unida-
des productivas familiares, que permitan 
mejorar su eficacia en el uso de los facto-
res de la producción elevando su rentabi-
lidad y sus ingresos y generando al mismo 
tiempo oportunidades atractivas de em-
pleo para los jóvenes. Esto implica rede-
finir el papel de las empresas de servicios 
y el uso de las TIC para ellas y políticas de 
estímulo a los emprendimientos jóvenes 
en este sentido.

Proponer un aumento de la inver-
sión pública en la investigación C&T es 
útil y necesario para las necesidades de la 
AFCI y su inserción productiva y comer-
cial. Además, en forma simultánea, deben 
considerarse aquellas tecnologías que 
permitan integrar sistemas agroalimen-
tarios sostenibles, esto es, que cumplan 
un papel clave en la buena administra-
ción de los recursos naturales, el cuidado 
del medioambiente, reduciendo la inci-
dencia de las actividades agrícolas sobre 
los efectos del cambio climático. Una 
tarea importante a encarar, tanto en los 
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espacios nacionales como regionales e in-
ternacionales, es la de preparar propues-
tas concretas y pertinentes, y reclamar la 
participación en las instituciones de in-
vestigación agropecuaria y medioambien-
tal desde dichas propuestas.

Revisar los sistemas vigentes de 
ATER y proponer fórmulas de gestión 
y servicios, renovados multidisciplina-
rios, orientados a transferir tecnologías 
adecuadas, de producción y de procesos 
productivos, agroindustriales y comer-
ciales. Promover el asociativismo y el 
cooperativismo como herramientas de 
desarrollo e inserción comercial para la 
AFCI. Crear capacidades a nivel de la diri-
gencia y de los productores individuales, 
fortalecer sus organizaciones de servi-
cios a la producción y la comercializa-
ción, usar tecnologías de la información 
y las comunicaciones para mantenerse 
informado sobre tecnologías apropiadas 
y sortear problemas derivados de even-
tos climáticos, plagas y enfermedades de 
animales y cultivos. Capacitarse en los 
procesos de negociación dentro de una 
cadena de valor inclusiva y sus mecanis-
mos de gobernanza. Conjugar la inver-
sión pública con la privada, proveniente 
de las empresas núcleo o motor de las ca-
denas de valor, a los efectos de mejorar 
la calidad y la eficacia de los servicios de 
esta naturaleza, focalizando mejor, tan-
to en las recomendaciones tecnológicas 
como en las características particulares 
de los destinatarios.

Ratificar la necesidad, y proponer 
mecanismos en consecuencia, de man-

tener y aún profundizar las políticas pú-
blicas orientadas a crear y consolidar 
espacios de diálogo de políticas públicas 
a nivel local municipal y/o estadual / pro-
vincial, que permitan articular recursos 
públicos, privados y sobre todo llegar con 
bienes y servicios públicos en forma efec-
tiva y oportuna.

Plantear con firmeza y sentido de 
la oportunidad a los gobiernos la nece-
sidad de estudiar y aplicar soluciones 
institucionales, técnicas, burocráticas y 
administrativas, para eliminar las bre-
chas de acceso a las herramientas y los 
recursos. Presentar estudios y proyectos 
que respalden la activa participación de 
las organizaciones sociales y económicas 
de la AFCI, en la implementación de las 
políticas públicas y en la distribución de 
recursos públicos a sus asociados, be-
neficiarios de estas. Las propias organi-
zaciones gremiales y cooperativas de la 
AFCI pueden ser herramientas para la 
aplicación de actividades y la distribu-
ción de recursos, por medio de convenios 
y alianzas con el sector público, para el 
manejo de inversiones y bienes públicos, 
en favor de sus asociados y de la pobla-
ción rural en general.

Captar la atención por parte de las 
instituciones públicas, la atención sobre 
la reducción de la erosión de los recursos 
asignados a los proyectos y programas 
de apoyo a la AF y el DTR, reduciendo el 
porcentaje de los recursos que se gastan 
en las estructuras técnico-burocráticas, 
sin generar productos concretos a los be-
neficiarios.
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Terminar con la invisibilidad esta-
dística de la AFCI, la confusión y super-
posición de datos que hoy ocurren en la 
mayoría de los países, consolidando los 
registros nacionales y haciéndolos com-
patibles con los censos y encuestas para 
focalizar mejor las políticas, los instru-
mentos y los recursos.

Evitar los compartimentos estan-
cos entre los ministerios de agricultura 
y los de desarrollo social, articulando 
las políticas de transferencias y protec-
ción social con las de inversiones para 
la inclusión productiva en poblaciones 
que necesariamente deberán mejorar sus 
condiciones de vida, ingresos y salir de 
la pobreza. Las organizaciones gremiales 
deberían trabajar en conjunto con ambos 
ministerios para que programas de pro-
tección social y de transferencias mone-
tarias sean acompañados con actividades 
capacitación, formación, entrenamien-
to laboral y productivo y que, al mismo 
tiempo que las familias alcancen ciertos 
guarismos o indicadores sobre su calidad 
de vida y necesidades básicas, pasen a ser 
atendidos con herramientas derivadas de 
programa de inclusión productiva.

Que las políticas públicas reconoz-
can y vinculen en sus estrategias instru-
mentos y asignación de recursos, el papel 
de la AFCI con: a) la seguridad alimenta-
ria y nutricional en todos sus aspectos; b) 
la conservación de los recursos naturales, 
especialmente de los ecosistemas frágiles, 
mediante un reconocimiento efectivo de 
sus servicios ambientales; c) construir 
resiliencia al cambio climático en las co-

munidades rurales; d) su incidencia en el 
desarrollo de los territorios rurales, ge-
nerando ingresos, empleo genuino y de-
cente y aumentando el producto local.

Políticas que, vinculadas a la AFCI 
como un conjunto de ciudadanos que con 
sus actividades económicas y sociales son 
un factor para reafirmar derechos y se-
guridad ciudadana en los territorios ru-
rales. La AFCI puede ser un eficaz factor 
de freno a la inmigración de los jóvenes 
rurales, generando oportunidades de em-
pleo decente, genuino y atractivo. Tam-
bién desde sus organizaciones rurales 
atender sus necesidades de capacitación, 
socialización y recreación.

Hacer un esfuerzo por reactivar las 
Secciones Nacionales de la REAF, allí 
donde sea necesario, desde la articulación 
de las instituciones del sector público y 
ratificar y dar sostenibilidad a los espa-
cios de diálogo regionales sobre políticas 
públicas con las organizaciones sociales 
representativas de la AFCI, entre ellos la 
REAF Mercosur, para lo cual será impres-
cindible estudiar la renovación del FAF.

Trabajar e incidir en cada una de 
las áreas antes mencionadas implicará 
un esfuerzo muy importante para las or-
ganizaciones gremiales que hacen parte 
de la COPROFAM. Sabemos que tienen 
debilidades y que tienen dificultades de 
consolidarse en sus propios países, en la 
relación con sus asociados y asociacio-
nes. Como causa o efecto de lo anterior 
también presentan muchas dificultades 
para sostener sus actividades gremiales, 
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de representación y de incidencia, desde 
el punto de vista financiero.

Asimismo, una renovada capacidad 
de incidencia, en ambientes que no solo 
ya no son favorables a sus postulados y 
planteos, sino que en algunos casos pue-
den ser indiferentes y en otros manifies-
tamente hostiles, implica generar nuevas 
capacidades entre sus dirigentes y entre 
sus equipos técnicos.

Para ello, a mi juicio, las organiza-
ciones tendrían que recorrer en forma in-
mediata, tres caminos en paralelo:

i.	 Asumir el problema de financia-
miento como un tema crítico y 
estratégico. Buscar fórmulas que 
reduzcan la Estadodependencia. 
Mecanismos de financiamiento 
que las fortalezca y les dé autono-
mía. Habrá que pensar, más allá 
de cuotas sociales y/o proyectos 
de financiamiento externo de la 
cooperación internacional, en or-
ganizar también unidades empre-

sariales, generadoras de servicios 
útiles a sus bases y asociados y 
que de la misma actividad se ge-
neren ingresos para solventar una 
parte importante de las activida-
des gremiales.

ii.	 Redireccionar la agenda con la 
academia y con las universidades. 
Abrir para ello un espacio de diá-
logo sobre las políticas públicas, 
exponiendo con energía, claridad y 
equilibrio sus necesidades y prio-
ridades, y tratando de que estas 
coincidan con las prioridades de 
investigadores, cientistas sociales 
y académicos, sin subordinarlas a 
ellas. Lograr así programas de in-
vestigación que alimenten los plan-
teos y propuestas de la COPROFAM 
y sus afiliadas.

iii.	 Profundizar el diálogo en forma 
sistemática y ordenada con los or-
ganismos de cooperación mutilate-
rales, en especial la FAO, el IICA, el 
FIDA, pero también la CAF el BID y 
el Banco Mundial.
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Colofón

Para finalizar este informe, los siete 
estudios han logrado reunir una serie de 
evidencias, más allá de las limitantes ya 
expresadas en el punto 1.5., ilustrativas 
del estado del arte de las políticas públi-
cas diferenciadas para la AFCI. Consti-
tuyen, en conjunto, una herramienta de 
interpretación importante, que puede ser 
mejorada y que puede complementarse 
con los múltiples informes que sobre la 
AFCI se han producido por la academia, 
las universidades públicas y privadas, los 
centros de pensamiento no gubernamen-
tales de ALC. También con los estudios y 
documentos de la FAO, el IICA, el FIDA 
u otros centros gubernamentales depen-
dientes de la cooperación bilateral de los 
Estados. La mayor virtud del conjunto de 
estudios y de esta compilación quizás sea 
ordenar la realidad, tanto en un eje tem-
poral como temático, y responder a la vi-
sión y a las prioridades de los dirigentes 
de las organizaciones con las cuales se 
realizaron los estudios.

La diversidad de la AFCI es un dato 
de la realidad y no un constreñimiento 
al momento del diálogo político, el dise-
ño ajustado de herramientas y políticas 
y la focalización para asignar recursos a 
su promoción y desarrollo. Un dato para 
los gobiernos, pero también —mucho 
más sensible— un dato para las propias 
organizaciones sociales y gremiales de la 

AFCI que deben administrar y contem-
plar los múltiples intereses que emergen 
de dicha diversidad en tipologías. De este 
modo se podrá presentar un discurso 
pleno de propuestas amplias y variadas, 
pero sin contradicciones evidentes que 
menoscaben la capacidad de negociación 
e incidencia. Contradicciones que pue-
den emerger de diferentes visiones en lo 
nacional o en lo local, o de los diferentes 
rubros o sectores de la producción, o de 
las diversas estrategias de abordar la pro-
blemática de los mercados.

Las propuestas del sector deberían 
ser presentadas desde la interpretación de 
sus fortalezas y su papel en la economía, 
en el desarrollo y en la sociedad. Desde 
una perspectiva de desarrollo propositi-
vo y que, cuando sea defensivo, lo sea en 
condición de tránsito hacia un futuro ple-
namente inserto en la economía, porque 
de lo contrario la importancia económica 
y social que se postula (generación de em-
pleo, seguridad alimentaria, alimentación 
saludable, servicios ambientales, capa-
cidad de generar respuestas ágiles en los 
aumentos de la producción y la produc-
tividad, etc.), se contradice en un discur-
so que enfatiza en las debilidades. Parce 
muy difícil dialogar con los gobiernos en 
forma fructífera desde una posición de 
aislamiento respecto del funcionamiento 
económico de cada país.
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La restricción del financiamiento 
al funcionamiento de las organizaciones 
gremiales nacionales y de la propia CO-
PROFAM y la necesidad de fortalecer a 
varias de las asociadas requiere trazar 
una estrategia común y en paralelo, ya 
que también para dialogar hay que estar 
en los momentos precisos, donde es ne-
cesario. Esto tiene costos directos de tipo 
financiero, tiene costos del tiempo de los 
dirigentes y las necesidades de compati-
bilizar especialización con rotación, así 
como costos derivados de asesorías técni-
cas y capacitación que hay que solventar.

Cerramos el trabajo incorporando 
una lista de políticas públicas y/o instru-
mentos diferenciados que, habiendo sido 
aplicados en algunos países con resulta-
dos satisfactorios —durante el período 
analizado— bien podrían trabajarse des-
de la óptica de la cooperación horizontal 
y/o triangular, utilizando recursos de las 
agencias de cooperación de los propios 
países y también de los organismos de 
cooperación técnica y/o financiera regio-
nales o globales.

—	 Instrumentos financieros, mejor de-
sarrollados y calibrados en función 
de las necesidades y oportunidades 
específicas. Las tecnologías de in-
clusión financiera permiten hoy día 
conocer mucho mejor las fortalezas 
y debilidades de los destinatarios de 
los créditos, y llegar con los recur-
sos de una forma casi on line. Estos 
nuevos diseños pueden generarse 
para créditos individuales a la uni-
dad productiva familiar, a sus orga-
nizaciones y/o empresas cooperati-

vas de servicios. Experiencias como 
las de Brasil y Chile pueden ser la 
base de nuevos trabajos y estudios 
para generar nuevas propuestas.

—	 Sistemas de compras públicas, más 
adecuados, una vez que en ciertos 
países ya llevan casi una década o 
más de aplicación. Brasil, Chile y 
Uruguay pueden aportar informa-
ción, ejemplos y casos a analizar, a 
la luz de otras situaciones.

—	 Profundizar la tendencia de dife-
renciar los productos originados 
en la AFCI. Brasil y Chile pueden 
trasferir conocimientos y su expe-
riencia concreta en la aplicación de 
sello de la AF.

—	 Seguros para el riesgo derivado 
tanto de eventos climáticos como 
de mercado, mejor desarrollados y 
adaptados a las nuevas necesida-
des de los agricultores y a las nue-
vas oportunidades que permiten las 
TIC aplicadas. Brasil, Chile y Uru-
guay pueden mostrar ejemplos de 
cómo articular las políticas públicas 
con una más interesada participa-
ción privada en la atención de las 
necesidades de la AFCI.

—	 Formas de acceso a la tierra, mejor 
desarrolladas, vinculando las nece-
sidades y posibilidades de acceso de 
los AFCI y el comportamiento de los 
mercados. Brasil y Uruguay tienen 
modelos y experiencias valiosas que 
compartir con los demás países.

—	 Analizar las herramientas que 
Chile y Brasil han desarrollado y 
aplicado con éxito para atender en 
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forma diferenciadas las necesida-
des de inclusión económica, co-
mercial y social de la mujer rural y 
las de afincamiento de los jóvenes 
en el campo.

—	 Ye hemos dicho que el concepto 
relativo a los servicios de ATER se 
encuentran en discusión en toda la 
región y aún no se ha encontrado un 
modelo ciento por ciento satisfacto-
rio. No obstante, tanto Brasil, como 
Uruguay y Chile han desarrollado 
experiencias que, perfeccionadas y 
adaptadas, pueden ser útiles para 
avanzar en el tema, tanto regio-
nalmente como en países donde el 
tema aún es una carencia altamente 
demandada por las organizaciones 
gremiales de la AFCI.

También del análisis de los siete 
estudios nacionales podemos resumir al-
gunos puntos que deberían ser tomados 
en cuenta por la propia COPROFAM, a 
fin de conformar una batería de postu-
lados e iniciativas más contundentes y 
amplias, al momento de llegar a las pla-
taformas de diálogo internacionales, re-
gionales y en cada país.

Algunos ejemplos no taxativos pue-
den ser:

Una definición política estratégica 
que la COPROFAM debería discutir sobre 
la solicitud a cada gobierno para partici-
par y ocupar en forma eficaz espacios en 
las negociaciones comerciales internacio-
nales para pautar las estrategias ofensivas 
y defensivas, según sea del caso.

Encarar institucionalmente por parte 
de la COPROFAM y sus afiliadas el tema 
de promover la creación o las asociaciones, 
allí donde sea factible, de empresas de eco-
nomía social y cooperativas de la AFCI.

Trabajar en aquello que refiere al 
área de la inversión pública en los temas 
de conectividad rural, tanto física como 
carreteras, caminos ferrocarriles o vir-
tual apoyada en inversiones privadas de 
equipamiento y software y públicas de 
redes de fibra óptica y plataformas públi-
cas de información.

Establecer una estrategia de vincu-
lación con otros actores del sector priva-
do (asociaciones de consumidores), pro-
veedores de bienes de capital, equipos, 
insumos, servicios, para estimularlos a 
participar en alianzas privado-privadas y 
público- privado- privadas, para aprove-
char las oportunidades de ampliar la oferta 
de alimentos de calidad y con agregado de 
valor y mejores precios en los mercados, y 
así estimular apalancar las inversiones pri-
vadas con inversiones públicas y viceversa.

Desarrollar una estrategia propia 
desde la AFCI de vender al Estado ser-
vicios ambientales, utilizando sus rasgos 
diferenciales como sistema de producción 
y sus potencialidades. Para ello habrá que 
generar sistemas de seguimiento, monito-
reo y trazabilidad —no onerosos— y bajo 
responsabilidad social y estatal. Lo ante-
rior debería ir vinculado a generar conoci-
miento y conciencia en los consumidores 
sobre las ventajas de consumir productos 
de la AFCI, que se certifiquen como am-
bientalmente sostenibles.
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Anexo 1. Un ejemplo de matriz  
de políticas e instrumentos

Matriz de políticas 
e instrumentos

Extensión rural, 
sistemas de ATER

C&T y asistencia 
técnica

Crédito para 
inversiones prediales 
y capital de trabajo

Uso y manejo del 
suelo y del agua

Reforma agraria, 
regularización de 
títulos y servicios de 
ATER para los 
asentados

Tecnologías apropia-
das. Sistemas de 
ATER

Asistencia técnica y 
orientación en el 
acceso y manejo 
a los créditos

Asistencia técnica 
en sistemas de uso 
y manejo sostenible 
del agua

Servicios 
financieros 
rurales

Créditos fundiarios Créditos con 
asistencia técnica 
y supervisión

Equipos y herramien-
tas Inversiones en 
infraestructura
Insumos
Capital de trabajo

Créditos con 
asistencia técnica y 
supervisión

Bienes y servicios 
públicos

Obras de acceso, 
infraestructura 
Facilitación del 
afincamiento, 
vivienda, servicios de 
salud primaria y 
formación en 
asentamientos de la 
reforma agraria o 
colonias

Sistemas de ATER 
en las colonias.
Promoción de 
experiencias de 
producción
 asociativas

Líneas de seguros, 
alianzas público-pri-
vadas con empresas 
de seguros para 
orientar los servicios

Inversiones públicas 
en sistemas de 
conservación y uso 
de suelos

Organizaciones 
asociativas y 
cooperativas de 
servicios

Explotación en 
conjunto de  la tierra. 
Campos de pastoreo 
común, recría, 
producción de 
forrajes y semillas

Cooperativas de 
profesionales, 
multidisciplinarias 
para servicios de 
ATER

Coopertivas de ahorro 
y crédito y sistemas 
de microcrédito 

Afincamiento 
de los jóvenes 
rurales

Prioridad para 
jóvenes rurales en el 
acceso a la tierra.
Créditos fundiarios 

ATER para jóvenes 
rurales, tanto como 
productores directos 
o como asociados a 
empresas de servicios 

Créditos de iniciación 

Equidad 
de género

Acceso a la titularidad 
de la tierra. Seguridad 
en los sistemas de 
tenencia

Sistemas de ATER 
con una visión de 
género que equilibre 
las oportunidades de 
las mujeres rurales

Reconocimiento de la 
mujer rural, como 
sujeto de crédito. 
Acceso al financia-
miento de sus 
emprendimientos 

Seguridad 
social

Monotributo para 
colonos y asentados
Sistema de retiros

Adaptación y 
mitigación al 
cambio climático

Tecnologías apropia-
das y nuevas varieda-
des. Adecuación de los 
sistemas de manejo 
animal y vegetal

ATER, nuevos 
sistemas

1 2Acceso y tenencia 
de la tierra 3 4



115
115

Asistencia técnica 
para la prevención, 
alertas tempranas y 
evaluación de daños

Seguros 
agrícolas

Inversiones e 
infraestructura 
multipredial

Riego 
y drenaje

Cadenas de valor, 
precios y mercadeo

Compras 
públicas

Fortalecimoento a las 
organizaciones de la 
AFCI. Creación de 
cooperativas para el 
uso y administración 
de la infraestructura 
en común

Asistencia técnica 
para el diseño de 
sistemas apropiados

Fortalecimiento de 
las organizaciones 
rurales, gestión de la 
información, 
facilitación de las 
negociaciones

Fortalecimiento de 
las organizaciones 
rurales, como 
proveedores del 
Estado 

Subsidio a las primas Financiamiento a
Empresas
Cooperativas, 
organizaciones, 
empresas de servicios 
Asociativas

Creditos para 
inversión en represas, 
sistemas, canales, 
pozos y equipos

Cultivos por 
contratos.
Adelantos sobre la 
venta futura de la 
producción.
Contratos como 
garantías

Créditos y adelantos 
sobre negocios 
concertados y 
formalizados

Sistemas de alerta 
temprana

Caminos rurales, 
redes eléctricas, obras 
para el almacenamien-
to, acondicionamien-
to, obras de recibo y 
fraccionamiento de la 
producción. Obras 
para fcilitar el 
comercio y los 
servicios logísticos.
Infraestructura para la 
educación y la salud 

Alumbramientos y 
reservas de agua, 
canales y sistemas de 
riego multiprediales

Infraestructura de 
caminos, cadenas de 
frío, conservación, 
almacenaje y 
distribución.
Sistemas de 
información.
Manejo y acceso a la 
información a través 
de las TIC

Infraestructura de 
caminos, cadenas de 
frío, conservación, 
almacenaje y 
distribución

Cooperativas de 
seguros y seguros 
colectivos

Equipamiento 
multipredial d 
maquinaria agrícola. 
Cooperativas de 
servicios

Cooperativas de 
regantes

Cooperativas, grupos 
de productores y/o 
empresas asociativas 
de servicios a 
lacomerialización 

Cooperativas 
intermedias de 
procesamiento, 
acondicionamiento e 
industrialización, 
para el agregado de 
valor a la producción 

Créditos de iniciación 
para inversiones 
asociativas de 
empresas de jóvenes 
rurales

Estímulo a la 
formación de 
empresas de jóvenes.
Reorganización del 
trabajo en la finca

Estímulo a la 
formación de 
empresas de jóvenes.
Reorganización del 
trabajo en la finca

Reconocimiento 
como titulares de 
empresas agrícolas 
familiares y acceso a 
los sistemas de 
seguros 

Reconocimiento de la 
mujer rural como 
sujeto de crédito. 
Acceso al financia-
miento de sus 
emprendientos

Reconocimiento 
como titulares de 
empresas agrícolas 
familiares

Reconocimiento 
como titulares de 
empresas agrícolas 
familiares

Créditos de iniciación 

Gestión del riesgo

5 6 7 8 9
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Anexo 2. Definiciones, normativa y datos  
de la agricultura familiar, según país

1 Las organizaciones económicas comunitarias (OECA) están 
constituidas bajo figuras legales de asociaciones, corporaciones 
agropecuarias campesinas y representadas a través de la es-
tructura de la CIOEC; las OECOM constituyen comunidades de 
pueblos indígena-originario-campesinos, comunidades inter-
culturales y afrobolivianas, ya reconocidas como tales en la ley 
n.º 144, afiliadas a sus propias estructuras orgánicas naturales.

País Definición/concepto Normativa y registro

Argentina «Conforman la agricultura familiar los pequeños producto-
res, minifundistas, campesinos, chacareros, colonos, medie-
ros, pescadores artesanales, productores familiares, campe-
sinos y productores rurales sin tierra, productores periurba-
nos y comunidades de pueblos originarios que llevan adelan-
te actividades productivas agrícolas, pecuarias, forestales, 
pesqueras y/o acuícolas en el medio rural, en las siguientes 
condiciones o requisitos:
a) que la gestión del emprendimiento productivo sea 
ejercida directamente por el productor y/o algún miembro 
de su familia; b) que el productor/a sea propietario de la 
totalidad o de parte de los medios de producción; c) que los 
requerimientos de trabajo sean cubiertos principalmente 
por la mano de obra familiar y/o con aportes complementa-
rios de asalariados; d) que la familia del agricultor/agriculto-
ra resida en el campo o en la localidad más próxima; e) tener 
como ingreso económico principal de la familia la actividad 
agropecuaria de su establecimiento» (ley 27118, art. 5)

Ley 27118 de Reparación Histórica de la 
Agricultura Familiar para la Construcción de 
una Nueva Ruralidad en la Argentina, de 
diciembre de 2014.
Esta ley las habilita expresamente a 
registrarse en el Registro Nacional de la 
Agricultura Familiar (RENAF), según 
artículos 6 y 7.

Bolivia Se la describe como: «La agricultura familiar sustentable es 
aquella producción caracterizada por la relación del trabajo 
familiar y los recursos productivos disponibles como estrate-
gia que diversifica la producción en armonía con la Madre 
Tierra, para garantizar la soberanía alimentaria, la impor-
tancia socioeconómica de la agricultura familiar en Bolivia 
de las futuras generaciones; promueve el desarrollo produc-
tivo integral sustentable». Además, se le atribuyen nueve 
características.

Ley n.º 338 de OECA y OECOM para la 
Integración de la Agricultura Familiar 
Sustentable y la Soberanía Alimentaria, de 
26 de enero de 2013.
«Lo novedoso es que se identifica a las 
OECA1  y a la nueva figura de OECOM como 
sujetos principales de la agricultura 
familiar…».
Esta ley «establece la implementación del 
registro único, consolidado, público y 
actualizado de las OECA y OECOM, y las 
familias productoras indígena-origina-
rio-campesinas, interculturales y afroboli-
vianas organizadas» a nivel nacional, 
departamental y municipal (art. 27).
«[…] como resultado del encuentro producti-
vo realizado en mayo del 2018, se aprobó 
(aprobaron) dos artículos de la ley n.º 338: el 
decreto supremo 3639, que establece el 
Registro Único de Agricultura Familiar 
Sustentable, que estará a cargo del Observa-
torio Agroambiental Productivo, del Ministe-
rio de Desarrollo Rural y Tierras (MDRyT), y 
el otro, el Sello Social Boliviano».

1 2
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N.º de personas que la integran
N.º de hectáreas que explotan
Porcentaje de hectáreas productivas

La información segura más reciente es la del Censo Agrope-
cuario 2002: explotación agropecuaria familiar (EAPF), que 
utilizó un criterio más restrictivo que el actual.
Se registraron 251.116 unidades que en ese momento 
representaban 75,5 % del total de emprendimientos agrope-
cuarios y 30,9 millones de héctareas, equivalentes al 17,7 % del 
área total dedicada a la actividad agraria.
«Actualmente habría en el país unas 250.000 unidades de 
agricultura familiar, que incluyen 2 millones de personas 
de una edad promedio mayor que hace 20 años por migra-
ción de jóvenes».
Estudios basados en el Censo 2002 distinguen categorías de 
explotaciones agropecuarias:
i) los más capitalizados (21 % del total, con el 48 % de la 
superficie ocupada);
ii) en transición (27 % del total, con el 27 % de la superficie);
iii) los de subsistencia (52 %, con el 25 % de la tierra ocupada).
La opinión más generalizada es que la gran mayoría de 
agricultores familiares (entre un 70 y 75 % total) se concen-
tran en los tipos ii y iii.
En 2017 se lanzó un reempradonamiento. Ese año había 
121.452 núcleos de agricultura familiar inscriptos en el 
RENAF. Los referentes de la FONAF afirman que la entidad 
tenía registrados 164.000 y que casi 40.000 productores 
fueron excluidos al confeccionarse el padrón nacional.

Consideraciones complementarias

Además de la carencia de información, hubo modificación y 
amplificación del universo de la AF. La EAPF establecida 
como categoría en el Censo 2002, hoy sería parte de un 
conjunto más amplio de actores.
Algunas aproximaciones en este sentido son: i) Según 
PROINDER-IICA, en 2006 existian unas 220.000 unidades 
productivas familiares, que representaban el 66 % de las 
explotaciones agropecuarias y ocupaban el 13 % de las tierras 
disponibles. ii) El RENAF (registro voluntario) registraba en 
2015 poco más de 100.000 familias.
iii) En una presentación en FAO, en octubre de 2014, la 
delegación argentina manifestó que la AF incluía 250.000 
establecimientos productivos (alrededor de un 65 % del total 
de productores agropecuarios del país), con 2 millones de 
personas que ocupaban el 20 % de las tierras productivas.
Sobre la ley 27118: «Una gran carencia […] es que por disiden-
cias dentro del gobierno, la dotación presupuestaria quedó 
librada a las asignaciones que disponga el Poder Ejecutivo 
(art. 33), lo que, junto a la falta de reglamentación, hasta el 
momento, la hace en buena medida inoperante».

Según el Censo Nacional Agropecuario 2013, «registra 
871.921 unidades productivas agropecuarias (UPA), de las 
cuales el 94 % correspondería a la agricultura familiar campe-
sina, mientras que el 5 % tiene un carácter de medianos 
productores y el 1 % grandes productores. […] Los agricultores 
familiares campesinos cultivan solo el 40 % de la tierra…».
«[…] las personas que se dedican a las labores agropecuarias 
son 1.265.268, representando el 27 % respecto a toda la PEA 
ocupada en Bolivia».
«De acuerdo con el Censo Nacional Agropecuario 2013 se 
habrían registrado alrededor de 18.569 comunidades entre 
sindicatos, ayllus, comunidades campesinas, comunidades 
interculturales, pueblos indígenas de tierras bajas y otras 
formas de organización comunitaria. La mayor parte de las 
unidades productivas practican la producción familiar».

«[…] de acuerdo a la ley n.º 338 de OECA y OECOM, en su 
Artículo 10, son sujetos de la agricultura familiar sustentable), 
en el marco de la estructura orgánica natural: Las organiza-
ciones económicas campesinas, indígenas y originarias 
(OECA) de la agricultura familiar sustentable; las comunida-
des indígena-originario-campesinas, comunidades intercul-
turales y afrobolivianas reconocidas como organizaciones 
económicas comunitarias (OECOM); y las familias producto-
ras indígena-originario-campesinas, interculturales y afrobo-
livianas organizadas en la agricultura familiar sustentable».
«Ley (338) que fue creada sin presupuesto y casi a sus seis 
años de promulgación no cuenta con reglamentación, la cual 
podría dar mayores pautas para su aplicabilidad…».

3 4
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2  Hectárea de riego básico: es la productividad de una hectá-
rea de riego del valle del río Maipo.
3  1 UF = $ 26.798,14, al 31.12.2017 (Anexo 1).

País Definición/concepto Normativa y registro

Brasil «[…] se considera agricultor familiar y emprendedor 
familiar rural al que practica actividades en el medio rural, 
atendiendo, simultáneamente, a los siguientes requisitos: 
[…] Son beneficiarios de esta ley (art. 3,2): silvicultores, 
acuicultores, extractivistas, pescadores, pueblos indígenas, 
integrantes de comunidades remanentes de quilombos 
rurales y demás pueblos y comunidades tradicionales…».

La categoría fue legalmente reconocida 
mediante la ley 11326/2006, Ley de Agricul-
tura Familiar, de 24 de julio de 2006. El 
proceso de reconocimiento institucional fue 
corroborado por el Instituto Brasilero de 
Geografía y Estadística.

Chile Define dos segmentos de usuarios potenciales: pequeño 
productor agrícola y campesino. 
El pequeño(a) productor(a) agrícola se define en función de 
las siguientes variables:
i) explota una superficie no superior a 12 hectáreas de 
riego básico2; 
ii) sus activos no superan el equivalente a 3500 unidades 
de fomento3; 
iii) su ingreso proviene principalmente de la explotación 
agrícola;
iv) trabaja directamente la tierra, cualquiera sea su régimen 
de tenencia. (Ley Orgánica n.º 18910/1990, art. 13)
En 2016 se incorporó a los requisitos anteriores la dimen-
sión social de vulnerabilidad que está a cargo de Ministerio 
de Desarrollo Social, por la cual al menos el 30 % de los 
ingresos deben provenir de la explotación.
Adicionalmente, se define al campesino(a) como la persona 
que habita y trabaja habitualmente en el campo. Sus 
ingresos provienen fundamentalmente de la actividad 
silvoagropecuaria realizada en forma personal, cualquiera 
que sea la calidad jurídica en que la realice, siempre que sus 
condiciones económicas no sean superiores a las de un(a) 
pequeño(a) productor(a) agrícola, y las personas que 
integran su familia.
Se deben agregar a estas definiciones las que han adoptado 
otros servicios públicos servicios del agro (CNR, Prochile, 
CORFO, Sercotec, Fosis, entre otros) y organismos relacio-
nados con este, como son los bancos, compañías de seguro, 
cooperativas de crédito, Servicio de Impuestos Internos y 
otros, quienes en forma consciente han incorporado la 
cuantificación de los recursos de que dispone cada productor 
campesino, valorando sus ingresos y sus inventarios, 
variables que están estrechamente relacionadas con la 
superficie que posee cada productor familiar.
Los conceptos que se deben incorporar son la relación entre 
hectárea de riego básico (HRB, ya definida) y valor bruto de 
la producción (VBP), que es la cuantificación de la produc-
ción (bienes y servicios producidos), lo que está relacionado 
con recursos de que dispone cada productor (suelo más otros 
activos) y empleo (empleo contratado y empleo familiar).

Ley Orgánica n.º 18910/1990 del Instituto 
de Desarrollo Agropecuario (INDAP) (para 
la definición de pequeño productor agrícola)
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4  12 HRB es la unidad de superficie que la reforma agraria con-
sideró suficiente para que una familia de tamaño medio (cinco 
integrantes) pueda vivir y prosperar en el campo.

N.º de personas que la integran
N.º de hectáreas que explotan
Porcentaje de hectáreas productivas

Según el Censo Agropecuario de 2006 la población ocupada 
era de 16 millones, con 12,3 millones en la agricultura 
familiar. De este territorio rural, 221,780.495 ha (26,2 %) 
son explotadas con pecuaria y cría de otros animales; 
74.845.845 ha (8,84 %) son destinadas a la producción de 
labores temporarias; 17.433.640 ha (2 %) son explotadas 
con producción de labores permanentes y 8.590.065 ha (1 
%) con explotaciones de bosques.
En este contexto está la AF, que en 2006 contaba con 
4.367.902 establecimientos (84 % del total) con un área de 
80 millones de hectáreas, que significa el 24,3 % del área 
ocupada.

Consideraciones complementarias

«[…] a denominação adotada pelo Estado e negociada com as 
organizações representações sociais para a promoção e 
desenvolvimento da agricultura familiar, no geral, confunde a 
normatividade utilizada para o enquadramento nas políticas 
públicas com explicação teórica. […] Portanto, o Estado ao 
longo de tempo estabeleceu paulatinamente de acordo com a 
necessidade por meio de três regras de tratamento para a 
agricultura familiar que paulatinamente está substituindo o 
termo trabalhador rural com finalidades diversas: enquadra-
mento sindical (decreto-lei n.º 1166/71, e mais tarde modifi-
cado pela lei n.º 9701 de 1998), para fins de políticas públicas 
para agricultura familiar (lei n.º 11326/2006), e para o 
enquadramento previdenciário (lei n.º 11718/2008)».
En 2018 fueron presentados los datos del censo realizado por 
el Instituto Brasilero de Geografía y Estadística (IBGE) con los 
resultados preliminares del Censo Agropecuario de 2017, que 
será publicado en 2019. Por tanto, los datos de este estudio 
son los del Censo Agropecuario de 2006 contemplados 
parcialmente por la Pesquisa Nacional de Amostra de Domicí-
lios y los datos preliminares del censo agropecuario de 2017.

 «El VII Censo Nacional Agropecuario y Forestal registra 
301.000 explotaciones, de las cuales 284.648 explotaciones 
son menores a 12 HRB4  y califican como agricultura 
familiar campesina e indígena, lo que representa el 94,6 % 
del total de explotaciones. […] la agricultura indígena 
integrante de la AFCI registra 53.069 explotaciones, 
representando el 17,6 % del total y un 18,6 % de las explota-
ciones de la AFCI».
«El universo censal del 2007 registra 20.446.023 hectáreas 
productivas. […] El sector AFCI dispone del 18,6 % del 
recurso suelo, entre los cuales cuentan con 242.200 
hectáreas de riego (22,6 % del total) y 3.562.000 hectáreas 
de secano (18,4 % del total), las que suman 3.804,300 
hectáreas».
La AFCI dispone del 28 % de las 1.868.700 hectáreas 
destinadas a cultivos anuales y plantaciones.
Conclusión: La AFCI cuenta con importantes recursos de 
producción: 96 % de las explotaciones silvoagropecuarias; 
28 % de la superficie productiva; 26 % de la superficie de 
riego; 30 % de superficie de cultivos; 19 % de la superficie de 
frutales; 19 % de las viñas; 37,3 % de la superficie de hortali-
zas; 46 % de la masa de bovinos; 42 % de la masa de ovinos; 
94 % de la masa caprina; 15 % de las plantaciones forestales 
y 33 % de la superficie del bosque nativo.

El documento señala que: si bien es cierto que las definiciones 
anteriores no hacen mención en forma específica a los 
productores(as) indígenas, al examinar sus características 
productivas, tecnológicas, de recursos y sociales, según el VII 
Censo Nacional Agropecuario, fueron clasificados como 
agricultura familiar; por lo tanto, para el análisis global son 
consideradas explotaciones de la AFCI, independientemente 
de la disponibilidad de información sobre los pueblos indíge-
nas que se brinda.
«Los encuestados por el censo del año 2007 que manifestaron 
su pertenencia a una de las nueve etnias reconocidas en Chile 
alcanzaron a 46.355 productores individuales. A ello se deben 
agregar los casos no autodeclarados en el censo pero que 
están registrados como indígenas en la Corporación de 
Desarrollo Indígena (Conadi) y del Programa Orígenes. La 
cifra global de agricultores individuales de los pueblos 
originarios chilenos alcanzaba a 53.064 productores, contro-
lando una superficie asociada de 1.155.770,94 hectáreas. […] 
El número de productores indígenas representa el 17,6 % del 
total de agricultores del país; sin embargo, la superficie 
asociada a estas explotaciones no supera el 2,2 %». 
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5 Art. 1° «Créase e impleméntase el Registro Nacional de Be-
neficiarios (RENABE) quedando como componente del mismo 
el Registro Nacional de Agricultura Familiar, RENAF, depen-
dientes de la Dirección de Censos y Estadísticas Agropecuarias 
(DCEA) del MAG.

País Definición/concepto Normativa y registro

Paraguay «Concepto. A los efectos de esta ley y como objeto de la 
misma, se entiende por agricultura familiar campesina 
aquella en la cual el recurso básico de mano de obra la aporta 
el grupo familiar, siendo su producción básicamente de 
autoconsumo y parcialmente mercantil, completando los 
ingresos a partir de otras producciones de carácter artesanal 
o extrapredial». 

Ley n.º 2419/04, mediante la cual se crea el 
Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de 
la Tierra (INDERT) y se define el concepto 
de agricultura familiar (art. 6°).
Decreto n.º 11464/07, de 21 de diciembre de 
2007, crea e implementa el Registro de la 
Agricultura Familiar. Por resolución MAG 
n.º 616/07 se creó el Departamento de 
Registro de la Agricultura Familiar, en la 
Dirección de Censos y Estadísticas Agrope-
cuarias (DCEA) del MAG5. 
Mediante decreto n.° 2651/14 se creó el 
Registro Nacional de Beneficiarios. Este 
decreto modifica la RENAF y se apoya en la 
necesidad de crear un registro más amplio 
donde puedan ser incluidos aquellos produc-
tores que son beneficiarios de los programas, 
proyectos y direcciones del MAG».
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6  Adib, A., y Almada, F. (coords.) (2017). Políticas públicas y 
marcos institucionales para la agricultura familiar en Améri-
ca Latina. Santiago: IICA, p. 397.

N.º de personas que la integran
N.º de hectáreas que explotan
Porcentaje de hectáreas productivas

«Según el Censo Agropecuario Nacional de 2008, en 
Paraguay existen 288.955 fincas que ocupan una superficie 
de 31.086.894 hectáreas. Si tomamos los rangos: pequeños: 
menos de 50 ha; medianos: entre 50 y 500 ha; grandes: más 
de 500 ha. Los grandes terratenientes, que constituyen el 
2,60 % de los poseedores, acaparan el 84,80 % de la superfi-
cie agropecuaria; mientras que los pequeños productores, 
que constituyen el 91,40 % de los poseedores, solo tienen el 
6,30 % de la tierra. 
Esto significa que 7474 terratenientes con más de 500 
hectáreas acaparan 26.367.463 hectáreas; mientras que 
264.117 pequeños productores con hasta 50 hectáreas 
poseen 1.960.081 hectáreas. 
Al tener como parámetro lo que oficialmente se denomina 
agricultura familiar campesina (1 a 50 hectáreas), estas 
totalizan el 91,4 % de todas las fincas existentes en el país, 
correspondientes al 6,3 % de la superficie agropecuaria. En 
contrapartida, el 8,6 % de las fincas restantes del país ocupan 
el 93,7 % de las tierras.
«Los datos con que se cuenta y que se puede evidenciar en 
varios estudios, son aproximaciones, cuya fuente se basa en 
número de fincas, y datan del Censo Agropecuario Nacional 
(CAN) 2008, el que registra 264.117 los predios de 0 a 50 ha, 
que tampoco se puede traducir en igual cantidad de familias 
o de personas. 
Por otra parte, algunos estudios se basa en los datos de la 
RENAF del 2011, cuyo registro contabiliza un total de 
210.780 pequeños productores, de los cuales 67.524 (32,1 %) 
eran mujeres identificadas como la principal de la finca 
(Heikel y Piras, 2014).
Según el Balance Anual de Gestión Pública del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, 2015, la RENAF registra a nivel país 
184.750 personas; de los cuales 75.258 (41 %) son mujeres y 
109.492 (59 %) son hombres.
Según el mismo informe, en el registro de la RENABE hay 
14.949 personas, de las cuales 6639 (44 %) son mujeres y 
8310 (56 %) son hombres.
Por otra parte, estimaciones realizadas a partir del CAN 
2008 y la EPH 2016 muestran que en fincas menores de 50 
ha, que constituyen el 6,3 % de las tierras, existen 460.567 
personas ocupadas, de 18 años y más, mientras que las fincas 
de 50 ha y más, que constituyen el 93,7 % de las tierras, 
ocupan a 160.000 personas».
«Un grupo importante de personas del sector rural trabaja 
en la agricultura familiar. Este subconjunto particular de 
personas puede ser cuantificado a partir de dos categorías 
ocupacionales: por cuenta propia o sin remuneración. Según 
estos criterios, unas 460.000 personas, el 38,7 % del total de 
personas ocupadas de 18 años o más en este sector, forman 
parte de la agricultura familiar».

Consideraciones complementarias

La Sección Nacional Paraguay de la REAF define a la agricul-
tura familiar como: «aquella unidad productiva rural que se 
ejecuta utilizando principalmente fuerza de trabajo familiar 
para hacer producir el predio, que además no contrata en el 
año un número mayor de 20 trabajadores asalariados de 
manera temporal en épocas especificas del proceso producti-
vo, que residen en la finca y/o en comunidades cercanas, y 
que no utiliza más de 50 hectáreas de tierra en la Región 
Oriental y 500 ha en el Chaco, independientemente del rubro 
productivo». Esto siguiendo la resolución MERCOSUR/GM-
C/RES n.º 25/07 «Directrices para el reconocimiento e 
identificación de la agricultura familiar en el Mercosur» fue 
incorporada al marco legal del MAG por resolución n.° 2095 
del 21 de octubre de 20116. 
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7  El III Censo Agropecuario se realizó en 1994.
8  Eguren, F., y Pintado, M. (2015). Contribución de la agricul-
tura familiar al sector agropecuario en el Perú. Lima: CEPES.
9  Maletta, H. (2017). «La pequeña agricultura familiar en el 
Perú. Una tipología microrregionalizada». En IV Censo Na-
cional Agropecuario 2012: Investigaciones para la toma de 
decisiones en políticas públicas. Libro V. Lima: FAO.
10 Base de prestaciones y contribuciones, cuyo valor a agosto 
de 2018 era de $ 3.848 (USD 124).

País Definición/concepto Normativa y registro

Perú No se encontró una definición. El estudio incluye un cuadro 
de caracterización.
«En el Perú predomina la pequeña agricultura, pero la 
cuantificación de su importancia, tanto en términos 
demográficos como ocupacionales, así como en la economía 
nacional, plantea varios retos. Maletta (2017) discute 
detalladamente los límites del concepto agricultura familiar 
pero, en particular, los elementos que permiten la operativi-
zación de dicho concepto. Señala los límites de tomar como 
principal referente el tamaño del predio o finca familiar, en 
un país con una elevada variabilidad ecológica».
El mismo autor propone diferenciar a los agricultores 
familiares en cuatro grupos: unidades de infrasubsistencia 
(< 0,5 HRC), unidades de subsistencia (0,5 a menos de 2 
HRC), unidades intermedias (2 a menos de 5 HRC), 
unidades PAF excedentarias (5 a menos de 10 HRC), pero 
otros autores tienen propuestas de clasificación diferentes.

«Desde el Ministerio de Agricultura, en 
particular en el Gobierno anterior, se optó 
por una clasificación considerando como 
principal, sino única variable, la relación con 
el mercado, y es esa clasificación la que ha 
servido de base para la definición de los 
objetivos de las políticas».

Uruguay «Productores/as familiares son personas físicas que con o 
sin la ayuda de otros gestionan directamente una explota-
ción agropecuaria y/o realizan una actividad productiva 
agraria que no requiere el uso directo de la tierra». Esta 
persona, en conjunto con su familia, debe cumplir los 
siguientes requisitos en forma simultánea:
i) realizar la explotación con la contratación de, como 
máximo, dos asalariados no familiares permanentes o su 
equivalente en jornales zafrales no familiares (500 al año);
ii) explotar en total hasta 500 ha (CONEAT 100) bajo 
cualquier forma de tenencia;
iii) residir en la explotación o a una distancia no mayor a 50 
km de esta;
iv) ingresos familiares nominales extraprediales inferiores o 
iguales a 14 BPC10 promedio mensual.

En la resolución ministerial 527/08, de 29 de 
julio de 2008, se define productor/a familiar 
y se resuelve que tal condición sea acreditada 
mediante una declaración jurada, creándose 
el Registro de Productores Familiares.
Luego de un proceso de discusión y ajuste, 
en 2014 se modificó la anterior definición 
(resoluciones ministeriales 219 y 387/14), y 
se estableció la definición que se describe en 
la primera columna de esta tabla.
La DGDR/MGAP administra el procedi-
miento de registro a través del Departamen-
to de Registro de Productores Familiares, 
que funciona desde 2009 bajo normas del 
MGAP, y posteriormente se institucionalizó 
mediante el art. 311 de la ley 19355.
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N.º de personas que la integran
N.º de hectáreas que explotan
Porcentaje de hectáreas productivas

«El IV Censo Agropecuario (2012)7 identificó 2,3 millones de 
unidades productivas agropecuarias, mientras que la 
Encuesta Nacional de Hogares aplicada ese mismo año 
reportó solo 1,8 millones de personas que declaraban tener 
como ocupación principal la agricultura».
«Sin embargo, más allá de las diferencias sobre la cuantifica-
ción exacta, sí hay consenso sobre la importancia de la 
agricultura familiar en varias dimensiones. Eguren (2015) 
señala que «la AF contribuyó al 83 % de la PEA ocupada en el 
sector agropecuario, al 86 % del valor de la producción 
agrícola (VPA), al 69 % del valor de la producción pecuaria 
(VPP), representó el 99 % del total de productores agrope-
cuarios y se concentró en el 43 % del total de la superficie 
agropecuaria»8. 
«Maletta (2017) identifica 24 tipos de agricultores familia-
res, distribuidos en 53 microrregiones, y establece que 
alrededor del 70 % de unidades productivas tienen un nivel 
tecnológico relativamente bajo»9. 

Consideraciones complementarias

El documento expresa que «En el año 2015 fue promulgada la 
ley 30355, de Promoción y Desarrollo de la Agricultura 
Familiar, la Estrategia Nacional de Agricultura Familiar 
(ENAF) 2015-2021, o la Ley de Seguridad Alimentaria».
Por otro lado, señala que «Desde el Estado, el MINAGRI en 
particular, se ha generado una lectura de la situación de las 
familias rurales que las diferencia por su nivel de articulación 
con el mercado y su dotación de activos, identificando tres 
estratos: una agricultura intensiva, de exportación, que tiene 
acceso al mercado (la demanda, y al mercado de factores: 
tierra, capital, asociatividad, etc.); una agricultura mediana y 
pequeña, comercial, como un acceso intermedio a la deman-
da y los factores, y una agricultura de subsistencia. Este 
diagnóstico, genéricamente formulado, resulta insuficiente 
para precisar la población objetivo».

«Según el Registro de Productores/as Familiares, a abril de 
2018 existen 21.206 registros activos de unidades producti-
vas familiares (UPF) en todo el territorio nacional. Estas 
21.206 familias involucran a 53.031 personas de las cuales 
36.071 cuentan con la condición de productor/a familiar. […] 
En su conjunto utilizan 1.421.165 hectáreas físicas».
«Según datos preliminares del último Censo Agropecuario 
(MGAP-DIEA, 2012), el 56 % de las explotaciones agrope-
cuarias ocupan solamente el 5 % de la superficie, mientras 
que, en el otro extremo, el 9 % de las explotaciones acumulan 
alrededor del 60 %».
«Riella y Mascheroni (2015), con base en datos del CGA 
2011, señalan que las explotaciones agropecuarias de menos 
de 100 há representan el 55,5 % de las explotaciones del país 
y controlan solo un 4,5 % de la superficie».

«La nueva administración que asume en el año 2005 conside-
ra a los agricultores familiares como uno de los grupos 
prioritarios e intentará establecer un conjunto de políticas 
para “apoyar sus iniciativas apuntando a la permanencia en el 
mundo rural y sostenibilidad como productores”, lo que va 
acompañado de la inclusión del concepto de agricultura 
familiar por primera vez dentro de los lineamientos estratégi-
cos del Plan Quinquenal del MGAP».
En 2015 se crea e integra al Registro de Productores Familia-
res la definición de productor/a familiar pesquero/a, que 
surge como necesidad ante la ley 19292 de Compras Públicas 
para la Producción Familiar. También se incorpora en 2016 el 
Registro de Productores Familiares al Sistema de Informa-
ción Integrada del Área Social (SIIAS).
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Anexo 3. Actas de la Reunión Especializada  
en Agricultura Familiar (REAF) 2004-2018

Las actas formales de las reuniones de 
la REAF registran su vida institucional11. Sus 
principales contenidos son las recomenda-

ciones (o los borradores de resolución) que 
se dirigen al Grupo Mercado Común para 
que las consagre como resoluciones o even-

Año Acta Reunión, país

I Reunión - Foz de Iguazú, Brasil, octubre 20042004

II Reunión - Brasilia, Brasil, noviembre 20042004

III Reunión - Asunción del Paraguay, 26-27.5.20052005 MERCOSUR/REAF/Acta n.º01/05

V Reunión - ,Buenos Aires, Argentina, 1-2.6.20062006 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 1/06

VI Reunión - , Porto Alegre, Brasil,  7-8.12.20062006 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/06

VII Reunión, 24.5.2007, Asunción, Paraguay 2007 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/07

IV Reunión - Montevideo, Uruguay, 4-5.11.2005 2005 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/05
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tualmente las eleve al Consejo del Mercado 
Común para que se traduzcan en decisiones. 
Las resoluciones GMC o decisiones CMC 
son las expresiones de mayor jerarquía de 
los acuerdos alcanzados a nivel del bloque. 

El cuadro siguiente presenta una siste-
matización de las actas de las reuniones de 
la REAF, que muestran principalmente las 
recomendaciones o borradores de resolu-
ciones elevados al GMC.
Normas o proyectos de normativas elevadas al GMCContenido destacado

No se elevanTrató acerca de los métodos de participación y funcionamiento 
operacional del foro.

No se elevanAprobación del Reglamento Interno y acuerdo de trabajo que 
fue establecido con el Programa FIDA Mercosur

No se elevanSe acordó que cada Sección Nacional analizará sus políticas 
internas para la AF, priorizando las que podrían ser objeto de 
tratamiento común en el marco de la REAF.
Se conforma el Grupo de Trabajo de Cooperación Técnica.
Se conforma el Grupo de Trabajo sobre Negociaciones Interna-
cionales

Documento elevado a consideración del GMC:
DT n.º 1/06 «Bases para la integración y facilitación del 
comercio de los productos de la agricultura familiar».

Se eleva al GMC la recomendación sobre «Bases para integrar y 
facilitar el comercio de productos de la AF» (Anexo IV del acta).
Se acordó continuar avanzando en la definición de agricultor 
familiar en cada país.
Se acordó la conformación de un grupo temático que contará 
con el apoyo del Programa FIDA Mercosur.
Bajo el punto «Resultados de trabajo del grupo temático sobre 
acceso a la tierra y/o reforma agraria» se acordó la creación de 
una red de instituciones del Mercosur ampliado.

Documentos elevados para consideración del GMC:
DT n.º 02/06 «Programa regional de fortalecimiento institu-
cional de políticas de igualdad de género en la agricultura 
familiar del Mercosur» (Anexo VII del Acta).
DT n.º 03/06 «Bases para el reconocimiento e identificación 
de la agricultura familiar en el Mercosur» (Anexo IX del Acta).
DT n.º 04/06 «Bases para la integración y facilitación del 
comercio de los productos de la agricultura familiar»(A-
nexo X del acta).

GMC tomó conocimiento del proyecto de recomendación 
«Bases para integrar y facilitar el comercio de productos de la 
agricultura familiar». La delegación de Paraguay solicitó que el 
tema volviese a ser analizado por la REAF.

Documentos elevados para consideración del GMC:
DT n.º 02/06 «Programa regional de fortalecimiento institu-
cional de políticas de igualdad de género en la agricultura 
familiar del Mercosur» (Anexo VII del Acta).
DT n.º 03/06 «Bases para el reconocimiento e identificación 
de la agricultura familiar en el Mercosur» (Anexo IX del Acta).
DT n.º 04/06 «Bases para la integración y facilitación del 
comercio de los productos de la agricultura familiar»(A-
nexo X del acta).

Instrucciones del GMC:
El GMC analizó el documento «Bases para el reconocimiento e 
identificación de la agricultura familiar en Mercosur», y 
resolvió que la REAF lo analizara nuevamente, y si lo estima 
conveniente, lo elevará en formato de proyecto de resolución 
para consideración del GMC.
Bajo otro tema:
La REAF debatió el tema y elaboró proyecto de resolución 
«Directrices para el reconocimiento e identificación de la 
agricultura familiar en Mercosur» que se elabore una propuesta 
de recomendación a ser considerada en su próxima sesión.
La REAF instruyó al GT para que elabore una propuesta de 
recomendación a ser considerada en su próxima sesión.
Las delegaciones acordaron que la REAF estimule el fortaleci-
miento del intercambio bilateral, regional y extrarregional, y 
proponen a las secciones nacionales que tengan interés en 
discutir el tema y sus vinculaciones (producción orgánica, 
biodiversidad, conocimiento tradicional, seguridad alimenta-
ria, generación de ingresos y soberanía nacional).

Se acordó remitir al GMC (Anexo V del Acta) un documento 
titulado «Bases para una política de seguro para la agricultu-
ra familiar». Se plantea que este lo eleve a la CRPM y el CM 
para que estudie la posibilidad de utilización del FOCER en 
apoyo a la implementación de un Programa Piloto de Seguro 
Agrícola para la Agricultura Familiar.
Se acordó remitir una recomendación al GMC (Anexo VI 
del Acta) titulada «Bases para una Política de Financia-
miento de la AF».
Se acordó remitir una recomendación al GMC (Anexo VII del 
Acta) titulada «Bases para una Política de Género en la AFC».
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Año Acta Reunión, país

VIII Reunión - Montevideo, Uruguay25.10.20072007 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 2/07

IX Reunión - Buenos Aires, Argentina, 1-2.7.20082008 MERCOSUR/IXREAF/Acta n.º 1/08

X Reunión - Rio de Janeiro, Brasil, 26-27.11.20082008 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/08

XI REAF - Asunción, Paraguay, 4.6.20092009 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/09

XII Reunión - Montevideo, Uruguay, 4.12.20092009 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/09
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No se elevanResolución del GMC:
GMC aprobó la resolución n.º 25/07 «Directrices para el 
reconocimiento e Identificación de la agricultura familiar en el 
Mercosur».
Bajo otro tema, el acta señala que se aprobó el texto de «Direc-
trices para la igualdad de género en las políticas públicas para la 
agricultura familiar (Anexo XI del acta) y se buscará su 
elevación conjunta con la REM al GMC.
Se decidió trabajar en la elaboración de una recomendación al 
GMC en materia de políticas públicas diferenciales para el 
financiamiento de la AF.

Documento elevado a consideración del GMC:
REC n.º 1/08 «Directrices para la igualdad de género en 
políticas públicas para la agricultura familiar» (Anexo VIII 
del Acta).

Directrices regionales de equidad de género: se informa que la 
recomendación sobre las directrices sobre la igualdad de género 
en las políticas públicas para la agricultura familiar elaboradas 
por la REAF fue aprobada en su totalidad por el REM y que se 
eleva a consideración del GMC.

Se eleva al GMC el Proyecto de Recomendación «Direc-
trices para elaboración de políticas diferenciadas de 
financiamiento para Agricultura Familiar»
Documentos elevados a consideración del GMC:
DI n.º 01/08 Informe de Políticas Públicas Diferenciadas 
Dirigidas a la Agricultura Familiar en los Estados Parte 
(Anexo VI)
DI n.º 02/08 POA 2009 de la REAF (Anexo VII del Acta).
DT n.º 01/08 Texto del decreto en trámite de promulga-
ción en Uruguay para dar cumplimiento a la internaliza-
ción de la resolución n.º 25/07 del GMC (Anexo IV del 
Acta).
DT n.º 02/08 Análisis Comparativo de los Registros de 
Agricultores Familiares (Anexo V del Acta).

REAF aprobó la propuesta de creación del Fondo de la Agricul-
tura Familiar del Mercosur (FAF).
Proyecto de recomendación sobre las directrices para la igualdad 
de género en políticas públicas para la agricultura familiar: 
PPTB informó que la propuesta aprobada en la IX REAF fue 
evaluada positivamente por la reunión del GMC que elevó como 
proyecto de recomendación al CMC para su consideración. 
Gestión de riesgo en la AF:
Entre los acuerdos alcanzados por las delegaciones se encuen-
tran, entre otros, que consideraran en sus secciones nacionales 
los contenidos referidos a los seminarios realizados con el 
compromiso de preparar una propuesta de recomendación a 
ser considerada en la XI REAF. 
Proyectos de normas aprobados:
P.DEC.n.º 01/08 Decisión sobre el Fondo de Agricultura 
Familiar (FAF), Anexo VIII.
P.REC.n.º 01/08 Recomendación sobre el Financiamiento de la 
Agricultura Familiar.

Las delegaciones elevaron al GMC el proyecto de 
recomendación «Directrices para una política de gestión 
de riesgos y seguro rural para la agricultura familiar».

Instrucciones del GMC:
Se elevó al GMC el proyecto de decisión sobre el Reglamento del 
Fondo de Agricultura Familiar del Mercosur (Anexo IV del acta).
Las delegaciones acordaron analizar en la XII Reaf propuestas 
de políticas públicas que incrementen y mejoren la participa-
ción de la AF en las cadenas de valor distributivas, tomando en 
cuenta la diversidad de los sistemas productivos de la AF.
Se estudiarán en la XII REAF alternativas de políticas públicas 
para mejorar la participación de la AF en el comercio y la 
distribución de renta.
Se acordó reunir la información resultante de los trabajos y las 
discusiones sobre la problemática de la tierra con miras a elevar 
un proyecto de recomendación al GMC.

Proyectos de normas aprobados:
La REAF elevó a consideración del GMC los siguientes 
documentos:
Programa de Trabajo 2010 (MERCOSUR/XII REAF/DT 
n.º 05/09)
Proyecto de recomendación sobre políticas fundiarias y 
acceso a la tierra (MERCOSUR/XII REAF/P. REC. n.º 
02/09, versión en español y portugués)
Proyecto de recomendación sobre financiamiento 
(MERCOSUR/X REAF/P. REC CMC n.º 01/08 rev. 1, 
versión en español y portugués).

La REAF elevó al GMC el proyecto de recomendación de 
políticas fundiciarias y de acceso a la tierra (Anexo VI del acta).
La REAF elevó a consideración del GMC la versión corregida 
del proyecto de recomendación sobre financiamiento elevado 
anteriormente en ocasión de la X Reunión.
Se acordó incorporar en el programa de trabajo anual el 
tratamiento del tema de la AF y cambio climático.

3 4Normas o proyectos de normativas 
elevadas al GMCContenido destacado
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Año Acta Reunión, país

XIII Reunión - Mar del Plata, Argentina, 1-4.6.20102010 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/10

XIV Reunión - Brasil, Brasilia, 19.11.20102010 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/10

XV Reunión - Asunción, Paraguay, 3.6.20112011 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/11

XVII Reunión - Buenos Aires, Argentina, 4-7.6.20122012 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/12

XVIII Reunión - Caxias do Sul, Brasil, 15.11.20122012 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/12

XIX Reunión - Atlántida, Uruguay, 27-30.5.20132013 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/13

XXI Reunión - Posadas, Argentina, 24-27.6.20142014 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/14

XX Reunión - Caracas, Venezuela, 26-28.11.20132013 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/13
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Se elevó al GMC el texto del proyecto de memorandum de 
acuerdo para la administración financiera del FAF en 
vistas a su futura suscripción.

Se tomó conocimiento que el GMC en abril de 2010 aprobó y 
elevó a consideración del CMC el proyecto de recomendación 
01/10 remitida por la REAF sobre «Directrices para la elabora-
ción de políticas diferenciadas de financiamiento para la 
agricultura familiar».
Se tomó conocimiento de que el proyecto de recomendación de 
políticas fundiarias y de acceso a la tierra remitido al GMC fue 
elevado al CMC en el 2009.

No se elevanRelatorio al GMC sobre los mandatos establecidos en la resolu-
ción de registros nacionales de la AF: se acordó trabajar sobre 
un proyecto de resolución que establezca las próximas acciones 
en común sobre los registros.
Se tomó conocimiento de que CMC, el 2 de agosto de 2010, 
aprobó la recomendación n.º 05/10 remitida por la REAF sobre 
«Directrices para la elaboración de políticas diferenciadas de 
financiamiento para la agricultura familiar»

No se elevanRegistros nacionales de la AF: las delegaciones acordaron que, 
en caso de haber consenso sobre la metodología de monitoreo y 
seguimiento y del avance de los registros nacionales, se elabora-
rá una nueva propuesta de recomendación en oportunidad de la 
XVI REAF.
Seminario sobre educación rural: la REAF acordó utilizar la 
síntesis de este seminario como insumo para la elaboración de 
un proyecto de recomendación.

No se elevanREAF tomó conocimiento del proyecto de recomendación CMC 
n.º 04/12 «Mujeres rurales» elaborado por la MMAAM.
Cambio climático y gestión de riego: la Secretaría Técnica 
realizará una sistematización de información presentada por 
las delegaciones sobre buenas prácticas, medidas de adaptación 
y de mitigación, y políticas púbicas para la AF frente al cambio 
climático, que será utilizada como insumo para, entre otras, 
elaborar un proyecto de recomendación a elevar al GMC sobre 
«Políticas públicas para el cambio climático».

Eleva al GMC el proyecto de recomendación MERCO-
SUL/CMC/REC. n.º 01/12 sobre Reconocimiento mutuo 
de los Registros Nacionales Voluntarios de la Agricultura 
Familiar en los países del Mercosur

REAF tomó nota de la resolución GMC n.º 42/12 MERCO-
SUR/GMC/ACTA n.º 03/12 Acuerdo entre la Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
y los Estados partes del Mercosur para la administración 
financiera del FAF.

No se elevanInstrucciones del GMC Registros Nacionales de la AF: Se 
definió la metodología de trabajo para la elaboración del 
primer informe anual de evaluación de los registros.
Sello de la AF del Mercosur: se acordó impulsar desde la 
REAF un «Sello de la AF del Mercosur».
Cambio climático y gestión de riesgo: Las delegaciones acorda-
ron que el Grupo Técnico prepare los TdR para la realización 
del Manual de Adaptación al Cambio Climático para la AF.

No se elevanSello de Agricultura Familiar: el GT se reunirá para analizar, 
entre otros, el borrador de recomendación sobre sellos de la AF.
REAF aprobó la propuesta para la Conferencia sobre Mujeres 
Rurales de Latinoamérica y Caribe en el Año Internacional de la 
Agricultura Familiar.
REAF aceptó la necesidad de incorporar indicadores específi-
cos que permitan visibilizar el aporte y la permanencia de los 
jóvenes en el medio rural y en la AF.

La REAF elevó para su tratamiento el proyecto de 
recomendación n.º 01/13 «Año Internacional de la 
Agricultura Familiar 2014» (Anexo IV del Acta).

La REAF consideró de relevancia que los esfuerzos naciona-
les sean integrados a partir de una plataforma de coordina-
ción de las actividades regionales en el marco del AIAF 2014.
Otros temas del GT:
Las delegaciones coincidieron en la importancia y relevancia 
sobre la cuestión de la «Agroecología y semillas». 

3 4Normas o proyectos de normativas 
elevadas al GMCContenido destacado



130
130

Año Acta Reunión, país

XXII Reunión - Montevideo, Uruguay, 3-5.12.20142014 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/14

1 2

XXIII Reunión - Brasilia, Brasil, 18.6.20152015 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 1/15

XXIV Reunión - Paraguay, 24-27.11.20152015 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 02/2015

 XXV Reunión - Montevideo, Uruguay, 13-17.6.20162016 Acta n.º 01/16

XXVI Reunión - Buenos Aires, Argentina, 30.6.20172017 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/17
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Normativas elevadas:
MERCOSUR/REAF/P.REC n.º 01/2014 «Sellos de identi-
ficación de la agricultura familiar».
MERCOSUR/REAF/P.DEC. n.º 01/2014 «Registros 
nacionales voluntarios de la agricultura familiar de los 
Estados partes del Mercosur».

REAF elevó al GMC el informe sobre los avances de los 
Registros de Agricultoras/res Familiares.
Actividades regionales de jóvenes de la agricultura familiar: se 
propuso trabajar en la creación de un espacio de trabajo 
vinculado entre la REAF y la CELAC.
Propuesta de incorporación de la temática del agua al GT: 
coincidió en la conveniencia de incorporar la problemática 
del acceso al agua con fines productivos como aspecto 
inescindible del problema de acceso a los recursos comple-
mentando el abordaje realizado por el GT de cambio climáti-
co y gestión del riesgo. 
La representante de la RMAAM de Uruguay informó la aproba-
ción del CMC de las «Directrices de la política de igualdad de 
género para el Mercosur» (Dec. CMC N.º 13/14). REAF recono-
ció la importancia de la creación de la «Reunión de autoridades 
sobre pueblos indígenas» a través de la Dec. n.º 14/14.

3 4

No se elevan.REAF propone la realización de un manual de buenas 
prácticas para adaptación de la agricultura familiar a los 
cambios climáticos.

No se elevan.REAF elevó al GMC el informe anual 2015 sobre los avances de 
los registros nacionales de la agricultura familiar.
REAF elevó el informe regional sobre la implementación en el 
Mercosur de las Directrices Voluntarias para la Gobernanza 
Responsable de la Tenencia de la Tierra, la Pesca y los Bosques 
en el Contexto de la Seguridad Alimentaria.
Directrices voluntarias de gobernanza de la tierra (DVGT):
Se acordó solicitar a la FAO la disponibilidad del manual popular 
sobre directrices voluntarias de gobernanza de la tierra (DVGT) 
para reforzar el proceso de difusión en la temática a nivel local. 
Acceso al agua para la AFC: La Secretaría Técnica elaborará 
un instrumento para que las delegaciones registren los 
avances en cada país de políticas públicas vinculadas al 
acceso al agua para la AF.

No se elevan.Se eleva al GMC el proyecto de acuerdo marco de colaboración 
entre el Mercosur y el IICA.
III Reunión sobre Universidad y Políticas Públicas para la AFCI:
En el marco de la reunión fue decidida la creación del Grupo de 
Investigadores sobre Políticas Públicas para la AF del Mercosur.

No se elevan normas y proyectos de normas.
Documentos elevados a consideración de GMC: 
1.1 Proyecto de Recomendación Asistencia Técnica y 
Extensión Rural (ATER).

Se elevó a consideración del GMC un proyecto de recomenda-
ción sobre asistencia técnica y extensión rural.
Se acordó retomar el tema de las negociaciones comerciales 
internacionales del Mercosur.
Se acordó realizar en las secciones nacionales un análisis acerca 
de los siguientes aspectos vinculados a las cadenas de valor: 
concepto; identificación de productos más representativos de la 
AF; principales problemas; políticas públicas vinculadas; 
relación de los productos y la agroindustria.
REAF validó las Directrices de Políticas Públicas para las Juven-
tudes Rurales de la AFCI como propuesta de continuidad y 
fortalecimiento del tema.
Se acordó la realización de un foro sobre la temática durante la 
PPTB, para construir una metodología de abordaje de conflic-
tos, en el marco de las normativas nacionales e internacionales.
Se acordó elaborar una propuesta para un III Programa 
Regional de Género, cuyo objetivo sea el fortalecimiento del 
liderazgo de las mujeres en las organizaciones de la AF y en los 
espacios de decisiones de políticas a tratar en la próxima 
reunión del GT.
Además se acordó vincular las acciones en adaptación al cambio 
climático y gestión del riesgo para la AF, en el marco de la 
articulación REAF-CAS.
Se decidió actualizar la publicación «Registros nacionales de la 
agricultura familiar en los países del Mercosur» 

Normas o proyectos de normativas 
elevadas al GMCContenido destacado
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El texto completo de las actas de las reuniones de la REAF, 
así como de las recomendaciones, proyectos y documentos en 
general citados en este cuadro se encuentran disponibles en 
el sitio web oficial del Mercosur: www.mercosur.int, sección 
«Documentos y normativa» / «Actas y anexos» / REAF.

Año Acta Reunión, país

XXVII Reunión - Florianópolis, Brasil, 4-8.12.20172017 Acta n.º 02/17

XXVIII Reunión - Asunción, Paraguay, 11-14.6.20182018 MERCOSUR/REAF/Acta n.º 01/18
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Proyecto de recomendación n.º 02/17 «Políticas públicas 
para las juventudes rurales»
Proyecto de recomendación n.º 03/17 «Políticas contra la 
violencia de género en el medio rural».

REAF aprobó y elevó al GMC los proyectos de recomendaciones 
n.º 02/17 «Políticas contra la violencia de género en el medio 
rural».
REAF tomó nota de los resultados de la XVI Reunión del Grupo 
de Análisis Institucional (Acta 04/17) donde se encamina al GMC 
los documentos: MERCOSUR/XVI GAIM/P. DEC. n.º 04/17 
Proyecto de decisión n.º 04/17 «Extensión de la ejecución del 
Fondo de Agricultura Familiar del Mercosur».
REAF elaborará un proyecto de decisión sobre la conformación 
del nuevo FAF a partir de 2019.
REAF acordó entrar en contacto con RECM con el objetivo de 
fortalecer el vínculo entre AF y cooperativismo.
REAF tomó nota de la aprobación de la decisión CMC No 13/17 
Memorando de entendimiento en materia de cooperación 
internacional entre el Mercado Común del Sur y la Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura.
Comisión de Cambios Climáticos y Gestión de Riesgo (CCGR): 
Se acordó construir una recomendación de políticas públicas de 
enfrentamiento a los cambios climáticos para la AF, y se definió 
que los puntos focales preparen dicho proyecto.
Comisión de los Registros de la Agricultura Familiar (CRAF): 
CRAF desarrollará un Manual de Buenas Prácticas de Implemen-
tación de la AF como instrumento de cooperación Sur Sur.
REAF eleva al GMC el relato sobre los registros nacionales de 
la AF de 2017. 

Se eleva al GMC el informe de ejecución del FAF durante 
el periodo 2012-2018.
Se eleva al GMC el proyecto de decisión para la renova-
ción del FAF y su reglamento (Anexo V del Acta).

Instrucciones del GMC y documentos elevados: se eleva al 
GMC el informe de la ejecución del FAF durante el periodo 
2012-2018.
Programas y proyectos: REAF tomó nota del Acta del Grupo 
de Cooperación Internacional aprobado por el GMC en 
diciembre de 2017 (donde se solicitó a la UTCI que presente a 
consideración de la CAF el «Programa regional de intercam-
bio y construcción de capacidades en inocuidad y sanidad de 
las producciones de la agricultura familiar».
REAF-RMAAM: REAF tomó nota de la XXX Reunión de 
RMAAM sobre el tratamiento del proyecto de recomendación 
de enfrentamiento a violencia contra las mujeres rurales 
elevado por la REAF.
REAF destaca la Rec. CMC n.º 09/15 donde se dispone 
fortalecer las políticas sociales y económicas que contribuyan 
a la autonomía económica de las mujeres, a través de la 
economía social y solidaria.
Recomendaciones sobre adaptación a los cambios climáticos 
y gestión del riesgo hacia territorios sostenibles: ST elaborará 
un primer borrador de recomendación que circulará a los 
coordinadores nacionales.

3 4Normas o proyectos de normativas 
elevadas al GMCContenido destacado
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Actas destacadas del periodo 2004-2014

Según el documento Institucionali-
dad responsable por la agricultura fami-
liar y las políticas públicas diferenciadas 
en el Mercosur. Marco de actuación de 
la REAF, un efecto secundario y comple-
mentario de los contenidos de las actas, 

cualquiera sea la calidad de su redacción 
(recomendación, proyecto de resolución, 
etc.), es que pasa a ser material de trabajo 
de las secciones nacionales en cada país. 
Muchas veces se producen adaptaciones 
normativas, institucionales o de gestión en 

Acta Contenido

Acta III Recomendación sobre seguros: «Bases para una política de seguros para la agricultura familiar».
Recomendación sobre financiamiento: «Bases para una política de financiamiento de la agricultura familiar».
Recomendación sobre equidad de género: «Bases para una política de género en la agricultura familiar».

Acta V

Acta IV Recomendación sobre comercio: «Bases para integrar y facilitar el comercio de productos de la agricultura familiar».

Solicitud al CCT (órgano de cooperación técnica del Mercosur) de la tramitación de cooperación sobre 
seguros de riesgo climático a la Unión Europea, en particular a España, país al que se le reconoce una vasta 
experiencia en el tema. 
Anuncio al GMC del acuerdo logrado entre las delegaciones para formular un proyecto piloto sobre seguros 
para la agricultura familiar a ser implementado en Paraguay, cuyo financiamiento se solicitará al FOCEM 
(Fondo de Convergencia Estructural del Mercosur, que tiene por finalidad apoyar proyectos que sirvan para 
que la situación en diferentes materias en los países se vaya asemejando)

Acta VI Se presenta el proyecto «Fondo seguro de cosecha» que el MAG (Ministerio de Agricultura y Ganadería del 
Paraguay). Se maneja a dos niveles: en lo nacional aplicándolo con los recursos disponibles en 2007, y en lo 
regional como parte del proyecto de «Cobertura de riesgo para el fortalecimiento de la capacidad productiva 
de la agricultura familiar» presentado al FOCEM (elaborado sobre la base de la cooperación técnica horizon-
tal de algunos países con antecedentes en la materia: Brasil, Chile y Uruguay).
Recomendación «Bases para el reconocimiento e identificación de la agricultura familiar en el Mercosur».
Solicitud al CCT de la búsqueda de financiamiento para el «Programa regional de fortalecimiento institucio-
nal de políticas de género en la agricultura familiar del Mercosur».

Acta VII A solicitud del GMC elaboró el proyecto de resolución «Directrices para el reconocimiento e identificación de 
la agricultura familiar en el Mercosur», que el GMC luego trasformó en la resolución 25/07.
Se presenta el Programa Piloto de Educación No Formal de Jóvenes que los países acordaron ejecutar con 
recursos presupuestales propios en 2008.
Se informa que se alcanzó un acuerdo con la FAO para realizar estudios sobre concentración, extranjerización 
y uso de la tierra en el Mercosur, a fin de disponer de los elementos técnicos que permitan respaldar la 
elaboración de una recomendación al GMC indicando medidas que sirvan para abordar los grandes cambios 
que se están observando.
Se informa que Paraguay volverá a asignar recursos en 2008 para el Proyecto Piloto de Seguro a pesar de que 
la iniciativa presentada al FOCEM no fue aprobada.

Acta VIII Se informa que los tres países que no tenían un registro de agricultura familiar como plantea la resolución 
25/07 (Argentina, Paraguay y Uruguay) decidieron a qué nivel institucional lo asignaron y comenzaron a 
trabajar en su puesta en marcha. Argentina lo colocó en la Comisión de Desarrollo Rural que nuclea todos los 
proyectos de endeudamiento externo; Paraguay lo hizo en la Dirección de Censos y Estadísticas del Ministe-
rio de Agricultura y Ganadería (MAG), para que sirva tanto a la aplicación de recursos del presupuesto como 
de los proyectos con financiamiento externo; y Uruguay lo instaló en la Dirección General de Desarrollo 
Rural (DGDR), institución nacida en 2008 en el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, promovida en 
parte por un proyecto FIDA en el país y en parte por la resonancia de las actuaciones de la REAF en el país a 
través de la sección nacional para que le sirva de referencia en la aplicación de cualquier tipo de recurso del 
Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca.
Se informa que el Consejo Agropecuario del Sur( CAS) invitó a la REAF a participar de su XII Reunión, en la 
cual los ministros de Agricultura reafirmaron la importancia de la agricultura familiar, de las políticas 
púbicas diferenciadas para esta y del trabajo conjunto en tal sentido.

12  http://fidamercosur.org/claeh/images/BIBLIOTECA/2015/Documentos/Institucionalidad_AF_Mercosur_REAF.pdf.
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los países por las autoridades nacionales 
que atienden el asesoramiento de la REAF. 

Esta publicación destaca 22 actas 
relacionadas con las «recomendaciones 
de la REAF que llegaron a resoluciones o 

decisiones de los órganos ejecutivos del 
Mercosur o que fueron referencias para la 
actuación de las autoridades de los países 
en relación con la agricultura familiar», 
en los primeros diez años de la REAF, y 
que se detallan a continuación.

Acta Contenido

Acta X Se informa que en Argentina se crea la Subsecretaría de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar, que entra en 
vigencia en 2009, que constituye la conformación de una nueva institucionalidad específica dedicada a la agricul-
tura familiar, a la cual se le pasa la competencia del Registro de Agricultura Familiar y consecuentemente se 
amplía su uso más allá de los proyectos de financiamiento externo, alcanzando también a los recursos presupues-
tales correspondientes a los instrumentos de intervención de competencia exclusivamente nacional. 
Se eleva al GMC la propuesta de creación del Fondo de la Agricultura Familiar del Mercosur (FAF) para que 
el funcionamiento de la REAF —que hasta el momento se venía financiando en buena medida con aportes de 
donación del FIDA a través del Programa FIDA Mercosur— pase a financiarse en el mediano plazo exclusiva-
mente con recursos de los países participantes. 
La recomendación sobre género «Directrices para la igualdad de género en políticas públicas para la agricul-
tura familiar» fue respaldada por el GMC y elevada por este al CMC.
El CCT recomendó al GMC el financiamiento del Programa Regional de Equidad de Género con recursos de 
AECID ofrecidos al Mercosur, a partir de marzo de 2009. 
Recomendación sobre financiamiento: «Directrices para la elaboración de políticas públicas diferenciadas de 
financiamiento para la agricultura familiar».

Acta XI Se elevó a pedido del GMC el proyecto de decisión sobre el reglamento del FAF.
Se informa que el MAG a través de la DGDR será el administrador de los recursos de AECID para el Programa 
de Equidad de Género. 
Recomendación sobre seguros: «Directrices para una política de gestión de riesgo y seguro para la agricul-
tura familiar».

Acta XII Las decisiones 45/08 y 06/09 crearon y reglamentaron el funcionamiento del FAF.
Se informa que la REAF focalizará sus esfuerzos en el GT de Comercio trabajando sobre tres instrumentos: 
asociativismo, sello de la agricultura familiar y mercados institucionales (compras públicas).
Recomendación sobre acceso a tierra y reforma agraria: «Políticas fundiarias y acceso a tierra».
Se informa que las delegaciones acordaron la estructura organizativa del Programa Regional de Equidad de 
Género y el plan operativo de este para 2010-2011.
Se consolida la articulación con el Programa Cooperativo para el Desarrollo Tecnológico Agroalimentario y 
Agroindustrial del Cono Sur (PROCISUR), que involucra a los centros de investigación de los países del área, 
para que los institutos de investigación trabajen a nivel de cada país en las secciones nacionales a los efectos 
de recoger las demandas de la agricultura familiar en la materia y dar respuesta a estas.
Se informa que participó de la REAF el presidente del Parlasur y que manifestó su interés por fortalecer los 
vínculos interinstitucionales.

Acta IX Se informa sobre los avances de Chile y Brasil en sus respectivos programas de etiquetado y sellado de 
productos de la agricultura familiar para diferenciar su oferta en el mercado y apoyar su inserción comercial 
con posibilidades de captura de un diferencial de valor. Ello motivó la entrada en agenda del GT 8 de Comer-
cio del tema «Identificación de los productos de la agricultura familiar como instrumento de política diferen-
ciada para apoyarla en la comercialización de sus productos».
Se informa de la confirmación de la nómina de 50 jóvenes que participarán del Programa de Educación No 
Formal financiado por los países.
Se informa que se están haciendo las gestiones correspondientes con AECID, la agencia identificada por la 
CCT como posible financiador del Programa de Equidad de Género, dando respuesta a la solicitud de la 
REAF.
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Acta Contenido

Acta XV Se informa que se va a ejecutar un Programa Regional sobre Compras Públicas a la Agricultura Familiar 
financiado por la ABC de Brasil.

Acta XVI Se elevó al GMC una recomendación sobre educación rural.
Se informan los avances de Paraguay en materia de zonificación y seguro agrícola para la agricultura familiar.

Acta XVII Se informa que Uruguay sancionó y reglamentó una ley de compras públicas a la agricultura familiar, y que va a 
desarrollar un plan piloto en la materia.
Por su parte en Paraguay se establecieron por decreto modalidades complementarias a las existentes de adquisi-
ciones públicas de productos de la agricultura familiar.
Con estos anuncios ya son tres los países que muestran avances en materia de compras públicas a la agricultura 
familiar: Brasil, Paraguay y Uruguay.

Acta XVIII Se elevó al GMC una recomendación sobre «Reconocimiento mutuo de los registros de agricultura familiar», que 
fue consagrado como decisión del CMC 59/12. 
Se informó sobre la finalización del Segundo Curso de Formación de Jóvenes Rurales y sobre los avances para la 
ejecución del tercer curso en acuerdo con la UNILA.

Acta XIX Se informó sobre la finalización del Tercer Curso de Formación de Jóvenes Rurales y sobre los avances en la 
planificación del cuarto curso.

Acta XX Se informó que Ecuador y Venezuela comenzaron a trabajar en la implementación del registro de agricul-
tura familiar. 
Se elevó la recomendación «Año Internacional de la Agricultura Familiar». 
Se informó sobre la primera reunión de la CELAC sobre agricultura familiar.

Acta XXI Se informó sobre la realización del Cuarto Curso de Formación de Jóvenes Rurales. 
Se informó que Argentina, Brasil y Uruguay han realizado relevamientos de OAF, diferenciando aquellas 
de constitución mixta de las conformadas exclusivamente por mujeres, lo cual les permite aplicar instru-
mentos de intervención específicos.
Se informó sobre algunas experiencias puntuales de compras públicas a la agricultura familiar en Argenti-
na, y sobre los avances (mayores) en materia de compras de proximidad y ferias francas, que han facilitado 
la comercialización de productos de la agricultura familiar en algunas provincias.

Acta XXII Se elevó una recomendación vinculada con la «Adopción del sello de identificación de la agricultura 
familiar como instrumento de visualización de sus productos y servicios».
Se informó sobre la adecuación que han ido teniendo los registros nacionales de agricultura familiar con el paso 
del tiempo, permitiendo identificar a mujeres y jóvenes como segmentos específicos hacia los cuales dirigir 
políticas diferenciadas. Se destacó el hecho de que, con mayor o menor calidad, los cinco países que han partici-
pado más activamente de la REAF a lo largo de su existencia, cuentan con registros que les permiten aplicar 
políticas diferenciadas al sector de la agricultura familiar y dentro de este a algunos de sus segmentos.

Acta XIV El CMC aprobó la decisión 05/10 sobre políticas diferenciadas de financiamiento para la agricultura familiar, 
pero no la referida a políticas fundiarias y de acceso a tierra. 
Se informa que en Argentina se ha creado el Consejo Nacional de la Juventud Agraria, como consecuencia de 
las actividades del GT de Juventud de la REAF y su repercusión en el nivel nacional. 
Se informa que en Paraguay se ha dispuesto una norma (margen de preferencia) que facilita la colocación de 
productos de la agricultura familiar a nivel institucional a través de intermediarios, y que se ha comenzado a 
trabajar para que esta pueda ser efectuada directamente por organizaciones referentes de la agricultura 
familiar. Este espacio de compra pública se suma a los varios que están en funcionamiento en Brasil. 
Se informa que serán publicados los estudios sobre concentración, extranjerización y uso de la tierra, que han 
sido utilizados por la REAF para redactar una recomendación que no fue aprobada. 
Se hace notar al GMC la importancia que tendría trabajar en los próximos censos nacionales agropecuarios las 
variables que definen a la agricultura familiar de acuerdo a la resolución 25/07 y que están siendo utilizadas para 
hacer funcionar los registros nacionales de agricultura familiar en los diferentes países, de manera tal que ambas 
informaciones estadísticas puedan complementarse con mayor facilidad para adoptar decisiones de política.

Acta XIII El GMC aprobó y elevó al CMC la recomendación sobre directrices para la elaboración de políticas diferencia-
das de financiamiento para la agricultura familiar. 
El GMC aprobó y elevó al CMC la recomendación sobre políticas fundiarias y de acceso a tierra. 
Se informa que los países están implementando acciones en materia de formación de jóvenes con base en la 
experiencia de la ejecución del Programa Regional.
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Ciclos de la REAF 2004-2014

La publicación REAF (Reunión 
Especializada en Agricultura Familiar) 
MERCOSUR: Una década de coproduc-
ción de políticas públicas entre el Estado 
y la sociedad civil,  agrupa su trabajo en-

tre 2004 y 2010 en cinco ciclos. Cada uno 
de estos ciclos corresponde a un periodo 
en el que se cumplieron las presidencias 
rotativas de todos los países miembros, 
según se describe a continuación.

13  Disponible en: ‹http://www.fao.org/3/a-i5749s.pdf›.

Primer 
ciclo

Tuvo como prioridad la identifi-
cación de los temas de interés 
común para los distintos 
actores, incluyendo a los 
movimientos sociales, a partir 
de los cuales se sentaron las 
bases de los futuros GT y se 
avanzó en acciones específicas.
Sin embargo, lo que marcó el 
primer ciclo de manera más 
efectiva fue el haber alcanzado 
entendimientos políticos entre 
actores y organizaciones que no 
tenían relaciones regulares 
entre sí. 

I REAF (Foz de Iguazu, Brasil). Sep. 2004
Discusión de métodos de participación y funcionamiento de la REAF.

II REAF (Brasilia, Brasil). Nov. 2004
Aprobación del Reglamento Interno. Establecimiento de un acuerdo de 
trabajo con el Programa FIDA Mercosur.

III REAF. Mayo 2005
Discusión sobre la formación de grupos de trabajo.
Aprobación de un estudio para medir el PIB de la AF en el Mercosur.
Aprobación de un estudio sobre el marco jurídico de la AF vigente en los 
países miembros.
Documento «Propuesta para discusión sobre políticas de género de la REAF».

IV REAF (Montevideo, Uruguay). Nov. 2005
Documento «Bases para una política de seguro para la AF» (presentado al GMC).
Documento «Bases para una política de financiamiento para la AF» (presentado 
al GMC).
Documento «Bases para una política de género en la AF» (presentado al GMC).

V REAF (Buenos Aires, Argentina). Jun. 2006
Creación de la «Red de Institutos de Políticas de Tierras, Reforma Agraria y 
Acceso a la Tierra».
Publicación de «Género, agricultura familiar y reforma agraria en el 
MERCOSUR».
Acuerdo para que el Grupo Temático de Género sea el primer GT en realizarse.

Segundo
ciclo

Marcó avances más significati-
vos en la formulación de proyec-
tos que sirvieron de cimiento 
para la redacción de las prime-
ras propuestas de recomenda-
ción enviadas al GMC/CMC 
(sobre todo a partir del tercer 
ciclo). 

VI REAF (Porto Alegre, Brasil). Dic. 2006
Proyecto «Bases para el reconocimiento e identificación de la AF en el 
Mercosur» (presentado al GMC).
Proyecto «Bases para la integración y facilitación del comercio de los 
productos de la AF» (presentado al GMC).
Proyecto «Seguro de cobertura contra riesgos climáticos para la AF» (Fondo 
Seguro de Cosecha). Programa Regional de Fortalecimiento Institucional de 
las Políticas de Igualdad de Género en la AF (presentado al GMC). Creación 
del Grupo Temático de Juventud Rural.

VII REAF (Asunción, Paraguay). Mayo 2007
Documento «Directrices para el reconocimiento e identificación de la AF en 
el Mercosur» (presentado al GMC).
Programa Piloto de Educación No-Formal de Jóvenes Rurales.
Documento «Orientaciones metodológicas para el funcionamiento de la 
REAF» (transversalidad de género).
Readecuaciones del Programa Regional de Fortalecimiento Institucional de 
las Políticas de Igualdad de Género en la AF.

VIII REAF (Montevideo, Uruguay) Oct. 2007
Documento «Directrices para la igualdad de género en las políticas públicas 
para la AF» (presentado a la RMAAM).
Proyecto para Estudio sobre Extranjerización, Concentración y Uso de la Tierra.

IX REAF (Buenos Aires, Argentina). Jul. 2008
Documento «Directrices para la igualdad de género en las políticas públicas 
para la AF» (presentado al GMC).
Propuesta de creación del Grupo de Alto Nivel para Estrategias de Seguridad 
y Soberanía Alimentaria.
Discusión del I Curso de Formación de Jóvenes Rurales
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Tercer 
ciclo

Significó la consolidación de los 
acuerdos políticos. Entre 2008 y 
2010, los acuerdos fueron 
institucionalizados en varias 
proposiciones sometidas al 
GMC. También estuvo marcado 
por las discusiones acerca de los 
límites organizacionales e 
institucionales que podrían 
amenazar la continuidad de la 
REAF. Parte de la discusión 
estuvo volcada al establecimien-
to del Fondo de la Agricultura 
Familiar (FAF).

X REAF (Río de Janeiro, Brasil). Nov. 2008
Creación del Fondo de la Agricultura Familiar (FAF).
Proyecto de recomendación «Directrices para la elaboración de políticas de 
financiamiento para la AF».
Documento «Políticas públicas diferenciadas dirigidas a la AF en los 
Estados parte» (presentado al GMC).
Documento «Análisis comparativo de los registros de AF» (presentado al GMC).

XI REAF (Asunción, Paraguay). Jun. 2009
Proyecto de decisión sobre la Reglamentación del FAF (presentado al GMC).
Proyecto «Directrices para una Política de Gestión de Riesgos y Seguro 
Rural para la AF» (presentado al GMC).
Documento «Propuesta de estudio sobre el acceso de la mujer a la tierra».
Documento final del Programa Regional de Fortalecimiento Institucional de las 
Políticas de Igualdad de Género en la AF del Mercosur (presentado al GMC).

XII REAF (Montevideo, Uruguay). Dic. 2009
Proyecto de recomendación sobre «Políticas Territoriales de Acceso a la 
Tierra» (presentado al GMC).
Proyecto de Recomendación «Directrices para la elaboración de políticas 
diferenciadas de financiamiento para la AF (presentado al GMC).

XIII REAF (Mar del Plata, Argentina). Jun. 2010
Proyecto de Memorando de Acuerdo para la Administración Financiera del 
FAF (presentado al GMC).
Colaboración con AECID para la implementación del Programa Regional de 
Fortalecimiento Institucional de las Políticas de Igualdad de Género en la AF.

Cuarto
ciclo

Un paso hacia la elaboración de 
políticas para la agricultura 
familiar 

XIV REAF (Brasilia, Brasil). Nov. 2010
Discusión del Memorando de Entendimiento con la FAO para la gestión del FAF.

XV REAF (Asunción, Paraguay). Jun. 2011
Documento «Propuesta de Programa Regional de Intercambio sobre 
Compras Públicas».
Documento «Propuesta de Actividades y Presupuesto de Intercambio de 
Institutos de la Tierra».
Presentación de los resultados de estudios nacionales sobre extranjeriza-
ción, concentración y uso de la tierra.

XVI REAF (Minas, Uruguay). Dic. 2011
Proyecto de recomendación sobre «Educación rural».
Documento «Propuesta de II Curso de Formación de Jóvenes Rurales».
Documento «Informe sobre los Estudios de Cadenas Productivas».

XVII REAF (Buenos Aires, Argentina). Jun. 2012
Grupo técnico sobre Registros Nacionales de la AF asume carácter permanente.

Quinto
ciclo

Significó logros en la elabora-
ción de políticas para la agricul-
tura familiar 

XVIII REAF (Caxias do Sul, Brasil). Nov. 2012
Proyecto de recomendación «Reconocimiento mutuo de los registros nacionales 
voluntarios de la AF en los países del Mercosur» (presentado al GMC).
Presentación del acuerdo aprobado por el GMC entre Mercosur y FAO para la 
gestión del FAF.

XIX REAF (Atlántida, Uruguay). Mayo 2013
Documento «Protocolos sanitarios para la AF en el Mercosur».
Acuerdo para discusión sobre «Sello de la AF en el Mercosur».
Acuerdo para Programa Regional de Cooperación e Intercambio de Experien-
cias y Políticas Públicas para el Acceso y Desarrollo de Tecnologías para la AF.

XX REAF (Caracas, Venezuela). Nov. 2013
Proyecto de recomendación «Año Internacional de la Agricultura Familiar».
Petición de espacio físico específico para la REAF en el Edificio Mercosur.
Documento de evaluación del «Programa Regional de Fortalecimiento de las 
Políticas de Igualdad de Género en la AF».

XXI REAF (Posadas, Argentina). Jul. 2014
Propuesta de taller sobre «Derecho de los agricultores a los recursos genéticos».
Propuesta de Encuentro Regional de Jóvenes de la Agricultura Familiar y 
Campesina.
Discusión para la creación del II Programa Regional de Fortalecimiento de las 
Políticas de Igualdad de Género en la AF.

XXII REAF (Montevideo, Uruguay). Dic. 2014
Proyecto de decisión «Registros nacionales voluntarios de la AF en el Mercosur».
Proyecto de recomendación «Sellos de Identificación de la AF en el Mercosur».
Declaración sobre las actividades de la CELAC vinculadas a la REAF.
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Decisiones, resoluciones y recomendaciones 
relativas a la REAF aprobadas por el GMC/CMC

Se incluyen las decisiones, resolu-
ciones y recomendaciones relativas a la 

Año

2004

Norma

Resolución 
011/2004

Tema

Creación de la Reunión Especializada sobre Agricultura Familiar en el Mercosur (REAF)

2007 Resolución 
25/2007

Directrices para el reconocimiento e identificación de la agricultura familiar en el Mercosur

2012 Resolución 
042/2012

Acuerdo entre la FAO y el Mercosur para la administración del FAF

2009 Decisión 
006/2009 

Reglamentación del Fondo de la Agricultura Familiar (FAF)

2014 Decisión 
14/2014

Creación de la Reunión de Autoridades sobre Pueblos Indígenas (RAPIM) como órgano auxiliar del 
Consejo del Mercado Común

2014 Decisión 
20/2014

Reconocimiento mutuo de los Registros Nacionales de Agricultura Familiar 

2017 Decisión 
13/17 

Memorando de entendimiento en materia de cooperación internacional entre el Mercado Común 
del Sur y la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura para la 
promoción de la seguridad alimentaria y nutricional, de derecho al desarrollo y de combate a la 
pobreza (L Reunión Ordinaria del Consejo del Mercado Común).

2014 Decisión 
002/2014

Sellos de identificación de la agricultura familiar

2012 Decisión 
059/2012 

Registros Nacionales Voluntarios de la Agricultura Familiar.
Establece el reconocimiento mutuo de los registros de AF realizada en cada país a partir de la RES 25/07

2008 Recomendación 
006/2008

Directrices para la igualdad de género en las políticas públicas para la agricultura familiar 

2008 Recomendación 
45/2008

Crea el Fondo de la Agricultura Familiar del Mercosur, que financia proyectos y programas para 
fomentar la agricultura familiar y apoya la participación social en la REAF

2009 Recomendación 
003/2009

Directrices para una política de gestión de riesgos y seguro rural para la agricultura familiar 

2010 Recomendación 
01/2010

Directrices para la política de desarrollo y financiamiento diferenciadas de la Agricultura Familiar

2014 Recomendación 
001/2014

Año Internacional de la Agricultura Familiar 

2015 Recomendación 
09/15 

Promoción de Mujeres Emprendedoras del Mercosur y de Redes 
y Ferias de la Economía Social y Solidaria»

2017 Recomendación 
05/17 

Asistencia Técnica y Extensión Rural para la Agricultura Familiar 

2010 Recomendación 
005/2010

Directrices para la elaboración de políticas diferenciadas de financiamiento 
para la agricultura familiar 

2011 Recomendación 
02/2011

Educación rural. Recomienda a los Estados partes adoptar políticas específicas dirigidas a la educación 
rural, con base en el principio de respeto a la diversidad rural, que abarca todos los niveles de educación. 

REAF que fueron aprobadas por el GMC/
CM hasta la fecha.

Fuente: Elaboración propia basada en REAF MERCOSUR: Una década de coproducción…, o. cit.
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Acerca del periodo 2004-2014, la 
publicación Institucionalidad responsa-
ble por la agricultura familiar y las po-
líticas públicas diferenciadas en el Mer-
cosur. Marco de actuación de la REAF  
aporta complementariamente los si-
guientes puntos:

—	 Hasta el 2014 la primera reco-
mendación elevada por la REAF 
correspondió a las bases para el 
reconocimiento e identificación de 
la agricultura familiar en el Merco-
sur, que se transformó en la reso-
lución 25/07 del GMC, y se tradujo 
luego en la implementación de los 
registros nacionales de agricultura 
familiar.

—	 Otra recomendación de la REAF 
vinculada a los registros se transfor-
mó en la decisión 59/12 del CMC, 
que consagró el reconocimiento 
mutuo de los registros nacionales 
de agricultura familiar.

—	 Una segunda recomendación, sobre 
financiamiento para la agricultura 
familiar, se transformó en la resolu-
ción 05/10 del GMC. 

—	 Una tercera recomendación, referi-
da a políticas de gestión de riesgo 
y seguros para la agricultura fami-
liar, incidió en la implementación 
de pruebas piloto de seguro para 
la agricultura familiar en algunas 
provincias de Argentina, en la in-
troducción de ajustes y expansión 
del sistema de primas bonificadas 
con recursos públicos para la con-
tratación de seguros en el mercado 
en Uruguay, y tuvo relación con 

la formulación de un proyecto de 
fondo de seguro de cosecha de Pa-
raguay que fue presentado para su 
financiamiento ante el Fondo de 
Convergencia Estructural del Mer-
cosur (FOCEM).

—	 Una cuarta recomendación elabo-
rada por la REAF se refirió a edu-
cación rural, y se transformó en la 
recomendación 02/11 del GMC. 

—	 Una quinta recomendación, so-
bre políticas fundiarias y acceso a 
la tierra, no fue de recibo para las 
máximas autoridades ejecutivas del 
Mercosur, no alcanzó el estatus de 
resolución ni decisión, ni se tradu-
jo tampoco en iniciativa alguna de 
carácter regional. No obstante, sus 
contenidos, basados en estudios so-
bre la problemática de la concentra-
ción y extranjerización de la tierra en 
los cuatro países miembros plenos 
del bloque, derivó en la sanción de 
nuevas normas en Argentina, Brasil 
y Uruguay, que modificaron las con-
diciones para efectuar compraventas 
de tierras, definieron una tributación 
progresiva sobre la concentración 
de la tierra e incrementaron el pre-
supuesto asignado a la compra de 
tierras por instituciones del Estado 
para ofrecer a la agricultura familiar 
bajo diferentes modalidades de uso, 
arrendamiento y venta.

—	 Una sexta recomendación fue reali-
zada sobre directrices para la igual-
dad de género en las políticas públi-
cas para la agricultura familiar. Se 
vincula con el Programa Regional 



de Equidad de Género en la Agri-
cultura Familiar que el Mercosur 
apoyó, canalizando recursos de la 
cooperación de AECID (España) 
destinados al bloque, durante más 
de cuatro años. 

—	 Una séptima recomendación derivó 
en dos decisiones del CMC 45/08 y 
06/09, que se terminaron de inter-
nalizar en todos los países miem-
bros plenos en 2012, y dieron lugar 
a la creación del Fondo de Agri-
cultura Familiar (FAF), que asignó 
presupuesto público para el fun-
cionamiento de la REAF por cinco 
años. El FAF se puso en vigencia en 
2012 mediante la resolución 42/12 
del GMC, que formalizó el acuerdo 
entre el Mercosur y la FAO para su 
administración.

—	 Las decisiones del CMC sobre el 
FAF son una excepción en el blo-
que, en el cual funcionan muchas 
reuniones especializadas (como la 
REAF) que no disponen de un pre-
supuesto colectivo que asegure la 
participación equilibrada de los re-
presentantes de los gobiernos y de 
organizaciones de todos los países, 
sino que se financian directamente 
por cada país, que los asigna de ma-
nera autónoma. Esta diferencia con 
la REAF habla de la prioridad polí-
tica que el bloque le ha asignado a la 
formulación de políticas diferencia-
das para la agricultura familiar y del 
reconocimiento a los resultados de 
su trabajo de varios años, que justi-
ficó tal decisión extraordinaria.

Además de las recomendaciones 
mencionadas, que derivaron en un nue-
vo marco de políticas, se dieron otro tipo 
de acuerdos que tuvieron incidencia en la 
materia. Al respecto, la mencionada pu-
blicación destaca dos de ellos:

—	 El primero, alcanzado en 2007, en-
tre la REAF y el PROCISUR (que 
es el ámbito de trabajo conjunto 
en el Cono Sur de los institutos de 
investigación que funcionan con el 
soporte del IICA). Dicho acuerdo 
ha permitido elaborar el Manual de 
buenas prácticas para la agricultura 
familiar frente al cambio climático 
y formular un Programa de Inter-
cambio sobre Experiencias Exito-
sas en Políticas Públicas de Acceso 
y Desarrollo de Tecnologías por la 
Agricultura Familiar.

—	 El segundo acuerdo, alcanzado en 
2010 entre los ministros responsa-
bles por la agricultura familiar en el 
Mercosur, que firmaron en el marco 
de la REAF una declaración com-
prometiéndose a trabajar para pro-
mover el acceso de la agricultura fa-
miliar a las compras públicas, como 
una política diferenciada en mate-
ria de comercialización. En el mis-
mo momento se firmó un Programa 
Regional para el Intercambio de Ex-
periencias sobre Compras Públicas, 
financiado por ABC de Brasil, que 
se implementó hasta el 2013.
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